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ASAMBLEA NACIONAL 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA -

En uso de sus atribuciones, y en concordancia con lo establecido en el artículo 4° 
de la Ley de Publicaciones Oficiales, reimprímase en la Gaceta Oficial de Im 
República Bolivariana de Venezuela la LEY DE MERCADO DE VALORES, 
sancionada en sesión del día 12 de agosto de 2010 y publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.489 de fécha 17 de 
agosto de 2010, por incunirse en el siguiente error material: 

EN LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA 

DONDE SE LEE: 

Única. La Superintendencia Nacional de Valores adecuará su estructura y 
organización para el cumplimiento de esta Ley en un plazo de ciento ochenta 
días prorrogable, por una sola vez por el mismo lapso, a partir de la entrada en 
vigencia de la presente Ley. 

Los corredores públicos de valores, en un lapso de noventa días prorrogables por 
una sola vez por el mismo lapso a partir de la entrada en vigencia de la presente 
Ley, solicitarán a la Superintendencia Nacional de Valores la autorización para 
actuar como operadores de valores autorizados, para lo cual deberán cumplir con 
los requisitos que se establezcan en las normas que a tal efecto dicte la 
Superintendencia Nacional de Valores; y los corredores públicos de valores y los 
operadores de valores autorizados por esta Ley, que en su cartera posean títulos 
de la deuda pública nacional, tendrán ciento ochenta días continuos a partir de la 
entrada en vigencia de la presente Ley, para desincorporarlos de su cartera de 
inversiones, siguiendo el procedimiento establecido por la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

En todo lo no previsto especialmente en esta Ley, su Reglamento o normas 
dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores, se observarán las 
disposiciones de la ley que regule la materia mercantil, la Ley de Cajas de 
Valores y la Ley de Entidades de Inversión Colectiva. 

DEBE DECIR: 

Única. La Comisión Nacional de Valores se transforma en la Superintendencia 
Nacional de Valores y ésta adecuará su estructura y organización para el 
cumplimiento de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días prorrogable, por 
una sola vez por el mismo lapso, a partir de la entrada en vigencia de la presente 
Ley. Todos los procesos, procedimientos y obligaciones de la Comisión 
Nacional de Valores serán continuados y concluidos por la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

Los corredores públicos de valores pasarán temporalmente a ser operadores de 
valores autorizados y en un lapso de noventa días prorrogables, por una sola vez 
por el mismo lapso, a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, 
solicitarán a la Superintendencia Nacional de Valores la autorización para actuar 
de manera definitiva como operador de valores autorizados, para lo cual deberán 
cumplir con los requisitos que establezca la Superintendencia Nacional de 
Valores. Los corredores públicos de valores y los operadores de valores 
autorizados por esta Ley, que en su cartera posean títulos de la deuda pública 
nacional, tendrán ciento ochenta días continuos a partir de la entrada en vigencia 
de la presente Ley, para desincorporarlos de su cartera de inversiones, siguiendo 
el procedimiento establecido por la Superintendencia Nacional de Valores. 

En todo lo no previsto especialmente en esta Ley, su Reglamento o normas 
dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores, se observarán las 
disposiciones de la ley que "regule la materia mercantil, la Ley de Cajas de 
Valores y la Ley de Entidades de Inversión Colectiva. 

Acto legislativo realizado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea 
Nacional, en Caracas, a los cinco días del mes de noviembre de dos mil diez. 
Año 200° de la Independencia y 151° de la Federación. 

Sel 
;RRERO 

ilea Nacional 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

Decreta 

la siguiente, 

LEY DE MERCADO DE VALORES 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Objeto y ámbito de aplicación 

Articulo 1. La presente Ley regula el mercado de valores, integrado por las 
personas naturales y jurídicas que participan de forma directa o indirecta en los 
procesos de emisión, custodia, inversión, intermediación de títulos valores asi 
como sus actividades conexas o relacionadas y establece sus principios de 
organización y funcionamiento. 

Se exceptúan del ámbito de aplicación de esta Ley las operaciones de títulos 
valores de deuda pública y los de crédito, emitidos conforme a la Ley del Banco 
Central de Venezuela y la ley que regule al sector bancario nacional, así como 
cualquier otra ley que expresamente las excluya. 

Limitaciones 

Artículo 2. Los operadores de valores autorizados conforme a las disposiciones 
de esta Ley, no podrán ejercer funciones de correduría de títulos de deuda 
pública nacional. 

Los operadores de valores autorizados no podrán tener en su cartera títulos de 
deuda pública nacional. 

Los entes públicos, las empresas públicas, las empresas del Estado, las empresas 
de propiedad social o colectiva, las cajas de ahorro de los entes públicos y los 
institutos autónomos, no podrán participar en el mercado de valores como 
emisores de obligaciones, inversores y operadores de valores autorizados. Salvo 
las excepciones que la Superintendencia Nacional de Valores autorice con la 
opinión vinculante del Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional, o las 
excepciones que se establezcan en las leyes que regulen la materia. 

Suspensión de operaciones 

Artículo 3. El Presidente o Presidenta de la República podrá, en Consejo de 
Ministros, por razones relativas a la situación del mercado valores y para 
salvaguardar la economía del país, suspender las operaciones del mercado 
valores. -

TÍTULO II 
DE LA SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE VALORES 

Capítulo I 
De ta organización 

Ente de regulación 

Articulo 4. La Superintendencia Nacional de Valores es el ente encargado de 
regular y supervisar el funcionamiento eficiente del mercado de valores, para la 
protección de las personas que han realizado inversiones en los valores a que se 
refiere esta Ley y para estimular el desarrollo productivo del país, bajo la 
vigilancia y coordinación del Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional. 

La Superintendencia Nacional de Valores tiene personalidad jurídica y 
patrimonio propio e independiente del fisco nacional; está adscrita al Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de finanzas al sólo efecto de la 
tutela administrativa; y gozará de las franquicias, privilegios y exenciones de 
orden fiscal, tributario y procesal que las leyes de la República otorgan al fisco 
nacional. 

Estructura organizativa 

Articulo 5. La Superintendencia Nacional de Valores actuará bajo la autoridad y 
responsabilidad del o la Superintendente Nacional de Valores quien será 
designado o designada en su caigo, y removido o removida de él, por el 
Presidente o Presidenta de la República. 

La organización interna de la Superintendencia Nacional de Valores será 
dispuesta conforme a las normas que a tal efecto dicte el o la Superintendente 
Nacional de Valores. 

La Superintendencia Nacional de Valores tendrá un o una Superintendente 
Nacional de Valores Adjunto o Adjunta, designado o designada por el o la 
Superintendente Nacional de Valores y ejercerá las funciones señaladas en el 
reglamento interno. Las faltas temporales del o la Superintendente Nacional de 
Valores serán suplidas por el o la Superintendente Nacional de Valores Adjunto 
o Adjunta. 

Inhabilidades del o la Superintendente Nacional de Valores 
Artículo 6. El o la Superintendente Nacional de Valores y su adjunto o adjunta, 
deberán ser venezolanos o venezolanas y gozar plenamente de sus derechos 
civiles y políticos, de reconocida competencia en materia económica, financiera 
y bancaria. No podrán desempeñar estos cargos: 

1. Las personas declaradas en quiebra culpable o fraudulenta, los 
administradores o administradoras de empresas en dicha situación y los 
condenados o condenadas por delitos o faltas contra la propiedad, contra la fe 
pública, contra el patrimonio público o contra el fisco nacional, así como 
aquellos tipificados en la Ley Orgánica de Drogas. 

2. Quienes sean cónyuges o parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, del Presidente o Presidenta de la República, del Ministro 
o Ministra del Poder Popular con competencia en materia de finanzas, del o la 
Superintendente del Sector Bancario, y del o la Superintendente del Sector 
Seguros. 

3. Los condenados o condenadas con sentencia definitivamente firme por 
incumplimiento de obligaciones bancarias o fiscales. 

4. Los funcionarios o funcionarías, directores o directoras, empleados o 
empleadas de bancos, de compañías aseguradoras o de corretaje de seguros, o 
de instituciones financieras privadas, así como las personas sujetas al control 
de la Superintendencia Nacional de Valores, que tengan menos de un año de 
estar separados o separadas de sus funciones. 
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5. Quienes hallan sido inhabilitados o inhabilitadas para cumplir funciones 
públicas, ejercer la actividad bancaria, aseguradora o cualquier actividad 
relacionada al mercado de valores. 

6. Quienes directa o indirectamente tengan participación en el capital de 
sociedades inscritas en el Registro Nacional de Valores. 

7. Los sancionados o sancionadas por la Superintendencia Nacional de Valores 
por cualquiera de las causas previstas en esta Ley. 

Régimen de personal 

Artículo 7. Los funcionarios o funcionarías de la Superintendencia Nacional de 
Valores tendrán las atribuciones que les fijen esta Ley, el reglamento interno y el 
estatuto funcionarial interno. 

Dichos funcionarios o funcionarías serán de libre nombramiento y remoción del 
o de la Superintendente Nacional de Valores, de acuerdo con lo previsto en la 
excepción establecida en el artículo 146 de la Constitución de la República y de 
conformidad con las categorías de cargos de alto nivel y de confianza que se 

indiquen en el reglamento interno y estatuto funciónarial interno. 

El estatuto funcionarial interno contemplará todo lo relativo al período de 
prueba, ingreso, clasificación y remuneración de cargos, beneficios especiales, 
capacitación, sistema de evaluación de actuación, compensaciones, ascensos, 
traslados, licencias, retiro, prestaciones por antigüedad y vacaciones, de 
conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica del Trabajo. 

Los obreros y obreras al servicio de la Superintendencia Nacional de Valores, se 
regirán por la Ley Orgánica del Trabajo. 

Capítulo II 
De las atribuciones 

Atribuciones de la Superintendencia Nacional de Valores 

Artículo 8. La Superintendencia* Nacional de Valores tendrá las siguientes 
atribuciones: - . 

1. Autorizar y supervisar la actuación de los operadores de valores autorizados, 
miembros o no de una bolsa y llevar el registro de los mismos, así como 
revocar o suspender la autorización y cancelar su inscripción en caso de grave 
violación de las normas que regulan su actividad. 

2. Autorizar e inscribir en el Registro Nacional de Valores la oferta pública, en 
el territorio nacional, de valores emitidos por personas domiciliadas en la 
República, en el extranjero o por organismos internacionales, gobierno e 
instituciones extranjeras y cualesquiera otras personas que se asimilen a los 
mismos, cumplidos los requisitos establecidos en las normas que se dicten al 
efecto. 

3. Autorizar la oferta pública fuera del territorio nacional, de los valores 
emitidos por personas domiciliadas en la República e inscritos en el Registro 
Nacional de Valores. 

4. Autorizar la actuación de personas que se propongan constituir sociedades 
por suscripción pública y dictar las normas que regulen ese proceso. 

5. Autorizar la publicidad y los prospectos de las emisiones de valores a los 
fines de su oferta pública. 

6. Suspender o cancelar por causa debidamente justificada, mediante resolución 
motivada, la autorización otorgada para hacer oferta pública de valores. 

7. Dictar las normas de carácter general que regulen el otorgamiento de poderes, 
para las asambleas de accionistas de sociedades constituidas y domiciliadas 
en la República, que hagan oferta pública de sus acciones. 

8. Dictar las normas de carácter general que regulen el proceso de oferta pública 
de las acciones en tesorería y participaciones recíprocas de las empresas que 
hagan oferta pública de sus valores. 

9. Dictar las normas que regulen el uso de información privilegiada, , 
manipulación de precios y volúmenes de valores. 

10.Dictar las normas que regulen la oferta pública de adquisición y toma de 
control de las sociedades que hagan oferta pública de acciones, o valores 
representativos de las mismas. 

11.Dictar las normas de las sociedades calificadoras de riesgo. 

12.Dictar las normas conforme a las cuales podrán -operar en el territorio 
nacional las sociedades o personas naturales dedicadas a la intermediación 
con valores, constituidas en la República o en el extranjero. 

13.Establecer mediante normas de carácter general, los procedimientos dirigidos 
a intervenir, reestructurar o liquidar a las personas que se dediquen a la 
intermediación con valores, así como la actuación de las personas designadas 
como interventores y liquidadores. 

14.Dictar las normas conforme a las cuales podrán operar en el territorio 
nacional las sociedades constituidas en la República, en el extranjero o 
personas naturales dedicadas a la asesoría de inversión en valores. 

15.Dictar las normas relativas a la forma de presentación de los estados 
financieros de las personas sometidas al control de la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

ló.Determinar los niveles mínimos de patrimonio y de liquidez, para asegurar la 
permanencia y sostenibilidad de las personas sujetas al cumplimiento de la 
presente Ley. 

17.Exigir provisiones de capital que resguarden el ahorro-de los inversionistas, 
en función del riesgo implícito en las operaciones de transacciones con los 
títulos valores regulados por esta Ley. 

18.Determinar los límites máximos de las tarifas, comisiones y cualquier otro 
importe que cobren los sujetos regulados por la presente Ley, por las 
intermediaciones en el mercado de valores, con la opinión vinculante del 
Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional. 

lS.Aumentar o reducir las contribuciones a que se refiere la presente Ley, de 
acuerdo a los niveles de competitividád nacional o internacional del mercado 
de valores. 

20.Dictar las normas dirigidas a regular la utilización de los libros prescritos por 
la ley que regule la materia. 

21. Cancelar o suspender por causa debidamente justificada y mediante 
resolución motivada, la inscripción en el Registro Nacional de Valores de 
cualquier persona regulada por esta Ley. 

22.Adoptar, preventiva y oportunamente, las medidas necesarias a los fines de 
proteger a quienes hayan efectuado inversiones en valores objeto de oferta 
pública, o inversiones con los entes sometidos al control de la 
Superintendencia Nacional de Valores. 

23.1ntervenir a las personas naturales o jurídicas que realicen las actividades a 
las que se refiere la presente Ley, sin haber obtenido la autorización de la 
Superintendencia Nacional de Valores. 

24.Practicar visitas a las personas naturales o jurídicas reguladas por esta Ley, en 
las cuales podrá inspeccionar sus libros, documentos y operaciones. 

25.Dictar las normas que regulen la autorización y funcionamiento de las bolsas 
de valores, cámaras de compensación de opciones, futuros financieros y de 
los agentes de traspasos. 

26.Dictar las normas dirigidas a complementar la Ley de Cajas de Valores. 

27.Aprobar, o improbar las normas internas y sus modificaciones, dictadas por 
las bolsas de valores, cámaras de compensación de opciones y futuro, u otros 
derivativos, agentes de traspasos y las cajas de valores. 

28.Determinar mediante normas los requisitos que deberán cumplir las auditorías 
internas y externas, de las personas sometidas a su control. 

29.Establecer mediante normas de carácter general, las reglas que definan, 
prevengan y regulen los conflictos de intereses que surjan con ocasión de los 
procesos regidos en esta Ley. 

30.Presentar al Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional, un informe 
anual de la gestión administrativa del despacho. 

31.Publicar un boletín informativo mensual sobre el comportamiento del 
mercado de valores. 

32.Promover el arbitraje para resolver los conflictos que surjan entre los 
operadores de valores autorizados, y entre éstos y sus clientes, derivados de 
las operaciones sobre valores, pudiendo dictar las normas de arbitraje que 
considere necesarias. 

33.Dictar normas de carácter general, en aquellos casos previstos en forma 
expresa en esta Ley. 

34.Dictar su reglamento interno y el estatuto de personal. 

35.Las demás que le asigne esta Ley y su Reglamento, así como otras leyes y 
reglamentos. 

Parágrafo primero. El Ejecutivo Nacional, atendiendo a las necesidades de 
establecer políticas de transparencia del mercado de valores, podrá arrogarse las 
atribuciones normativas de la Superintendencia Nacional de Valores, mediante 
reglamentos dictados al efecto. 

Parágrafo segundo. La Superintendencia Nacional de Valores desarrollará 
disposiciones especiales para el financiamiento, mediante procesos de oferta 
pública, de las comunidades organizadas, empresas de propiedad social o 
colectiva, así como de la pequeña y mediana empresa, previa opinión vinculante 
del Órgano Superior del Sistema Financíelo Nacional. 

Remisión de información 

Articulo 9. El Banco Central de Venezuela, enviará mensualmente a la 
Superintendencia Nacional de Valores un informe sobre las condiciones del 
mercado monetario. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de finante y la 
Superintendencia del Sector Barcario, informarán mensualmente a la 
Superintendencia Nacional de Valores del inventario de los valores de deuda 
pública emitidos y colocados, así como de las emisiones autorizadas, de 
conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y en la ley que regula al sector 
bancario, respectivamente. 

Faltas graves y remoción del o la Superintendente Nacional de Valores 

Artículo 10. Constituyen faltas graves del o la Superintendente Nacional de 
Valores: 
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1. No adoptar las medidas necesarias para sancionar según corresponda, a 
quienes sin contar con la autorización correspondiente, realicen actividades 
propias a los sujetos regulados por la presente Ley. 

2: No aplicar las sanciones a que se reñere el articulo SO de la presente Ley, 
cuando cuente con la información que demuestre la infracción cometida. 

La remoción del o la Superintendente Nacional de Valores, la efectúa el 
Presidente o Presidenta de la República. El Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional podrá recomendar la remoción del o la Superintendente, 
cuando a su juicio haya incurrido en faltas graves. 

Cualquier denuncia penal que se formule contra el o la Superintendente Nacional 
de Valores, deberá ser interpuesta directamente ante la Fiscalía General de la 
República. 

El procedimiento dispuesto en el párrafo precedente, también es de aplicación 
para los o las ex Superintendentes Nacionales de Valores que sean denunciados o 
denunciadas penalmente, a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, 
por la presunta comisión de delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones y 
hasta cinco años después de que hayan cesado en éstas. 

Limitaciones de suministro de información 

Artículo 11. Los funcionarios o funcionarías de la Superintendencia Nacional de 
Valores no deben suministrar datos o-información confidencial o privilegiada, 
definida en el artículo 38 de esta Ley, sin perjuicio de la remoción de su cargo y 
de la aplicación de las sanciones previstas en el artículo 52 de la presente Ley. 

Capítulo III 
Del régimen económico y financiero 

Presupuesto de la Superintendencia Nacional de Valores 

Artículo 12. El presupuesto de la Superintendencia Nacional de Valores será 
aprobado por el Ministro o Ministra del Poder Popular con competencia en 
materia de finanzas; el o la Superintendente Nacional de Valores tendrá a sü 
cargo la elaboración, administración, ejecución y control del mismo y será 
cubierto mediante contribuciones trimestrales adelantadas a cargo de las 
instituciones supervisadas, así como con los aportes presupuestarios que le 
asigne el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de finanzas. 

La Contraloría General de la República tendrá a su cargo el control de la 
ejecución presupuestaria de la Superintendencia Nacional de Valores. 

Contribuciones de las instituciones supervisadas 

Articulo 13. La Superintendencia Nacional de Valores para cubrir los gastos que 
demande su actividad, contará con recursos provenientes de lo siguiente:' 

1. El aporte especial hecho por los entes sujetos a su supervisión y control. 

2. Lo recaudado por las tasas y contribuciones que cobre de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley. 

3. Los aportes presupuestarios que le asigne el Ejecutivo Nacional, con cargo al 
presupuesto del Ministerio del Poder Popular con competencia en materia*de 
finanzas. 

4. Los provenientes de donaciones y legados que se destinen específicamente al 
cumplimiento de sus fines. 

5. Los productos generados por la inversión de sus activos. 

6. Los generados por la enajenación de bienes muebles o inmuebles, o el 
producto del arrendamiento, subarrendamiento o concesión que de los 
mismos se obtenga. 

7. Cualquier otro ingreso que determine el Ejecutivo Nacional. 

8. Los recursos asignados, mientras no sean requeridos para la gestión diaria y 
para el funcionamiento de la Superintendencia Nacional de Valores, podrán 
ser colocados en depósitos a plazo fijo o en títulos valores de alta seguridad, 
rentabilidad y liquidez, emitidos o garantizados por la República, o por entes 
regidos por la Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras, de 
conformidad con lo que acuerde el comité de colocación que a tal efecto se 
cree. 

Las contribuciones que deben abonar las personas supervisadas por la presente 
Ley, son fijadas por el o la Superintendente Nacional de Valores mediante 
normas de carácter general, con la opinión vinculante del Órgano Superior del 
Sistema Financiero Nacional, teniendo en cuenta el volumen y la naturaleza de 
sus operaciones. 

En casos excepcionales, la Superintendencia Nacional de Valores podrá realizar 
modificaciones a dichas contribuciones, cuando las circunstancias económicas 
así lo exijan, con la opinión vinculante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. 

Colocación de los excedentes de las contribuciones 

Articulo 14. Si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo de balance 
proveniente de las contribuciones, el o la Superintendente Nacional de Valores 
destinará los saldos ño comprometidos de dichas contribuciones de la siguiente 
manera: 

1. Un veinte por ciento (20%) a obras sociales, sean éstas requeridas por las 
comunidades organizadas o efectuadas de oficio por el ente regulador. Este 

aporte podrá ser modificado por el Organo Superior del Sistema Financiero 
Nacional.-

2. Un cincuenta por ciento (50%) a un fondo especial para incrementar el 
financiamiento del mantenimiento y. mejora de los servicios técnicas, y demás 
operaciones de la Superintendencia Nacional de Valores, así como para el 
desarrollo y actualización del personal del referido organismo, g?r»nti7»nA» 
el beneficio a todos los niveles de cargos y departamentos así como el oso de 
estos recursos en el siguiente semestre. . 

3. El monto restante se destinará a la cobertura de los gastos correspondientes a 
ejercicios posteriores y para ello se colocarán en una cuenta bancada con la 
liquidez necesaria para tal fin. 

TÍTULO OI 
DEL REGISTRO NACIONAL DE VALORES 

Y DE LOS VALORES SOMETIDOS 

Registro Nacional de Valores 

Artículo 15. Los expedientes y los libros donde se inscribirán o asentarán todos 
los actos relativos a las personas y valores sometidos a esta Ley, conforman el 
Registro Nacional de Valores. La Superintendencia Nacional de Valores dictará 
las normas para su funcionamiento. 

La información consignada en el Registro Nacional de Valores sobre las 
personas y los valores sometidos al control de la Superintendencia Nacional de 
Valores, será válida a los efectos de la misma y de terceros mientras no sea 
modificada, independientemente de que en otros registros exista una información 
distinta. 

Valores sometidos al control 
de la Superintendencia Nacional de Valores 

Artículo 16. Están sometidos al control de la Superintendencia Nacional de 
Valores, los valores entendidos en los términos de esta Ley. La Superintendencia 
Nacional de Valores dictará normas para la emisión, negociación y custodia de 
estos valores, así como para cualesquiera otros valores o derechos de contenido 
financiero, incluso sobre aquellos que sean emitidos por personas que no estén 
expresamente regulados en esta Ley u otras leyes especiales. 

Parágrafo primero. Se entenderá por valores, a los efectos de esta Ley, los 
instrumentos financieros que representen derechos de propiedad o de crédito 
sobre el capital de una sociedad mercantil, emitidos a corto, mediano y largo 
plazo, y en masa, que posean iguales características y otorguen los mismos 
derechos dentro de su clase. 

La Superintendencia Nacional de Valores, en caso de duda, determinará cuales 
son los valores regulados por esta Ley. 

Parágrafo segundo. Se consideran también valores a los efectos de esta Ley, los 
instrumentos derivativos, los distintos tipos de instrumentos o .valores que 
representan un derecho de opción para la compra o venta de valores, así como 
los contratos a futuro sobre valores en donde las partes se obligan a comprar o 
vender una determinada cantidad de valores a un precio y a una fecha 
predeterminada y, en general, cualquier otro tipo de instrumento cuyo valor esté 
determinado y fijado por referencia al valor de otros activos o conjunto de ellos. 

La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas que regulen la 
negociación de este tipo de valores. La emisión y negociación de estos valores, 
en contravención con las normas dictadas por la Superintendencia, será nula y 
los responsables del incumplimiento deberán responder por ios daños y 
perjuicios que hayan causado. 

Las garantías constituidas de conformidad con las normas que dicte la 
Superintendencia Nacional de Valores, para la negociación de productos 
derivativos en una bolsa, no se encontrarán afectadas por las nulidades a las 
cuales se refiere la ley que regule las operaciones mercantiles, para el caso de 
quiebra. 

Parágrafo tercero. También están sometidos al control de la Superintendencia 
Nacional de Valores, los valores representativos de derechos de propiedad, 
garantías y cualesquiera otros derechos o contratos sobre productos o insumos 
agrícolas. 

Parágrafo cuarto. En la emisión de acciones, las sociedades que hagan oferta 
pública no podrán disminuir los derechos que le correspondan, de tal manera que 
el ejercicio de los mismos no sea posible. En ningún caso, podrán establecerse 
distintos derechos para el caso de ofertas públicas dirigidas a pequeños 
inversores. 

TÍTULO IV 
DE LA OFERTA PÚBLICA DE VALORES 

Oferta pública de valores 

Artículo 17. Se considera oferta pública de valores a los efectos de esta Ley, la 
que se haga al público, a sectores o a grupos determinados por cualquier medio 
de publicidad o difusión. En los casos de duda acerca de-la naturaleza de la 
oferta corresponderá calificarla a la Superintendencia Nacional de Valores. 

La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas a los fines de 
regular los procesos de la oferta pública, dirigida tanto al público en general 
como a sectores o grupos determinados, de los valores regulados por esta Ley. 
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En ningún caso, las normas dictadas por la Superintendencia Nacional de 
Valores obviarán el establecimiento y la regulación de los mecanismos de 
defensa que tendrán los inversores. 

La forma y composición societaria de las sociedades que hagan oferta pública, 
deberá adaptarse a las monas que a tal efecto dicte la Superintendencia Nacional 
de Valores. 

Oferta publica de adquisición y toma de control 

Artículo 18. Se entiende como oferta pública de adquisición, aquel 
procedimiento mediante el cual ana o varias personas vinculadas entre sí, o no 
vinculadas, pretendan adquirir en un solo acto o en actos sucesivos, un 
determinado volumen de acciones inscritas en una bolsa de valores, u otros 
valores que directa o indirectamente puedan dar derecho a su suscripción o 
adquisición y, de esta forma, llegar a alcanzar una participación significativa en 
el capital de una sociedad o la capacidad de controlar los órganos administrativos 
de la misma. 

La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas que regulen el 
procedimiento para la realización de las ofertas públicas de adquisición, toma de 
control y venta, así como de la suspensión de las mismas. Las ofertas públicas 
que no se lleven a cabo según los procedimientos establecidos en las normas 
serán nulas y los oferentes y las personas naturales que funjan como sus 
representantes serán responsables por los daños y perjuicios que hayan causado, 
así como sancionadas o sancionadas conforme a lo dispuesto en esta Ley. 

Parágrafo MICO. Quien pretenda adquirir en un sólo acto o en actos sucesivos, 
un volumen de acciones inscritas en una bolsa de valores, que conlleven a 
alcanzar participación significativa en el capital de una sociedad, o la capacidad 

de controlar los órganos administrativos de la misma, deberá hacerlo del 
conocimiento público por los medios y dentro de los plazos que la 
Superintendencia Nacional de Valores determine en las normas que deberá dictar 
al efecto. 

Quien no haya realizado las notificaciones a las que se refiere este artículo, no 
podrá ejercer los derechos derivados de los valores que adquiera y los acuerdos. 
adoptados con su participación serán nulos, sin perjuicio de las sanciones 
estableadas en la ley. 

TÍTULO V 
DE LAS PERSONAS REGULADAS POR LA PRESENTE LEY 

Capítulo I 
Sujetos regulados 

Sujetos regulados 

Artículo 19. Se encuentran regulados por la presente Ley: 

1. Las personas cuyos valores sean objeto de oferta pública. 

2. Las entidades de inversión colectiva y las personas que intervengan directa o 
indirectamente en la oferta de los títulos emitidos por estas entidades. 

3. Los operadores de valores autorizados sean personas naturales o jurídicas. 

4. Los asesores de inversión. 

5. Las bolsas de valores. 

6. Las bolsas de productos y las bolsas de productos e insumos agrícolas. 

7. Las cajas de valores. 

8. Los agentes de traspasos. 

9. Las sociedades litulizadoras. 

10.Las cámaras de compensación de opciones, futuros y otros- productos 
derivados. 

11.Las sociedades calificadoras de riesgo. 

12. Las demás personas que directa o indirectamente participen en la oferta 
pública de los valores a que se refiere la presente Ley, o cuyas leyes 
especiales las sometan al control de la Superintendencia Nacional de Valores. 

13-Las personas jurídicas que la Superintendencia Nacional de Valores califique 
como relacionadas a alguno de los sujetos regulados por esta Ley. 

Parágrafo primero. La Superintendencia Nacional de Valores dictará las 
normas que regulen a cada una de las personas a las que se refiere el presente 
articulo. 

Parágrafo segundo. Las personas naturales q jurídicas que no se encuentren 
reguladas por esta Ley y autorizados por la Superintendencia Nacional de 
Valores, no podrán tener en su razón social, firma comercial o título, nombre 
alguno de los que califican a las personas reguladas por la presente Ley. 

Operadores de valores autorizados 

Artículo 20. Las personas naturales o jurídicas, que se dediquen en forma 
regular o habitual a realizar actividades de intermediación con valores en los 
mercados primario o secundario de valores, o a la captación de fondos o valores 
destinados a la inversión en valores regulados por esta Ley, en nombre propio, 
por cuente propia o de un tercero, o en nombre de un tercero por cuenta de éste, 
deberán estar autorizados por la Superintendencia Nacional de Valores como 
operadores de valores autorizados. 

Les operadores de valores autorizados podrán adoptar la forma de sociedades y 
ser miembros accionistas de una bolsa de valores. 

La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas relativas a los 
operadores de valores autorizados, las cuales se referirán a: 

1. La autorización para actuar como operadores de valores autorizados. 

2. Las actividades realizadas por los operadores de valores autorizados en 
nombre propio o de terceros, y por cuenta propia o de terceros. 

3. Los índices de liquidez y solvencia de los operadores de valores autorizado». 

4. La gestión de los operadores de valores autorizados como administradores. 

5. La información financiera y registro contable de los operadores de valores 
autorizados. 

6. La cesión, traspaso y venta de acciones de los operadores de valores 
autorizados. 

7. Cualesquiera otra relativa a los operadores de valores autorizados. 

De la intervención y liquidación 

Artículo 21. Sin peijuicio de las medidas preventivas que pueda ordenar la 
Superintendencia Nacional de Valores, ésta podrá acordar la intervención o 
liquidación de los sujetos señalados en el artículo 19 de la presente Ley y de 
todos aquellos que la Superintendencia Nacional de Valores califique como 
relacionados a éstas, asi como de sus empresas dominantes o dominadas; todos 
los cuales están expresamente excluidos de los beneficios de atraso y quiebra. 

En el caso de las personas cuyos valores sean objeto de oferta pública, los entes 
emisores, los asesores de inversión, las sociedades titulizadoras, las sociedades 
calificadoras de riesgo y las demás personas que directa o indirectamente 
participen en la oferta pública de los valores a que se refiere la presente Ley o 
cuyas leyes especiales las sometan al control de la Superintendencia Nacional de 
Valores; éstos podrán acogerse al beneficio de atraso o quiebra, a menos que la 
Superintendencia Nacional de Valores los hubiera calificado como sociedades o 
empresas relacionas, conforme a este artículo; en cuyo caso estarán excluidos de 
tal beneficio; caso contrario, la Superintendencia Nacional de Valores deberá 
supervisar e intervenir en los términos que establezca las normas dictadas al 
efecto, los procesos de disolución anticipada, atraso y quiebra de éstas. La 
designación de los síndicos y liquidadores deberá contar con la opinión favorable 
de lá Superintendencia Nacional de Valores. Los síndicos y liquidadores deberán 
suministrar a ese organismo toda la información que les sea requerida. 

La intervención será declarada de oficio; cuando se evidencien violaciones a la 
presente Ley, las normas o los reglamentos dictados por la Superintendencia 
Nacional de Valores; cuando las informaciones que proporcionen a la 
Superintendencia sean poco transparentes, extemporáneas; o la Superintendencia 
Nacional de Valores concluya que estas personas atraviesan por una situación 
difícil de la cual pueda derivarse petjuicios para los inversores, acreedores o 
clientes. La intervención puede acordarse con cese o sin cese de actividades. 

La liquidación administrativa procederá cuando sea acordada por la 
Superintendencia Nacional de Valores, en los siguientes términos: 

1. Disolución de la compañía, por decisión voluntaria de sus accionistas, 
siempre que dicha sociedad se encuentre en condiciones que permitan a sus 
acreedores obtener la devolución de sus haberes 

2. Como consecuencia de la revocatoria de la autorización de funcionamiento, 
en caso de reiteradas infracciones a disposiciones legales que pongan en 
peligro la solvencia de las mismas, y de las cuales puedan derivarse perjuicios 
significativos para sus acreedores. 

3. Cuando en el proceso de intervención ello se considere conveniente. 

La Superintendencia Nacional de Valores podrá acordar la rehabilitación de una 
sociedad intervenida, cuando del proceso de intervención ello se considere 
conveniente. 

La Superintendencia Nacional de Valores tendrá el carácter de interventora o 
liquidadora y en virtud de ello tendrá las más amplias facultades de 
administración, disposición, control y vigilancia, incluyendo todas las facultades 
que la ley o los estatutos confieren a la asamblea, a la junta administradora, al 
presidente o presidenta y demás órganos del ente intervenido. 

La Superintendencia Nacional de Valores, previa evaluación de las condiciones 
particulares, delegará en uno o más interventores o liquidadores para que se 
encarguen de manejar en su nombre los procesos de intervención o liquidación, 
mediante la resolución donde se delegue las funciones dé interventor o 
liquidador se establecerán las facultades de quien ejerza tal carácter. 

Los interventores o liquidadores delegados por la Superintendencia Nacional de 
Valores ño tendrán el carácter de funcionarios públicos o funcionarías públicas 
en virtud de tal delegación. 

Parágrafo primero. Durante el régimen de intervención, liquidación, 
rehabilitación o cualquiera otra figura especial que se adopte, que coloque al ente, 
de que se trate fuera del régimen ordinario, no podrá acordarse o deberá 
suspenderse toda medida preventiva o de ejecución contra los operadores de 
valores autorizados y las que constituyan sus empresas dominantes o dominadas. 

Tampoco podrá intentarse ni continuarse ninguna gestión judicial de cobro, a 
menos que provenga de hechos posteriores a la adopción de la medida de que se 
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trate, o de obligaciones cuya procedencia haya sido decidida por sentencia 
definitivamente firme, antes de la medida respectiva. 

Parágrafo segundo. Cuando existan actuaciones o elementos que permitan 
presumir que con el uso de formas jurídicas societarias se ha tenido la intención 
de violar la ley, la buena fe, producir daños a terceros o evadir responsabilidades 
patrimoniales, el juez o jueza podrá desconocer el beneficio y efectos de la 
personalidad jurídica de las empresas, y las personas que controlan o son 
propietarios finales de las mismas serán solidariamente responsables 
patrimonialmente. 

• 
La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas que regirán el 
proceso de intervención, liquidación y rehabilitación, y relativas a las funciones 
y remuneración de los interventores y liquidadores. 

Asesores de inversión 

Artículo 22. Las personas nacionales o extranjeros que realicen estudios acerca 
de los valores y de sus emisores, y emitan opinión sobre ellos de manera pública 
o privada, serán considerados asesores de inversión. Los asesores de inversión no 
estarán autorizados para recibir, salvo por sus honorarios, directa o 
indirectamente fondos o valores de sus clientes. 

Los asesores dé inversión deberán contar con la autorización de la 
Superintendencia Nacional de Valores. A tal efecto, la Superintendencia deberá 
dictar las normas relativas a la autorización y actividades de los asesores de 
inversión. 

Capítulo II 
De las bolsas de valores 

Constitución y objeto de las bolsas de valores 

Artículo 23. Las bolsas de valores son instituciones abiertas al público, que 
tienen por objetó la prestación de todos los servicios necesarios para realizar en 
forma continua y ordenada las operaciones con valores objeto de negociación en 
el mercado de valores, con la finalidad de proporcionarles adecuada liquidez. 

Las bolsas de valores establecerán los sistemas y mecanismos necesarios para la 
pronta y eficiente realización y liquidación de dichas transacciones, en 
cumplimiento de las normas que emita la Superintendencia Nacional de Valores. 

Las bolsas de valores deberán establecer e implementar mecanismos tendentes a 
la adecuación de los mercados de valores, en acuerdo a los sistemas de 
integración de los que sea miembro la República. 

Parágrafo primero. Las bolsas de valores se constituirán bajo la forma de 
sociedades anónimas, mediante la autorización de la Superintendencia Nacional 
de Valores. Su capital inicial no podrá ser inferior al equivalente a dos millones 
de bolívares (Bs. 2.000.000,00), o aquella cantidad mayor que establezca la 
Superintendencia Nacional de Valores, totalmente pagado en efectivo, y estará 
representado por acciones comunes nominativas que otorguen los mismos 
derechos que se emitirán y negociarán de acuerdo a las reglas de la oferta 
pública. Ninguna persona natural o jurídica podrá poseer más de una acción en 
cada bolsa de valores ni tampoco aquellos que sean cónyuges o parientes, hasta 
el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad de un accionista. Dicha 
acción está afecta al pago de cualquier responsabilidad que derive de la gestión 
del miembro como operadores de valores autorizados, o sus apoderados. 

Parágrafo segundo. Para que se constituya una bolsa de valores, el número de 
sus miembros no podrá ser inferior a veinte, el cual, una vez constituida la bolsa 
no podrá disminuirse a un nivel inferior a quince. 

La Superintendencia Nacional de Valores, de acuerdo con las condiciones del 
mercado bursátil, podrá ordenar a la bolsa el aumento del número de sus 
miembros. 

Bolsa de valores pública 

Artículo 24. La República creará bolsas públicas de valores, las cuales estarán 
exceptuadas de la prohibición de negociar en ellas con títulos de la deuda pública 
nacional, igualmente estarán exceptuadas de las obligaciones instituidas en la 
presente Ley; se regirán por las normas especiales que la Superintendencia 
Nacional de Valores dicte al respecto, previa opinión vinculante del Órgano 
Superior del Sistema Financiero Nacional. 

Normas de funcionamiento 

Artículo 25. La Superintendencia Nacional de Valores dictará normas que 
regulen la constitución de la junta directiva de las bolsas de valores, atribuciones, 
deberes y su reglamento interno de funcionamiento. 

Inhabilidades 

Articulo 26. Son miembros de una bolsa de valores las personas naturales o 
jurídicas que cumplan con los siguientes requisitos: 

1. Que estén autorizados para ejercer la actividad de operadores de valores 
autorizados por la Superintendencia Nacional de Vüores. 

2. Que otorguen garantía real o personal a satisfacción de la junta directiva de la 
bolsa de valores, hasta por la cantidad que señale el reglamento interno, que 
no será inferior a tres millones doscientos cincuenta mil bolívares 
(Bs. 3.250.000,00), monto que podrá ser ajustado por la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

3. Los demás requisitos establecidos en las respectivas normas internas de las 
bolsas de valores. 

Parágrafo primero. En ningún caso podrán ser admitidos como miembros de 
las bolsas de valores: 

1. Los funcionarios públicos o funcionarías públicas. 

2. Las personas que se hayan acogido al beneficio del estado de atraso mientras 
el mismo no haya cesado. 

3. I-as personas que hayan sido objeto de intervención por parte de la 
Superintendencia Nacional de Valores, la Superintendencia del Sector 
Bancario o la Superintendencia del Sector Seguros, mientras ésta no haya 
cesado. 

4. Las personas que hayan solicitado ser declarados en quiebra y los fallidos no 
rehabilitados. 

5. Las personas que hayan sido expulsadas de una bolsa de valores. 

6. Las personas que hayan sido condenadas por delitos o faltas contra la 
propiedad, la fe pública o el Fisco Nacional y aquellos tipificados en la Ley 
Orgánica de Drogas. 

7. Las personas que posean, directa o indirectamente el tres por ciento (3%) o 
más del capital social de otras instituciones del Sistema Financiero Nacional. 

Quedarán temporalmente suspendidos de su condición de miembros los 
operadores de valores autorizados que incurran en las inhabilidades referidas en 
los numerales 2, 3 y 4, parágrafo primero del presente artículo, mientras la 
Superintendencia Nacional de Valores no haya designado el interventor de 
conformidad con lo previsto en el artículo 21 de esta Ley. 

Parágrafo segundo. Los miembros de las bolsas de valores estarán obligados a: 

1. Cumplir las normas internas de la bolsa, así como observar los usos y 
costumbres en vigor en la bolsa de valores respectiva. 

2. Permitir la inspección de sus libros por los funcionarios o funcionarías de la 
Superintendencia Nacional de Valores o de la junta directiva de la bolsa de 
valores respectiva. 

3. Presentar semestralmente a la Superintendencia Nacional de Valores y a las 
juntas directivas de las bolsas de valores, su balance general, el estado de 
resultados y de cambios en su situación financiera, dictaminados por 
contadores públicos o contadoras públicas en ejercicio independiente de la 
profesión. 

4. Suministrar a la Superintendencia Nacional de Valores o a la junta directiva 
de la bolsa de valores, la información que le sea requerida. 

Prohibiciones a los operadores de valores autorizados 

Articulo 27. Está prohibido a los operadores de valores autorizados: 

1. Realizar y registrar operaciones simuladas. 

2. Celebrar operaciones sin transferencia de valores. 

3. Liquidar sus operaciones fuera de la dependencia oficial de la bolsa de 
valores. 

4. Realizar operaciones de intermediación a las que se refiere la ley que regula 
el sector bancario, ni las operaciones contempladas en la ley que regula el 
sector asegurador. 

Valores negociables en las bolsas de valores 

Artículo 28. En las bolsas de valores se podrán negociar los valores inscritos en 
ella y que previamente hayan sido inscritos en el Registro Nacional de Valores. 
También se podrán negociar bienes distintos de los referidos valores, con la 
previa autorización de la Superintendencia Nacional de Valores y la aprobación 
de las normas que al efecto dicte la bolsa de valores respectiva. 

Parágrafo primero. La compra venta de valores cotizados en bolsa, se 
comprobará con el certificado de liquidación expedido por la bolsa de valores. 

Parágrafo segundo. La Superintendencia Nacional de Valores, de oficio o a 
solicitud de la junta directiva de la bolsa de valores, podrá suspender la 
cotización a cancelar en la inscripción de determinados valores en los siguientes 
casos: 

1. Cuando la empresa no presente en los plazos establecidos la información 
periódica u ocasional requerida en esta Ley. 

2. Cuando la situación financiera de la empresa así lo requiera. 

3. Cuando se realicen operaciones y estén presentes circunstancias que, a juicio 
de la Superintendencia, sean contrarias al mantenimiento de un mercado 
ordenado y transparente. 

Parágrafo tercero. En el caso de falta grave o de circunstancias que requieran la 
suspensión a que se refiere el presente artículo, la junta directiva de la bolsa de 
valores podrá adoptar temporalmente dicha medida hasta tanto la 
Superintendencia Nacional de Valores confirme o revoque la misma. 

Parágrafo cuarto. Las sociedades que pretendan retirar sus valores de la 
cotización, en una bolsa de valores, deberán obtener la autorización de la 
Superintendencia Nacional de Valores. 
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Obligación de informar 

Artículo 29. Las bolsas de valores estarán obligadas a informar al público a 
través de medios de comunicación masivos acerca de la nulidad, alteración, 
pérdida o transferencia indebida de valores, y los operadores de valores 
autorizados serán responsables conforme a la ley de las operaciones que realicen 
con los mismos, a partir de la publicación de los correspondientes avisos. 

Las bolsas de valores estarán en la obligación de informar a la Superintendencia 
Nacional de Valores las variaciones de precios anormales en los valores 
cotizados en las mismas, con el objeto de que realice la correspondiente 
investigación de acuerdo con lo establecido en el reglamento interno de la 
respectiva bolsa de valores. 

Normas para las reuniones 
de ¡os operadores de valores autorizados 

Artículo 30. Las ruedas de los operadores de valores autorizados deberán 
celebrarse los días hábiles de acuerdo al calendario bancario, durante las horas 
que fije la normativa interna de la bolsa y sólo podrán suspenderse con 
autorización de la Superintendencia Nacional de Valores. Las ruedas serán 
presididas por una persona designada por la junta directiva, la cual tendrá 
amplias facultades para resolver los conflictos que pudieren suscitarse durante la 
rueda, con motivo de las operaciones que en ella se realicen. 

Cualquiera de los operadores de valores autorizados que haya sido parte en el 
conflicto podrá recurrir ante la junta directiva, la cual resolverá la cuestión por 
mayoría de votos. 

Transacciones ilícitas 

Artículo 31. Queda prohibida cualquier práctica ilegítima o dolosa conducente a 
la fijación de precios que alteren el libre juego de la oferta y la demanda. Así 
como cualquier otro mecanismo que directa o indirectamente afecte la 
negociación de los valores autorizados. Las bolsas de valores podrán suspender 
o cancelar el registro del operador de valores autorizados incurso en esa práctica, 
previa comprobación de la infracción a esta disposición y a la respectiva 
autorización de la Superintendencia Nacional de Valores. 

Capítulo n i 
De las cajas d e valores 

- " Concepto y normas 

Artículo 32. Se denominan cajas de valores a las empresas que realicen 
actividades de depósito, custodia, transferencia, compensación y liquidación de 
valores, y su constitución requerirá la autorización de la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

Los procesos de transferencia, compensación y liquidación de valores no podrán 
exceder dos días hábiles. 

Parágrafo primero. La Superintendencia Nacional de Valores dictará las 
normas relativas a la autorización y funcionamiento de las cajas de valeres, sin 
peijuicio de lo establecido por la Ley de Cajas de Valores. 

Parágrafo segundo. La transferencia de valores objeto de oferta pública, 
inscritos en una bolsa de valores, que deban realizarse en las cajas de valores, 
sólo se efectuará cuando sean consecuencia de operaciones de bolsa. 

Parágrafo tercero. La República creará un sistema de custodia pública de 
valores, que estará exceptuada de las obligaciones instituidas en esta Ley y se 
regirá por las normas especiales que la Superintendencia Nacional de Valores 
dicte al respecto, previa opinión vinculante del Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional. 

Traspaso de valores 

Artículo 33. Las sociedades emisoras deberán realizar la cesión de valores en los 
libros o registros correspondientes, a través de los agentes de traspaso que son 
las sociedades constituidas para tal fin y que requieren para su actuación la 
autorización previa de la Superintendencia Nacional de Valores. 

Parágrafo único. La Superintendencia Nacional de Valores dictará las normas 
que regulen la autorización de los agentes de traspaso para realizar las 
transferencias de valores. 

La inscripción de cesión de los valores producirá los mismos efectos que la 
inscripción en los libros de la sociedad. La transmisión de los valores será 
oponible a terceros desde el momento en que se haya practicado el asiento 
contable correspondiente en el agente de traspaso suscrito por el cedente y el 
cesionario. 

Capitulo IV 
De las sociedades calificadoras de riesgos 

Sociedades calificadoras de riesgo 

Articulo 34. Las personas que tengan como objeto la calificación de valores a 
los fines de su oferta pública serán denominadas calificadoras de riesgos. Las 
calificadoras de riesgos requerirán, a los finés de ejercer su actividad, 
autorización de la Superintendencia Nacional de Valores. 

La Superintendencia Nacional de Valores deberá dictar las normas que regulen la 
autorización y funcionamiento de las personas y sociedades que actúen como 
calificadoras de riesgos. 

Capitulo V 
De las sociedades titulizadoras 

Sociedades titulizadoras 

Artículo 35. La Superintendencia Nacional de Valores podrá autorizar la 
creación de sociedades encargadas de la estructuración de emisiones producto de 
la titulización de valores. La Superintendencia Nacional de Valores dictará las 
normas dirigidas a establecer los requisitos de capital pagado, patrimonio y 
condiciones de funcionamiento que deben mantener dichas sociedades. 

TÍTULO VI 
DE LA PARTICIPACIÓN Y DEFENSA CIUDADANA 

Y DE LA PROTECCIÓN A LOS INVERSORES 

Capítulo I 
Participación ciudadana y divulgación de la información 

Consejos de inversores 

Artículo 36. Sin perjuicio del derecho que tiene cualquier ciudadano o 
ciudadana, o grupo de ciudadanos o ciudadanas a ejercer la contraloría social, 
éstos o éstas podrán crear el consejo de inversores, correspondiente a la actividad 
regulada por la presente Ley, dentro del marco de la participación ciudadana y la 
cooperación de las instituciones públicas y privadas al desarrollo de la sociedad, 
con el propósito de salvaguardar los intereses de los inversores y la correcta 
prestación de los servicios del sistema. 

Estos consejos serán organizaciones sin fines de lucro, con sede en Caracas, con 
cobertura a nivel nacional, que tienen por objeto servir de interlocutores entre los 
inversores. 

El consejo de inversores, estará integrado por los o las representantes de los 
consejos comunales u otras formas de organización social, inversores u otras 
agrupaciones sociales o gremiales. Un o una representante del consejo de 
inversores electo o electa por el o la Superintendente Nacional de Valores deberá 
representarlos en cualquier instancia creada por el Órgano Superior del Sistema 
Financiero Nacional, en la cual deban estar representados usuarios del Sistema 
Financiero Nacional. 

Arbitraje 

Articulo 37. Las disputas que pudieran surgir entre los inversores y los emisores, 
intermediarios o cualesquiera otros participantes del mercado, se resolverán por 
el procedimiento de arbitraje que establezca la Superintendencia Nacional de 
Valores en las normas que dicte al efecto. 

A estos efectos, la Superintendencia Nacional de Valores deberá mantener una 
comisión de arbitraje y un registro de profesionales del derecho, a los fines de 
que actúen en los procesos de arbitrajes en que sean requeridos por las partes así 
como por el ente de supervisión. 

Parágrafo único. Los inversores con ingresos menores a las ciento setenta 
Unidades Tributarias (170 U.T.) mensuales, en su declaración del Impuesto 
Sobre la Renta, podrán solicitar un árbitro y un defensor de oficio, cuyos-
honorarios serán cancelados por la Superintendencia Nacional de Valores. 

Los honorarios de los árbitros designados de acuerdo a lo previsto en el presente , 
artículo, no podrán exceder del treinta por ciento (30%) de la suma reclamada 
que será costeada por las partes, salvo que el inversor se encuentre dentro de la 
excepción a que se refiere el anterior párrafo de este parágrafo. 

Disposición de información 

Artículo 38. Las sociedades que hagan oferta pública de valores, deberán tener a 
disposición de los inversores toda la información financiera y legal exigida por la 
Superintendencia Nacional de Valores en la norma que a tal efecto dicte, a fin de 
que puedan formarse un adecuado juicio sobre su inversión. 

Estas sociedades deberán hacer del conocimiento público de manera inmediata 
todo hecho o evento que pueda influir en la cotización de alguno de los valores 
emitidos por ella. Mientras no hubiere sido divulgada dicha información se 
considerar! como privilegiada. 

Se entenderá por información privilegiada, aquella inaccesible o no disponible al 
público de carácter precisa y que, de hacerse pública, influya o pueda influir de 

manera apreciable sobre la cotización de valores. 

No es privilegiada aquella información que podría ser desarrollada por terceros 
de manera independiente o la que es disponible al público de otra forma. 

Normas de contabilidad 

Artículo 39. La contabilidad de las personas reguladas por la Superintendencia 
Nacional de Valores, deberá llevarse conforme a los manuales de contabilidad, 
códigos de cuentas y normas que dicte la Superintendencia Nacional de Valores. 

Los estados financieros e indicadores deberán ser publicados en un diario de 
circulación nacional, dentro de los primeros quince días continuos siguientes a su 
cierre mensual; sin peijuicio de que la Superintendencia Nacional de Valores 
pueda establecer modalidades y plazos de publicación distintas a las establecidas 
en el presente artículo. 
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Capítulo n 
Protección de los accionistas minoritarios 

Política de dividendos 

Articulo 40. Las sociedades que hagan oferta pública de sus acciones deberán 
establecer en sus estatutos sociales su política de dividendos. La asamblea de 
accionistas decidirá los montos, frecuencia y la forma de pago de los dividendos. 

Los administradores o administradoras de estas sociedades, deberán procurar que 
las mismas puedan repartir dividendos a los accionistas y no podrán acordar 
ningún pago a la junta administradora como participación en las utilidades netas < 
obtenidas en cada ejercicio económico que exceda del diez por ciento (10%) de 
las mismas, el cual sólo procederá de haberse acordado también un pago de 
dividendo en efectivo a los accionistas no menor del veinticinco por ciento 
(25%) para ese ejercicio económico, después de apartado el Impuesto Sobre la 
Renta y deducidas las reservas legales. 

Conformación de la junta administradora 

Articulo 41. Las personas jurídicas sometidas a la presente Ley cuyas acciones 
sean objeto de oferta pública, serán dirigidas por una junta administradora 
integrada por lo menos por cinco miembros principales y sus respectivos o 
respectivas suplentes. 

La Superintendencia Nacional de Valores, por normas de aplicación general, 
fijará los criterios para la conformación de la junta administradora, 
representación de los accionistas, participación de los accionistas y elección y 
funciones de sus autoridades. 

Normas para las asambleas de accionistas 

Artículo 42. Las personas sujetas a la presente Ley celebrarán las asambleas 
generales de accionistas ordinarias y extraordinarias conforme a lo previsto en 
las normas de la Superintendencia Nacional de Valores. 

Notificación de cambios patrimoniales 

Artículo 43. Las personas jurídicas sometidas al control de esta Ley, deben 
participar a la Superintendencia Nacional de Valores, con anticipación y en la 
forma que establezcan las normas que ésta dicte, la realización de los siguientes 
actos: 

1. El reintegro, aumento o reducción del capital social. 

2. La enajenación del activo social en los casos y en las formas que determine la 
Superintendencia Nacional de Valores. 

3. El cambio de objeto social. 

4. La transformación o fusión. 

5. Las reformas de los estatutos en las materias expresadas en los ordinales 
anteriores. 

6. Todos aquellos actos que la Superintendencia establezca. 

Capítulo III 
De las sociedades dominadas y dominantes 

Control sobre las sociedades dominadas o dominantes 

Artículo 44. La Superintendencia Nacional de Valores adoptará medidas de 
protección de los inversores sobre las sociedades dominadas o dominantes. Para 
el establecimiento de los criterios de vinculación o dominación, la 
Superintendencia Nacional de Valores considerará lo contemplado en la Ley 
Orgánica de) Sistema Financiero Nacional. 

Parágrafo primero. A los efectos de este artículo, se consideran sociedades 
dominantes aquellas que: 

1. Tengan participación directa o indirecta igual o superior al cincuenta por 
ciento (50%) de su capital social. 

2. Control igual o superior a la tercera parte de los votos de sus órganos de 

dirección o administración. 

3. Control sobre las decisiones de sus órganos de dirección o administración, 
mediante cláusulas contractuales, estatutarias o por cualquier otra modalidad. 

La Superintendencia Nacional de Valores podrá incluir dentro de esta categoría 
de sociedades, a cualquier empresa, aún sin configurarse los supuestos señalados 
en los numerales anteriores, cuando exista entre alguna o algunas de las 
instituciones regidas por esta Ley y otras empresas, influencia significativa o 
control. 

Capítulo IV 
De las acciones en tesorería y las participaciones recíprocas 

De las acciones en tesorería 

Artículo 45. Las sociedades cuyos valores estén inscritos en el Registro 
Nacional de Valores, sólo podrán adquirir a título oneroso sus propias acciones o 
las emitidas por su sociedad dominante, u otros valores que confieran derechos 
sobre las mismas, cuando se cumplan las condiciones siguientes: 

1. Que la adquisición sea previamente autorizada por las asambleas de 
accionistas de la sociedad adquirente. 

2. Que las acciones estén totalmente pagadas. 

3. Que el monto de la adquisición no exceda del monto de los apartados de 
utilidades no afectados por la ley o por los estatutos de la sociedad 
adquirente, según los estados financieros consolidados de la sociedad 
dominante. 

4. Que el valor nominal de las acciones adquiridas, sumado al valor de las que 
ya posea la sociedad dominaste y sus sociedades dominadas, no exceda del 
quince por ciento (15%) del capital pagado, representado en acciones 
comunes emitidas por la sociedad dominante. 

5. Que la adquisición se efectúe a través de una bolsa de valores. 

Las anteriores limitaciones serán aplicables aunque la adquisición se haga a 
través de personas interpuestas o sociedades fiduciarias. 

La Superintendencia Nacional de Valores establecerá mediante normas de 
carácter general, restricciones o limitaciones para la adquisición de acciones 
emitidas por sociedades cuyos valores se encuentren inscritos en el Registro 
Nacional de Valores, por pai te de sociedades filiales o relacionadas con las 
mismas. 
La adquisición de acciones en contravención a lo dispuesto en el presente 
articulo o a las normas que a tales efectos dicte la Superintendencia Nacional de 
Valores, será nula y los administradores o administradoras serán responsables 
por los daños y perjuicios que hubieren causado. 

Participaciones accionarias reciprocas 

Artículo 46. Se entenderá por participaciones accionarias recíprocas a los 
efectos de esta Ley, aquella en la cual una sociedad mantiene un porcentaje 
accionario en otra sociedad y, a su vez, la segunda es propietaria de un 
porcentaje de acciones de la primera. Cuando se trate de sociedades reguladas 
por la presente Ley, las participaciones accionarias recíprocas no excederán el 
quince por ciento (15%) del capital social de cualquiera de las sociedades 
participantes. 

Serán nulas las adquisiciones de acciones efectuadas en contravención a lo 
dispuesto en este artículo, aún cuando fuesen realizadas por sociedades no 
sometidas al control de la presente Ley. En tal supuesto, los administradores o 
administradoras de la sociedad adquirente serán responsables por los daños y 
perjuicios que hubiesen riuvartn 

Parágrafo único. Lo previno en este artículo no se aplicará en cuanto respecta a 
la participación accionaria de n a sociedad dominante en su sociedad dominada. 

TÍTULO VII 
D E LAS SANCIONES 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Ambito de aplicación 

Artículo 47. Están sujetos al presente régimen sancionatorio, los funcionarios y 
funcionarías de la Superintendencia Nacional de Valores, así como las personas 
naturales y jurídicas que integran el mercado de valores identificadas en el 
artículo 19 de la presente Ley. 

Facultades sancionatorias 

Artículo 48. La Superintendencia Nacional de Valores, tiene la facultad de 
sancionar administrativamente a quienes transgredan las obligaciones 
determinadas en la presente Ley. 

Las. sanciones administrativas a que se refiere este artículo, serán impuestas 
mediante resolución motivada d e acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 
de Procedimientos Administrativos, debiendo tomarse en cuenta las 
circunstancias agravantes o atenuantes, tales como la gravedad de la falta, la 
reincidencia y el grado de responsabilidad del infractor o infractora. 

Cuando se constate la ooncnnencia de diferentes hechos que constituyan 
infracciones conforme a la ley, se aplicará la sanción correspondiente al hecho 
más grave, aumentada a la mdad-

Acciones penales y civiles 

Articulo 49. Las sanciones indicadas en esta Ley se aplicarán sin menoscabo de 
las acciones penales y civiles a que hubiere lugar, así como solicitar la 
indemnización por daños y pa ju ic ios que pudieran determinarse y por abuso, 
falta, dolo, negligencia, impericia o imprudencia. 

Las sanciones establecidas ca l a presente Ley serán impuestas y liquidadas por la 
Superintendencia Nacional d e Valores, de acuerdo con el procedimiento 
establecido. 

La Superintendencia Nacional d e Valores, aplicará y liquidará las sanciones 
administrativas a las que huhíc*e lugar de conformidad con la presente Ley. 

La falta de pago de las mwlryi impuestas por la Superintendencia Nacional de 
Valores, acarreará el cobro d e intereses de mora calculados con base en la tasa de 
interés de mora para obligaciones tributarias fijada por el Banco Central de 
Venezuela. 

Capítulo II 
De las sanciones administrativas 

Sanciones a las personas naturales y jurídicas 

Articulo 50. Sin peijuicio de fas decisiones que pudieren adoptarse a los fines de 
salvaguardar los intereses de k s inversores y de las responsabilidades civiles y 
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penales en que pudieren incurrir, serán sancionadas a » multas de cinco mil 
Unidades Tributarias (5.000 U.T.) a diez mil Unidades Tribütarias (10.000 U.T.): 

1. Las personas que hicieren oferta pública de venta o de adquisición de valores, 
sin haber obtenido las autorizaciones y cumplido con lo dispuesto en la 
presente Ley y las normas, dictadas por la Superintendencia Nacional de 
Valores. 

2. Quienes habiendo sido autorizados para ofrecer valores, realizaren la oferta 
pública de los mismos mediante prospectos o sistemas de publicidad no 
aprobados por la Superintendencia Nacional de Valores. 

3. Las personas que habiendo sido autorizados para hacer oferta pública de 
valores, no presentaren la información periódica u ocasional requerida por las 
normas que al efecto haya dictado la Superintendencia Nacional de Valores. 

4. Las personas que directa o indirectamente intervengan o participen en las 
actividades y procesos regulados por esta Ley y las normas dictadas por la 
Superintendencia Nacional de Valores, con valores cuya oferta pública no 
haya sido autorizada por la Superintendencia y no se encuentre regulada por 
una ley especial. 

5. Las personas que directa o indirectamente participaren en procesos de oferta 
pública de adquisición o de venta de valores a sabiendas de que la 
Superintendencia Nacional de Valores ha suspendido o cancelado la 
autorización para hacer oferta pública. 

6. Las sociedades que no cumplieren con la normativa relativa a las acciones en 
tesorería y participaciones recíprocas. 

7. Las sociedades sometidas al control de la Superintendencia Nacional de 
Valores que presentaren información que no cumpla con las normas dictadas 
al efecto por la Superintendencia. 

8. Los administradores o administradoras, los contadores o contadoras y 
comisarios o comisarias de sociedades sometidas al control de la 
Superintendencia Nacional de Valores, que hubieren presentado datos o 
información falsa o en contravención a las normas dictadas por la 
Superintendencia Nacional de Valores. 

9. Los administradores o administradoras que incumplan con las obligaciones 
que les impone la presente Ley. 

10.Las personas que se encuentren registradas en nna bolsa de valores y que no 
envíen a ésta la información que le sea requerida en virtud de lo dispuesto en 
esta Ley, cuando así lo solicite la respectiva bolsa de valores. 

11.Las personas que ejerzan las actividades a las que se refiere la presente Ley y 
las normas dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores sin haber 
obtenido las correspondientes autorizaciones. 

12.Las personas que habiendo sido autorizadas para realizar las actividades a que 
se refiere la presente Ley, lo hagan sin cumplir con sus disposiciones y las 
normas dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores. 

13.Las personas que teniendo conflictos de intereses, actúen causando daño a las 
personas que han invertido en valores a los que se refiere la presente Ley. 

14.Quienes suministren o divulguen información falsa, capaz de alterar el precio 
de valores existentes en el mercado de valores. 

15.Los o las representantes comunes de los tenedores de valores que incumplan 
sus obligaciones. 

ló.Los operadores de valores autorizados que incumplan las operaciones 
pactadas entre ellos o con sus clientes, en los lapsos establecidos en las 
mismas. 

17.Las bolsas de valores que incumplan la normativa dirigida a regular su 
funcionamiento y las operaciones que en ellas se realizan. 

18.Las calificadoras de riesgos que no cumplan con las normas que las regula. 

19.Los agentes de traspasos que incumplan la normativa que los regula. 

20.Las cajas de valores que no mantengan en vigencia las pólizas de seguros ni 
el capital social requerido, de acuerdo a la Ley de Caja de Valores. 

21.Las personas reguladas por la Ley de Entidades de Inversión Colectiva que 
incumplan las obligaciones que les impone esa ley, la presente Ley y las 
normas dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores. 

22. Los operadores de valores autorizados, que no solicitaren las autorizaciones 
de sus clientes para realizar con éstos operaciones en nombre y por cuenta 
propia. 

23.Los operadores de valores autorizados que no suministren a tiempo la 
información requerida por la Superintendencia Nacional de Valores. 

La reincidencia en las infracciones objeto de multa en más de tres oportunidades, 
dará lugar a la revocatoria de la autorización pata operar en el ejercicio de las 
actividades reguladas por la presente Ley. 

Este régimen sancionatorio también aplicará a quienes sin estar autorizados para 
ello utilicen en cualquier forma en su razón social, firma comercial o título, 
cualesquiera de las denominaciones relativas a personas o Instituciones a que se 
refiere esta Ley, sinónimos, expresiones análogas o abreviaturas. 

Capitulo III 
De las sanciones penales 

Sanciones penales generales 

Artículo 51. Serán castigados o castigadas con prisión de dos a seis años: 

1. Los administradores o administradoras, funcionarios o funcionarías de las -
sociedades o entidades de inversión colectiva que, con motivo de la 
negociación de valores en oferta pública, suministren informaciones falsas 
sobre las operaciones, simulen operaciones, realicen operaciones 
especulativas o distorsionen la situación financiera de la sociedad, afectando 
la valoración de la inversión. 

2. Los contadores públicos o contadoras públicas -en ejercicio independiente de 
la profesión, que dictaminen falsamente sobre la situación financiera y 
actividades de la sociedad o entidad de inversión colectiva. 

3. Los miembros de la junta calificadora de una sociedad calificadora de riesgo 
que, para obtener algún provecho o utilidad, para sí o para otras personas, 
hayan emitido la calificación de un valor para manipular el mercado. 

4. Cualquiera que hubiere suministrado datos falsos a la Superintendencia 
Nacion&l de Valores, a fin de lograr las autorizaciones requeridas para 
realizar oferta pública de valores, o con el propósito de evitar la suspensión o 
cancelación del respectivo registro. 

5. Los miembros de la junta directiva, consejeros o consejeras, administradores 
o administradoras, gerentes, funcionarios o funcionarías, empleados o 
empleadas, comisarios o comisarias, auditores o auditores y apoderados o 
apoderadas de los agentes de traspasos, de las cajas de valores o de las casas 
de corretaje, que emitan certificados falsos sobre las operaciones en que 
intervengan o sobre acciones que deban tener a su disposición. 

6. Los administradores o administradoras y demás funcionarios o funcionarías 
de las bolsas de valores, entidades de inversión colectiva y demás sociedades 
que certifiquen operaciones falsas o inexistentes como realizadas en su seno. 

7. Quienes realicen operaciones ficticias con el objeto de hacer variar 
artificialmente el precio de los valores. 

8. Las personas naturales o los y las representantes de personas jurídicas que 
hicieren cualquiera de las actividades reguladas por la presente Ley, sin haber 
obtenido las autorizaciones correspondientes de la Superintendencia Nacional 
de Valores. 

9. Quienes actuando como operadores de valores autorizados o en nombre de 
éstos, se apropien en su beneficio o de otro de los fondos o valores recibidos 
de sus clientes, aplicándolos a fines distintos a los contratados por éstos. 

10.Los operadores de valores autorizados que registren operaciones simuladas, 
celebren operaciones sin transferencia de valores, operaciones especulativas o 
realicen actividades de operadores de valores autorizados sin autorización de 
la Superintendencia Nacional de Valores. En el caso de las personas jurídicas, 
la sanción penal será impuesta a aquellas personas naturales que actúen 
dentro de ellas como sus administradores o administradoras. 

Sanciones penales por el uso de información privilegiada 

Articulo 52. Quienes en el ejercicio de su profesión, trabajo o funciones, hayan 
tenido acceso a información privilegiada, definida en el artículo 38 de la presente 
Ley, y la utilice realizando cualquier actividad referida al mercado de valores, 
obteniendo en consecuencia beneficio económico para sí o para un tercero, serán 
castigados o castigadas: 

1. Con prisión de tres meses a dos años; 

2. Con multa, que de acuerdo a la gravedad del hecho oscilará entre diez mil 
Unidades Tributarias (10.000 U.T.) y cien mil Unidades Tributarias 
(100.000 U.T.); y 

3. Con inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades reguladas 
por esta Ley, durante el lapso de cinco hasta diez años. 

Con las mismas penas se castigará a quien, en connivencia con alguna de las 
personas mencionadas en el encabezado de este artículo, realice cualquier 
operación bursátil utilizando información privilegiada. 

Declaración falsa ante la Superintendencia Nacional de Valores 

Articulo 53. Las personas que en el curso de una averiguación administrativa 
rindan declaraciones falsas ante la Superintendencia Nacional de Valores 
incurrirán en la misma responsabilidad del que lo hiciere ante los tribunales de 
justicia. 

Declaración ante la Superintendencia Nacional de Valores 

Artículo 54. Quienes habiendo sido citados o citadas para rendir declaraciones 
en una averiguación administrativa abierta por la Superintendencia Nacional de 
Valores, no comparecieren o habiéndolo hecho se negaren a dar sus 

declaraciones, serán sancionados o sancionadas de conformidad con lo 
establecido en el artículo 239 del Código Penal. 

Colaboración con las actividades de supervisión 

Articulo 55. Toda persona que obstaculizare, se negare u opusiere resistencia a 
la actuación inspectora de la Superintendencia Nacional de Valores, siempre que 
medie requerimiento expreso y por escrito al respecto, será castigada con arresto 
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de cuarenta y cinco días y con multa de diez mil .Unidades Tributarías 
(10.000 U.T.) a cien mil Unidades Tributarias (100.000 U.T.). 

Con igual pena serán castigados o castigadas quienes desacaten las suspensiones 
temporales de su actividad profesional por parte de la Superintendencia Nacional 
de Valores, 

Remisión al Ministerio Público 

Articulo 56. La Superintendencia Nacional de Valores, una vez realizada la 
investigación correspondiente y si encontrase que los hechos materia de la 
misma revisten carácter penal, remitirá los recaudos a las autoridades penales 
competentes a los efectos de incoar la acción penal. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

Única. La Comisión Nacional de Valores se transforma en la Superintendencia 
Nacipnal de Valores y ésta adecuará su estructura y organización para el 
cumplimiento de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días prorrogable, por 
una sola vez por el mismo lapso, a partir de la entrada en vigencia de la presente 
Ley. Todos los procesos, procedimientos y obligaciones de la Comisión 
Nacional de Valores serán continuados y concluidos por la Superintendencia 
Nacional de Valores. 

Los corredores públicos de valores pasarán temporalmente a ser operadores de 
valores autorizados y en un lapso de noventa días prorrogables, por una sola vez 
por él mismo lapso, a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, 
solicitarán a la Superintendencia Nacional de Valores la autorización para actuar 
de manera definitiva como operador de valores autorizados, para lo cual deberán 
cumplir con los requisitos que establezca la Superintendencia Nacional de 
Valores. Los corredores públicos de valores y los operadores de valores 
autorizados por esta Ley, que en su cartera posean títulos de la deuda pública 
nacional, tendrán ciento ochenta días continuos a partir de la entrada en vigencia 
de la presente Ley, para desincorporarlos de su cartera de inversiones, siguiendo 
el procedimiento establecido por la Superintendencia Nacional de Valores. 

En todo lo no previsto especialmente en esta Ley, su Reglamento o normas 
dictadas por la Superintendencia Nacional de Valores, se observarán las 
disposiciones de la ley que regule la materia mercantil, la Ley de Cajas de 
Valores y la Ley de Entidades de Inversión Colectiva. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única. Se derogan el capítulo V, secciones primera y segunda de la Ley de Cajas 
de Valores y el Título VI, capítulos I y II de la Ley de Entidades de Inversión 
Colectiva referidos a las sanciones administrativas y penales, respectivamente; y 
la Ley de Mercado de Capitales, dictada por el Congreso de la República de 
Venezuela, publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela 
N° 36.565 Extraordinario, de fecha 22 de octubre de 1998. 

DISPOSICIÓN FINAL 

Única. La presente Ley entrará en vigencia a partir, de su publicación en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea 
Nacional, en Caracas, a los doce días del mes de agosto de dos mil diez. 
Año 200° de la Independencia y 151° de la Federación. 

Promulgación de la Ley de Mercado de Valores, de Conformidad 
con lo previsto en el artículo 213 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela. 

Palacio de Mirafiores, en Caracas, a los diecisiete días del mes de 
agosto de dos rnil diez. Años 200° de la Independencia, 151° de 
la Federación y 11° de la Revolución Bolivariana. 

Cúmplase, 
(L.S.) .. 

HUGO CHAVEZ FRIAS 

Refrendado 
El Vicepresidente Ejecutivo 
(L.S.) 

ELIAS JAUA MILANO 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular del 
Despacho de la Presidencia 
(L.S.) 

MARIA ISABELLA GODOY PENA 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para Relaciones Interiores y Justicia 
(L.S.) 

TARECK EL AISSAMI 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
Relaciones Exteriores 
(L.S.) 

NICOLAS MADURO MOROS 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
de Planificación y Finanzas 
(L.S.) 

JORGE GIORDANI 

Refrendado -
El Ministro del Poder Popular 
para la Defensa 
(L.S.) 

CARLOS JOSE MATA HGUEROA 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
el Comercio 
(L.S.) 

RICHARD SAMUEL CANAN 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
las Industrias Básicas y Minería 
(L.S.) 

JOSE SALAMAT KHAN FERNANDEZ 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
el Turismo 
(LS.) 

ALEJANDRO ANTONIO FLEMING CABRERA 

Refrendado 
El' Ministro del Poder Popular para 
ia Agricultura y Tierras 
(L.S.) 

JUAN CARLOS LOYO HERNANDEZ 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
la Educación Universitaria 
(L.S.) 

EDGARDO RAMIREZ 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Educación 
(L.S.) 

JENNIFER JOSEFINA GIL LAYA 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Salud 
(LS.) 

EUGENIA SADER CASTELLANOS 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
el Trabajo y Seguridad Social 
(L.S.) 

MARIA CRISTINA IGLESIAS 

Refrendado 
Él Ministro del Poder Popular para 
Transporte y Comunicaciones 
(L.S.) 

FRANCISCO JOSE GARCES DA SILVA 
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Refrendado 
0 Ministro del Poder Popular para 
Vivienda y Hábitat 
(LS.) 

RICARDO ANTONIO MOLINA PENALOZA 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Energía y Petróleo 
(LS.) 

RAFAEL DARIO RAMIREZ CARRENO 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
el Ambiente 
(LS.) 

ALEJANDRO HITCHER MARVALDI 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
para Oenda, Tecnología e Industrias Intermedias 
(LS.) 

RICARDO JOSE MENENDEZ PRIETO 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Comunicación y la Información 
(LS.) 

MAURICIO EDUARDO RODRIGUEZ GELFENSTON 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
las Comunas y Protección Sodal 
(LS.) 

ISIS OCHOA CAÑIZALEZ 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Alimentación 
(LS.) 

CARLOS OSORIO ZAMBRANO 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Cultura 
(LS.) 

FRANCISCO DE ASIS SESTO NOVAS 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
el Deporte 
(LS.) -

HECTOR RODRIGUEZ CASTRO 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
los Pueblos Indígenas 
(LS.) 

NICIA MALDONADO MALDONADO 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular 
para la Mujer y la Igualdad de Género 
(LS.) 

NANCY PEREZ SIERRA 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
para Energía Eléctrica 
(LS.) 

AU RODRIGUEZ ARAQUE 

Refrendado 
B Ministro de Estado para 
la Banca Pública 
(LS.) 

HUMBERTO RAFAEL ORTEGA DIAZ 

LA ASAMBLEA NACIONAL 
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

¥n uso de svis atribuciones, y en concordancia con lo establecido en el artículo 4o 

de la Ley de Publicaciones Oficiales, reimprímase en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela la LEY ORGÁNICA DE DROGAS, 
sancionada en sesión del día 18 de agosto de 2010 y publicada en la Gaceta 
Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.535 de fecha 21 de 
octubre de 2010, por incurrirse en el siguiente error material: 

EN EL ARTÍCULO 3. 

DONDE SE LEE: 

26.Sustancia química controlada. Toda sustancia química contenida en las 
listas I y II del anexo I de esta Ley; las mezclas licitas utilizables en la 
producción, fabricación, preparación o extracción ilícita de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas; así como aquellas indicadas mediante resolución por 
el Ministerio del Poder Popular competente, que deban someterse al régimen 
de control y fiscalización establecido en esta Ley. 

ANEXO I 

LISTA I LISTA II 

Ácido N-acetilantranilico Acetona 

Ácido Lisérgico Ácido antranílico 

Efedrina Ácido clorhídrico 

Ergometrina Ácido fenilacético 

Ergotamina Ácido Sulfúrico 

l-Fenil-2-Propanona Éter etílico 

Isosafrol Metiletilcetona 

3,4-Metilendioxifenil-2-Propanona Piperidina 

Piperonal Tolueno 

Safrol Amoniaco Anhídrido 

Seudoefedrina Amoníaco en disolución acuosa 

Norefedrina Carbonato de sodio 

Senilpropanolamina Hidrogenocarbonato (bicarbonato) de 
sodio 

Perganmanato de potasio Sesquicarbonato de sodio 
4-metilpentán-2-ona 

Anhídrido acético (metilisobutilcetona) Acetato de etilo 

Las sales de las sustancias enumeradas en las presentes listas, siempre que la 
existencia de dichas sales sea posible. 

DEBE DECIR: 

26.Sustancia química controlada. Toda sustancia química contenida en las 
listas I y II del anexo I de esta Ley; las mezclas lícitas incluidas en los 
convenios, tratados internacionales y ratificados por la República, utilizables 
en la producción, fabricación, preparación o extracción ilícita de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas; así como aquellas indicadas 
mediante resolución por el Ministerio del Poder Popular competente, que 
deban someterse al régimen de control y fiscalización establecido en esta Ley. 

ANEXOI 

LISTA I LISTA II 

Ácido N-acetilantranílico Acetona 

Ácido Lisérgico Ácido antranílico 

Efedrina Ácido clorhídrico 

Ergometrina Ácido fenilacético 

Ergotamina Ácido Sulfúrico 

l-Fenil-2-Propanona Éter etílico 

Isosafrol Metiletilcetona 

3,4-Metilendioxifenil-2-Propanona Piperidina 

Piperonal Tolueno 

Safrol Amoníaco Anhidro 

Seudoefedrina Amoníaco en disolución acuosa 

Norefedrina (fenil propanolamina) Carbonato de sodio 

Permanganato de potasio Hidrogenocarbonato (bicarbonato) 
de sodio 

Anhídrido acético Sesquicarbonato de sodio 

4-metilpentan- 2 ona 
(metilisobutilcetona) 

Acetato de etilo 

Las sales de las sustancias enumeradas en las presentes listas, siempre que la 
existencia de dichas sales sea posible. 
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DC^NDE SE LEE: 

Seguimiento 

Artículo 134. El seguimiento es el proceso que consiste en supervisar y evaluar 
a la persona rehabilitada para evitar posibles recaídas en el consumo de las 
sustancias a las que hace referencia el Capítulo II del Titulo IV de esta Ley y 
encomendar a la persona consumidora a uno o más especialistas para orientar su 
conducta y reinserción social, para prevenir la posible recaída en el consumo. 
Este seguimiento implica control periódico mediante exámenes toxicológicos 
ordenados y evaluados por médicos o médicas forenses y realizado por expertos 
especializados o expertas especializadas en la materia. 

DEBE DECIR: 

Seguimiento 

Articulo 134. El seguimiento es el proceso que consiste en supervisar y evaluar 
a la persona rehabilitada para evitar posibles recaídas en el consumo de las 
sustancias a las que hace referencia el Capítulo I del Título V de esta Ley y 
encomendar a la persona consumidora a uno o más especialistas para orientar su 
conducta y reinserción social, para prevenir la posible recaída en el consumo. 
Este seguimiento implica control periódico mediante exámenes toxicológicos 
ordenados y evaluados por médicos o médicas forenses y realizado por expertos 
especializados o expertas especializadas en la materia. 

EN LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

DONDE SE LEE: 

Cuarta. Dentro de un plazo no mayor de un año, contado a partir de la 
publicación de la presente Ley en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela, el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
industrias intermedias, hará efectiva la instalación y funcionamiento del Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas 

DEBE DECIR: 

Cuarta . Dentro de un plazo no mayor de un año, contado a partir de la 
publicación de la presente Ley en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela, el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
industrias intermedias, hará efectiva la instalación y funcionamiento del Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, mientras 
tanto, se seguirán aplicando los controles vigentes relacionados al control y 
fiscalización de las sustancias químicas controladas. 

Acto legislativo realizado en el Palacio Federal Legislativo, sede de la Asamblea 
Nacional, en Caracas, a los cinco días del mes de noviembre de dos mil diez. 
Año 200° de la Independencia y 151° de la Federación. 

JJERRERO 
ea Nacional 

ASAMBLEA NACIONAL 
DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENZUELA 

Decreta 

la siguiente, 

LEY ORGÁNICA DE DROGAS 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Objeto 

Artículo 1. Esta Ley tiene por objeto establecer los mecanismos y medidas de 
control, vigilancia y fiscalización en el territorio nacional, a que serán sometidos 
los estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como las sustancias químicas, 
precursoras y esenciales, susceptibles de ser desviadas a la fabricación ilícita de 
drogas; determinar los delitos y penas relacionados con el tráfico ilícito de 
drogas, asimismo, las infracciones administrativas pertinentes y sus 
correspondientes sanciones; identificar y determinar la naturaleza del órgano 
rector en materia de lucha contra el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas; 
regular lo atinente a las medidas de seguridad social aplicables a la persona 
consumidora, por el consumo indebido de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas; y regular lo atinente a la prevención integral del consumo de 
drogas y la prevención del tráfico'ilícito de las mismas. 

Ámbito de aplicación 

Articulo 2. Las disposiciones de control, vigilancia y fiscalización, contenidas 
en la presente Ley, deben aplicarse al conjunto de sustancias incorporadas en las 
listas y anexos de los convenios y tratados suscritos y ratificados por la 
República contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; 
asimismo a aquellos otros estupefacientes, sustancias psicotrópicas, sales, 
preparaciones, especialidades farmacéuticas, materias primas, sustancias 
químicas, precursores y esenciales, y otras que determinen los ministerios del 
Poder Popular con competencia en materia de salud y de industrias intermedias. 

Se dará especial atención a la aplicación de las medidas de seguridad social y el 
procedimiento de consumo previstos en esta Ley, a la persona consumidora de 

estupefacientes y sustancias psicotrópicas, siempre que posea dichas sustancias 
en dosis personal para su consumo. 

Los aportes y contribuciones especiales establecidos en esta Ley, comportan el 
compromiso de los sujetos pasivos de estas obligaciones de coadyuvar en los 
planes del Estado en materia de prevención integral y prevención del tráfico 
ilícito de drogas. Las penas y procesos indicados en esta Ley, serán de aplicación 
preferente a cualquier otra normativa penal vigente. 

Definiciones 

Articulo 3. A los efectos de la interpretación de esta Ley, se entenderá por: 

1. Almacenamiento ilícito. Guardar en depósito sustancias químicas 
controladas previstas en esta Ley, cuando se verifique cualesquiera de las 
siguientes circunstancias: 

a. Excedan del cupo otorgado al operador debidamente autorizado por la 
autoridad competente. 

b. Cuando se trate de sustancias químicas controladas no expresadas en la 
licencia otorgada al operador por la autoridad competente. 

c. Cuando se coloquen sustancias químicas controladas en sedes, 
establecimientos, agencias o sucursales no declaradas a la autoridad 
competente. 

d. Cuando la persona natural o jurídica, registrada o no ante la autoridad 
competente, carece de la licencia o autorización vigente para el uso de este 
tipo de sustancias. 

2. Aseguramiento preventivo o incautación. Se entiende la prohibición 
temporal de transferir, convertir, enajenar o movilizar bienes, o la custodia o 
control temporal de bienes, por mandato de un tribunal o autoridad 
competente. 

3. Bienes Abandonados. Son aquellos cuyo propietario o quien posea legítimo 
interés no los haya reclamado dentro de los plazos a que se refiere la presente 
Ley. 

4. Centinela. Se entiende los militares que integran la guardia de prevención: 
soldados para el servicio de centinela, oficial o suboficial al mando, oficial de 
día, el comandante de la guardia de prevención, sargento de guardia, 
ordenanza de guardia y el bando de guardia, así como las patrullas y ronda 
mayor, además de los encargados del servicio de comunicaciones militares, 
las imaginarias o cuarteleros dentro del buque, cuarteles o establecimientos 
militares y las estafetas o conductores de órdenes y demás comunicaciones 
militares. 

5. Confiscación. Es una pena accesoria, qué consiste en la privación de la 
propiedad con carácter definitivo de algún bien, por decisión de un tribunal 
penal. 

6. Consorcio. Son agrupaciones empresariales constituidas por personas 
jurídicas que tengan por objeto realizar una actividad económica específica en 
forma mancomunada. 

7. Consumo. Es el acto mediante el cual la persona introduce a su cuerpo 
drogas por cualquier medio, produciendo respuestas fisiológicas, 
conductuales o cognitivas modificadas por los efectos de aquélla. 

8. Control de sustancias químicas. Medidas implementadas para la vigilancia 
de las transacciones comerciales en las que se encuentran involucradas las 
sustancias químicas susceptibles de desvío con fines de fabricación ilícita de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

9. Decomiso. Es la privación definitiva del derecho de propiedad sobre 
cualquier bien que haya sido abandonado, en los términos previstos en esta 
Ley, decretada por un juez o jueza de control a favor del Estado. 

10.Desvío. Acto de desviar o transferir sustancias químicas controladas de sus 
usos propuestos y lícitos a fines ilícitos. 

11.Droga/ Toda sustancia que introducida en el organismo por cualquier vía de 
administración pueda alterar de algún modo el sistema nervioso central del 
individuo y es además susceptible de crear dependencia. 

12.Estupefacientes. Se entiende cualesquiera de las sustancias, naturales o 
sintéticas, que figuran en la lista I o la lista II de la Convención Única de 
1961, Sobre Estupefacientes, Enmendada por el Protocolo de 1972. 

13.Fabricación. A los efectos de esta Ley, se entenderá como todos los 
procesos, incluida la producción y la refinación, a través de los cuales se 
pueden obtener estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como la 
transformación de estas sustancias en otros estupefacientes y psicotrópicos. 

14.Ganancia o utilidad en operaciones del ejercicio. A los efectos de esta Ley, 
se entenderá como ganancia o utilidad en operaciones, el monto que resulte 
de restar la utilidad bruta del ejercicio económico menos los gastos 
operacionales, de conformidad con los principios de contabilidad 
generalmente aceptados en la República. 

15.1ndustrias FarmacopóBcas. Es el sector empresarial dedicado a la 
fabricación y comercialización de medicamentos o especialidades 
farmacéuticas que contienen las sustancias a las que se refiere esta Ley. 
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ló.Insumos químicos. Es toda sustancia o producto químico susceptible de ser 
empleado en el proceso de extracción, síntesis, cristalización o purificación 
para la obtención de estupefacientes o sustancias psicotrópicas. Estos insumos 
pueden ser ácidos, bases, solventes, catalizadores, oxidantes o reactivos. 

17. Investigador científico o investigadora científica. Es aquel o aquella 
profesional dedicado o dedicada al estudio de las propiedades de las semillas, 
resinas o plantas que contengan o reproduzcan cualesquiera de las sustancias 
a que se refiere esta Ley y se encuentre debidamente autorizado o autorizada 
por la autoridad competente. 

18.0cultación. Toda acción vinculada a ocultar y simular la posesión ¡lícita de 
las sustancias a las que hace referencia esta Ley. 

19-Operador de sustancias químicas. Toda persona natural o jurídica, 
debidamente autorizada por el Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, que se dedique a cualquier operación con 
estas sustancias. 

20-Persona consumidora. Cualquier persona que consuma por vía oral, nasal, 
intravenosa o cualesquiera otras, las sustancias controladas en esta Ley, sus 
sales, mezclas o especialidades farmacéuticas, con fines distintos a la terapia 
médica debidamente indicada por un facultativo, de conformidad con todas 
las disposiciones contenidas en esta Ley para el control de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, con el objeto de experimentar sus efectos psíquicos 
o físicos, o para evitar la ansiedad producida por la falta de su consumo. 

21.Precursor químico. Sustancia química empleada en la elaboración de 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, cuya estructura molecular se 
incorpora parcial o totalmente al producto final, por lo que son 
imprescindibles para la síntesis de la droga. 

22.Prevención integral. Conjunto de procesos dirigidos a promover el 
desarrollo integral del ser humano, la familia y la comunidad, a través de la 
disminución de los factores de riesgo y el fortalecimieqto de los factores de 
protección. 

23.Prevención del tráfico ilícito. Conjunto de acciones y medidas dirigidas a 
evitar que los sujetos y organizaciones dedicadas al tráfico ilícito de drogas, 
burlen o vulneren los controles establecidos para detectar y combatir el tráfico 
ilícito de estas sustancias. 

24.Quimicos esenciales. Sustancias químicas en cualquier estado físico que se 
emplean en la elaboración de estupefacientes o sustancias psicotrópicas y que 
resultan difíciles de sustituir por sus propiedades o por la función que 
cumplen dentro del proceso. Se diferencian de los precursores químicos en 
que no incorporan su estructura molecular en el producto final. 

2S.Sustancias químicas. Químicos esenciales, insumos, productos químicos o 
precursores que la industria ilícita del tráfico de drogas necesita emplear en el 
proceso de fabricación para producir dichas sustancias. 

26.Sustancia química controlada. Toda sustancia química contenida en las 
listas I y II del anexo I de esta Ley; las mezclas lícitas incluidas en los 
convenios, tratados internacionales y ratificados por la República, utilizables 
en la producción, fabricación, preparación o extracción ilícita de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas; así como aquellas indicadas 
mediante resolución por el Ministerio del Poder Popular competente, que 
deban someterse al régimen de control y fiscalización establecido en esta Ley. 

ANEXO I 

LISTA I LISTA II 

Acido N-acetilantranilico Acetona 

Acido Lisérgico Ácido antranílico 

Efedrina Acido clorhídrico 

• Ergometrina Acido fenilacético 

Ergotamina Ácido Sulfúrico 

l-Fenil-2-Propanona Éter etílico 

Isosafrol Metiletilcetona 

3,4-Metilendioxifenil-2-Propanona Piperidina 

Piperonal Tolueno 

Safrol Amoníaco Anhidro 

Seudoefedrina Amoníaco en disolución acuosa 

Norefedrina (fenil propanolamina) Carbonato de sodio 

Permanganato de potasio 
Hidrogenocarbonato (bicarbonato) 

de sodio 

Anhídrido acético Sesquicarbonato de sodio 

4-metilpentan- 2 ona 
(metilisobutilcetona) 

Acetato de etilo 

Las sales de las sustancias enumeradas en las presentes listas, siempre que la 
existencia de dichas sales sea posible. 

27.Trífico ilícito de drogas. Consiste en la producción, fabricación, extracción, 
preparación, oferta, distribución, venta, entrega en cualesquiera condiciones, 
el corretaje, envío, transporte, importación o exportación ilícita de cualquier 
estupefaciente o sustancia psicotrópica; la posesión o adquisición de cualquier 
estupefaciente o sustancia psicotrópica con objeto de realizar cualesquiera de 
las actividades anteriormente enumeradas; la fabricación, transporte o 
distribución de equipos, materiales o de sustancias enumeradas en el Cuadro I 
y el Cuadro II de la Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, a sabiendas que 
serán utilizadas en el cultivo, producción o fabricación ilícita de 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas o para dichos fines; y la 
organización, gestión o financiación de alguna de las actividades enumeradas 
anteriormente. 

28.Transferencia de sustancias químicas controladas. Transferir cualquier 
sustancia química controlada, incluidas las mezclas lícitas sometidas a 
control, entre operadores de sustancias químicas entre sí, a los fines del orden 
administrativo establecido en el Título IV de la presente Ley. 

29.Sustancia psicotrópica. Cualquier sustancia, natural o sintética, o cualquier 
material natural que figure en las listas I, II, III o IV del Convenio sobre 
Sustancias Psicotrópicas de 1971, aprobado por las Naciones Unidas. 

30. Uso indebido. Cualquier empleo distinto a los fines médicos, terapéuticos o 
científicos que se le dé a los estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

31.Usuario final. Persona natural ó jurídica que siendo el último destinatario en 
la cadena de comercialización interna, adquiera las sustancias químicas 

* controladas por esta Ley, para utilizarlas en actividades comerciales lícitas. 

TÍTULO n 
DEL ÓRGANO RECTOR 

Oficina Nacional Antidrogas 

Articulo 4. La Oficina Nacional Antidrogas es una oficina nacional cóh 
capacidad de gestión presupuestaria, administrativa y financiera, dependiente 
jerárquicamente del Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
interior y justicia. 

La Oficina Nacional Antidrogas es el órgano rector encargado de diseñar, 
planificar, estructurar, formular y ejecutar las políticas públicas y estrategias del 
Estado contra el tráfico ilícito y el uso indebido de drogas, así como de la 
organización, dirección, control, coordinación, fiscalización y supervisión, en el 
ámbito nacional, en las áreas de prevención del consumo de drogas, el 
tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la persona consumidora, el 
combate al tráfico ilícito de drogas y el área operativa de Jas relaciones 
internacionales en la materia. 

El tratamiento y rehabilitación de la persona consumidora, se hará en 
coordinación con el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
salud. 

Atribuciones 

Artículo S. Para su organización y funcionamiento, el órgano rector tendrá las 
siguientes atribuciones: 

1. Diseñar, planificar, estructurar, formular y ejecutar las políticas públicas y 
estrategias del Ejecutivo Nacional contra el tráfico ilícito y el uso indebido de 
drogas. 

2. Organizar, dirigir, controlar, coordinar, fiscalizar y supervisar, en el ámbito 
nacional, la prevención del consumo de drogas; el tratamiento, rehabilitación 
y reinserción social de la persona consumidora en coordinación con el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud; el 
combate al tráfico ilícito de drogas y el área operativa de las relaciones 
internacionales en la materia. 

3. Estudiar los problemas derivados del tráfico ilícito de drogas y'el desvío de 
sustancias químicas controladas. 

4. Estudiar los problemas originados por el uso indebido y consumo de drogas 
en la comisión de delitos. 

5. Diseñar, planificar, estructurar, formular y ejecutar programas de prevención 
del consumo de drogas; así como de tratamiento, rehabilitación y reinserción 
social de la persona consumidora. 

6. Desarrollar investigaciones que apoyen las labores de inteligencia, control y 
fiscalización de las sustancias químicas controladas, de conformidad con esta 
Ley. 

7. Desarrollar estudios estadísticos sobre el consumo de drogas en el país. 

8. Centralizar, compilar y unificar las estadísticas, disponibles en el país, sobre 
tráfico ilícito y uso indebido de drogas. 

9. Crear, dirigir y coordinar la Red Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Drogas, 
la Red Contra el Uso Indebido y Consumo de Drogas, la Red contra el Desvío 
de Sustancias Químicas Controladas, la Red de Telecomunicaciones Contra 
Operaciones del Tráfico Ilícito en las Zonas Fronterizas y la Red Contra la 
Legitimación de Capitales. 
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10.Impulsar la creación, dirigir y coordinar las redes comunitarias de prevención 
del consumo de drogas, fomentando la participación activa de los consejos 
comunales, consejos estudiantiles y cualquier otra forma de organización 
popular. 

11.Promover y asesorar el desarrollo de programas de adiestramiento y 
apacitación de personal especializado en esta materia. 

12.Concertar con los organismos de representación empresarial, sindical e 
iglesias de cualquier culto, programas de prevención del consumo de drogas. 

13.Conformar los grupos de trabajo interinstitucionales que estime conveniente 
a cumplir sus objetivos. Estos grupos de trabajo funcionarán bajo la 
ección y supervisión del órgano rector, el cual podrá solicitar el concurso 
los sectores públicos y privados o de especialistas en la materia que estime 

ecesarios. 

14.Desarrollar conjuntamente con el Ministerio del Poder Popular con 
mpetencia en materia de educación universitaria, los planes y programas de 

préVención contra el tráfico ilícito y el consumo de drogas, en los centros de 
educación universitaria, públicos o privados. 

15.Fomentar el desarrollo de planes y programas de prevención contra el tráfico 
ilíi;ito y el consumo de drogas, en los institutos encargados de fomentar la 

cultura, el deporte, la protección del niño, niña y adolescente, la familia y 
cualesquiera otras instituciones de promoción social. 

ló.Asesorar técnicamente al Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de relaciones exteriores, en las relaciones internacionales sobre la 

17. Promover, conjuntamente con el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de relaciones exteriores, convenios, tratados y demás 
instrumentos internacionales de cooperación, que fortalezcan los esfuerzos 
del Ejecutivo Nacional para prevenir el uso indebido, el tráfico ilícito y en 
general aquellos que propendan a combatir el problema mundial de las 
drogas. 

l§,Representar, conjuntamente con el Ministerio 'del Poder Popular con 
competencia en materia de relaciones exteriores, al Ejecutivo Nacional en el 
exterior en materia de lucha antidrogas. 

19.Promover los acuerdos interinstitucionales con sus organismos homólogos en 
el e xterior, en materia de intercambio de información y capacitación, previo 
conocimiento del Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 
de i nterior y justicia. 

20.Mantener intercambio de información y de trabajo con los órganos y entes 
competentes de las organizaciones internacionales, en las áreas de prevención 
del tráfico ilícito y el uso indebido de drogas. 

21.Coo; 
áre 

rdinar en el ámbito estratégico, con los órganos y entes competentes, las 
as de salud, aduanas y prevención de legitimación de capitales. 

22.Establecer el criterio técnico, así como las normas y directrices a emplear en 
el diseño, planificación, estructuración, formulación y ejecución de 
programas de prevención contra el tráfico ilícito y él consumo de drogas, así 

i de la legitimación de capitales en la materia de su competencia. 

23.Establecer e imponer las sanciones pecuniarias y administrativas a que haya 
lugar, de conformidad con esta Ley. 

24.Establecer el criterio técnico al que deben ajustarse las publicaciones y 
ulgaciones impresas o audiovisuales de material informativo, formativo y 

ucativo, de entes públicos o privados, en las materias de su competencia, 
utliendo, conforme a ese criterio técnico, aprobar o desaprobar su 

ilicación o divulgación. 

divul 
edui 
pu< 
publ 

25.Pro?i 
de las 

iciar la creación de centros de atención y orientación para los familiares 
personas consumidoras. 

26.CoQrdinar, en el ámbito estratégico, con la unidad de análisis financiero, el 
Ministerio Público, los cuerpos policiales y militares a los cuales competa la 
inteligencia, investigación penal y represión del tráfico ilícito de drogas y la 
legitimación de capitales en el área de su competencia. 

27.Divulgación de los planes, programas y proyectos, en materia de prevención 
integral, tratamiento, rehabilitación y reinserción social. 

28.Las demás que le sean atribuidas en razón de la materia, en las leyes, decretos 
y reglamentos, así como en las resoluciones que dicte el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de interior y justicia. 

Obligación de suministrar información al órgano rector 

Artículo 6. Los órganos y entes de prevención, tratamiento, rehabilitación y 
reinserción social, públicos y privados, así como los de represión, control y 
fiscalización, deberán suministrar la información y datos estadísticos solicitados 
por el órgano rector, en el ejercicio de sus atribuciones. 

Dependencias u oficinas antidrogas 

Artícelo 7. Él órgano rector, establecerá en los estados y municipios del país 
dependencias u oficinas estadales, municipales, parroquiales o comunales 
antidrogas. 

La creación de estas dependencias podrá realizarse en coordinación con los 
órganos y entes, y con organizaciones sociales debidamente constituidas de los 
estados y municipios. 

Control y fiscalización de los centros de tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social 

Artículo 8. Los órganos, entes, instituciones, fundaciones, centros públicos y 
privados dedicados al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la 
persona consumidora, deberán someterse a lo establecido en las resoluciones 
emanadas del Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud 
y directrices que dicte el órgano rector, así como suministrar toda la información, 
datos y apoyo necesario para su inspección. 

El incumplimiento de esta disposición dará lugar a una multa entre cien 
Unidades Tributarias (100 U.T.) y doscientas Unidades Tributarias (200 U.T), la 
cual será impuesta por el órgano rector, ingresará al Fondo Nacional Antidrogas 
y será destinada a la ejecución de planes, programas y proyectos relacionados 

con la creación, construcción, restauración, mantenimiento y funcionamiento de 
centros para el tratamiento de adicciones. 

Gratuidad a favor del órgano rector 
Artículo 9. Los registros y notarías deberán prestar gratuitamente sus oficios 
legales a favor del órgano rector, a requerimiento de un o una representante, 
apoderado o apoderada de éste debidamente autorizado o autorizada, para 
cualquier acto o diligencia en que deban intervenir por razón de sus funciones. 

Las solicitudes, actuaciones, documentos y copias que sean necesarias en estos 
casos, se extenderán en papel común, sin estampillas y estarán exentos del pago 
de impuestos, tasas y contribuciones. 

TÍTULO III 
DE LA PREVENCIÓN 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Interés público 

Artículo 10. Se declara de interés público la prevención integral y la prevención 
del tráfico ilícito de drogas. El Estado implementará las estrategias, planes y 
medidas que considere necesarias para prevenir el tráfico ilícito y uso indebido 
de drogas en coordinación con el órgano rector, dando prioridad absoluta a los 
niños, niñas y adolescentes. 

Sistema público de atención 
y tratamiento de las adicciones 

Articulo 11. El Ejecutivo Nacional implementará un sistema público de atención 
y tratamiento de las adicciones, para el abordaje de la problemática de las 
adicciones en todo el territorio nacional, que contempla un modelo único de 
atención y de intervención profesional sobre la base de la diversidad, 
características de la adicción y evolución individual del paciente, su familia y su 
entorno social a fin de garantizar desde su desintoxicación hasta su reinserción 
social definitiva. 

Obligaciones del Estado 

Artículo 12. Sin perjuicio de otras obligaciones establecidas en esta Ley, el 
Estado deberá: 

1. Proveer educación y capacitación para el trabajo, otorgando prioridad 
absoluta a los planes, programas" y proyectos dirigidos a la sociedad, con el 
fin de prevenir el tráfico ilícito y el consumo de drogas, con especial atención 
a niños, niñas y adolescentes. 

2. Garantizar la prevención, tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la 
persona consumidora, con especial atención a niños, niñas y adolescentes. 

3. Fomentar el desarrollo de las redes comunitarias de prevención del uso 
indebido y el consumo de drogas. 

Materia de estudio en los institutos militares y policiales 

Artículo 13. La Fuerza Armada Nacional Bolivariana, los cuerpos de policía, los 
órganos de investigación penal y los servicios aduaneros, incluirán entre las 
materias de estudio de sus respectivas escuelas, academias, institutos 
universitarios y cuarteles, programas de conocimiento, formación, capacitación y 
entrenamiento sobre prevención integral, así como en materia de prevención y 
represión del tráfico ilícito de drogas y del desvío de sustancias químicas 
controladas. 

Cooperqción internacional 

Artículo 14. El Estado, a través de sus órganos competentes, promoverá y 
fomentará la colaboración, cooperación y coordinación internacional para la 
lucha contra el problema mundial de las drogas, en sus diferentes 
manifestaciones, así como los delitos conexos al tráfico ilícito de drogas, 
propiciando la suscripción de acuerdos interinstitucionales e 
intergubemamentales de cooperación y fomentando la participación de la 
República en foros bilaterales, regionales, birregionales y multilaterales que 
atiendan esta materia. El órgano rector y el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de interior y justicia, en coordinación con el Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de relaciones exteriores, dará 
prioridad a este propósito. 
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Centros de rehabilitación 
en ¡os establecimientos penitenciarios 

Artículo 15. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
interior y justicia, en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, creará centros de rehabilitación en los 
establecimientos penitenciarios para consumidores y consumidoras de las 
sustancias a que se refiere esta Ley. 

Se crearán núcleos de desarrollo endógeno en áreas adyacentes a los centros 
penitenciarios para que los internos e internas puedan ejercer el derecho al 
trabajo y recibir los beneficios de ley. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de interior y 
justicia, realizará en forma anual censos que permitan conocer el número y la 
realidad de la persona consumidora que se encuentre interno o interna en los 
centros penitenciarios, con el fin de aplicar las medidas pertinentes. 

En los centros de rehabilitación se implementarán los programas educativos 
contemplados en las misiones educativas, con el fin de que los internos e internas 
puedan realizar o continuar sus estudios. 

Creación de centros regionales 
de rehabilitación de terapia especializada 

Articulo 16. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
salud, en coordinación con el órgano rector, creará centros de tratamiento y de 
rehabilitación de terapia especializada para la persona consumidora de las 
sustancias a que se refiere esta Ley, con especial atención a niños, niñas y 
adolescentes. 

En cada estado de la República, deberá existir como mínimo, un centro de 
tratamiento o de rehabilitación de terapia especializada para la persona 
consumidora de las sustancias a que se refiere esta Ley. 

Capítulo II 
Prevención integral 

Obligación de colaborar 

Artículo 17. Toda persona natural"o jurídica está obligada a colaborar en la 
prevención integral del consumo de drogas, con especial atención de niños, niñas 
y adolescentes. 

Unidades administrativas de prevención integral 

Artículo 18. Los órganos y entes de la Administración Pública deben crear, 
mediante el respectivo reglamento, una unidad administrativa cuya función 
consista en la prevención integral contra el consumo de drogas, orientada a 
atender al personal funcionarial, laboral y obrero, así como su entorno familiar, 
de acuerdo a las políticas, lineamientos y directrices, dictadas a tal efecto por el 
órgano rector. 

Creación de comités de prevención integral y comités 
laborales de prevención integral de consumo de drogas 

Artículo 19. Los órganos y entes de la Administración Pública deben conformar 
comités de prevención integral del consumo de drogas, integrados por 
funcionarios y funcionarías, personal contratado y obrero, de conformidad con 

las políticas y directrices del órgano rector. Estas instituciones deberán prever en 
sus respectivos presupuestos de gastos los recursos necesarios para el 
funcionamiento de estos comités. 

t a s personas jurídicas privadas, consorcios y entes públicos con fines 
empresariales, podrán crear comités laborales de prevención de consumo de 
drogas, integrados por trabajadores y trabajadoras, personal contratado y obrero, 
a fin de elaborar proyectos de prevención en el ámbito laboral. 

Donaciones deducibles del Impuesto Sobre la Renta 

Artículo 20. Las donaciones de personas naturales o jurídicas a favor de los 
planes, programas y proyectos para la prevención integral, podrán ser deducibles 
del Impuesto Sobre la Renta, previa aprobación del órgano rector. Se dará 
preferencia a los planes, programas y proyectos, destinados a la protección de 
niños, niñas y adolescentes. 

Otros recursos para los programas de prevención integral 

Artículo 21. De toda donación que reciba el Estado a favor de cualquiera de sus 
órganos se destinará al menos un veinticinco por ciento (25%) del monto total a 
la prevención integral, y de ese porcentaje se apartará exclusivamente no menos 
de la mitad para los programas dirigidos a niños, niñas y adolescentes. Estas 
sumas deberán "ingresar al Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de educación, a fin de dar cumplimiento a los programas previstos en 
está Ley. El Estado en función del desarrollo de base, tomará en cuenta los 
indicadores oficiales o de instituciones, órganos o entes competentes de 
investigación social, para la distribución por municipios de estos ingresos. 

Personas rehabilitadas 

Artículo 22. Las instituciones del Estado y las empresas públicas y privadas, con 
un número mayor de cincuenta trabajadores o trabajadoras, están obligadas a 
proporcionar ubicación laboraba las personas rehabilitadas, en el marco de los 
programas de reinserción social. El órgano rector, en coordinación con el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de trabajo garantizará 
el cumplimiento de esta disposición. 

Protección y auxilio del Estado 
Artículo 23. El Estadq a través de sus instituciones se obliga a garantizar la 
protección, auxilio y anonimato a la persona consumidora en los centros de 
rehabilitación y que se someta a tratamiento, brindando protección integral a 
niños, niñas y adolescentes. 

Servicio a favor dé la colectividad 

Artículo 24. En razón del interés público que rige esta materia, se considerará 
servicio a favor de la colectividad la constitución de sociedades civiles, 
asociaciones, cooperativas y fundaciones sin fines de lucro que tengan por objeto 
social la prevención del consumo de drogas, el tratamiento y la rehabilitación de 
la persona consumidora y la investigación científica sobre el consumo de drogas. 
Las mismas deberán registrarse en el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, el cual informará al órgano rector del 
correspondiente registro. 

Programas de educación 

Articulo 25. Los ministerios del Poder Popular con competencia en materia dé 
educación primaria, secundaria y universitaria, diseñarán y desarrollarán 
programas educativos dirigidos a la capacitación de educadores y educadoras, 
orientadores y orientadoras en materia de prevención integral contra el uso 
indebido de drogas. 

Los ministerios del Poder Popular con competencia en materia de educación y 
salud, en coordinación con el órgano rector, incluirán dentro de los pensa 
académicos lo relacionado a la prevención del consumo de drogas y deberán 
diseñar, promover y ejecutar campañas institucionales relacionadas con la 
prevención del consumo de drogas, dirigidas a la población en general, én 
particular a los consejos comunales, y a los que no puedan asistir a los programas 
formales de educación, así como a los padres y representantes de los educandos. 

Programas públicos obligatorios 
Artículo 26. El Estado dispondrá, con carácter obligatorio, el establecimiento de 
programas de orientación e información, coordinados por el órgano rector, sobre 
prevención integral, para el personal de los órganos y entes del Estado, 
centralizado y descentralizado, con especial atención a niños, niñas y 
adolescentes. 

El Estado, a través dé sus órganos competentes, y bajo la coordinación del 
órgano rector, dispondrá la práctica anual dé exámenes toxicológicos aplicando 
un método aleatorio a los funcionarios públicos y funcionarías públicas, 
empleados y empleadas, obreros y obreras, contratados y contratadas de los 
órganos que integran el Poder Público Nacional, Estadal y Municipal, así como 
de las empresas del Estado, institutos autónomos ^ demás entes descentralizados 
funcionalmente. 

Los y las profesionales de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, incluyendo 
los y las aspirantes de las instituciones de formación militar, alumnos y alumnas, 
tropa alistada, empleados y empleadas, obreros y obreras, así como cualquier 
otro personal civil contratado o ad honorem, deberán Someterse á la aplicación 
anual de un examen toxicológico imprevisto de acuerdo a un programa de 
inspección controlada, efectuado por el órgano rector. 

Capítulo III 
Prevención del tráfico ilícito 

Obligación especial de la Fuerta Armada Nacional 
Bolivariana y los servicios aduaneros 

Artículo 27. Los componentes de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana y los 
servicios aduaneros deberán contar con unidades administrativas encargadas de 
la prevención y represión del tráfico ilícito de drogas, de acuerdo a su 
competencia, con particular atención cuando se encuentren en las zonas 
fronterizas. 

Programas especiales 

Artículo 28. El órgano rector, diseñará y aplicará un plan operativo de seguridad 
y defensa, e igualmente creará un sistema integral de inteligencia, prevención y 
combate contra el tráfico ilícito de drogas, integrado por la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana, el Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y 
Criminalísticas, la Policía Nacional Bolivariana y el Ministerio Público, los 
cuales constituirán una fuerza de tarea especial para el control y vigilancia en las 
zonas que resulten vulnerables. 

El Ejecutivo Nacional, en coordinación con los gobernadores y gobernadoras, 
creará en los estados de mayor actividad aduanera, los sistemas de seguridad 
especiales para prevenir, detectar y reprimir el tráfico ilícito de drogas. 

Programas de desarrollo alternativo preventivo 

Artículo 29. En zonas fronterizas el órgano rector, en coordinación con los 
ministerios del Poder Popular con competencia en materia de agricultura y 
ambiente, así como los consejos comunales de la zona, desarrollará programas 
alternativos, preventivos y subprogramas agroindustriales para preservar la 
ecología de la zona y evitar la aparición de cultivos ilícitos en la región. 

Capítulo IV 
De los aportes y de las contribuciones 

Proyectos de prevención integral 

Artículo 30. Los proyectos de prevención en el ámbito laboral contra el 
consumo de drogas lícitas e ilícitas, podrán ser elaborados por personas jurídicas 
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especializadas o personas naturales de comprobada experiencia en la materia, o 
por los comités laborales de prevención, conformados por los trabajadores y 
trabajadoras, debidamente capacitados o capacitadas los cuales deberán estar 
inscritos en el registro único de personas y programas que llevará el órgano 
rector a tal efecto. 

Ninguna persona natural o jurídica podrá ejecutar programas o proyectos en 
materia de prevención integral, sin la debida inscripción en el mencionado 
registro. Los requisitos para la inscripción en el registro de personas y 
programas serán reglamentados por el órgano rector. 

Iguales requisitos serán exigidos para el registro único, para las personas 
naturales o jurídicas que impartan programas de entrenamiento y capacitación en 
materia de prevención, control y represión de la legitimación de capitales al 
personal de los sujetos obligados de todos los entes de tutela. 

Proyectos 

Artículo 31. Los proyectos de prevención integral social presentados por el 
órgano rector serán financiados por el Fondo Nacional Antidrogas. Las 
comunidades organizadas, debidamente capacitadas por el órgano rector podrán 
elaborar proyectos de prevención integral social los cuales deberán ser 
presentados a éste para su revisión y aprobación, a objeto que opten al 
financiamiento del Fondo Nacional Antidrogas. 

Los proyectos de prevención del tráfico ilícito de drogas, serán elaborados 
exclusivamente por el órgano rector y financiados por el Fondo Nacional 
Antidrogas. 

Aporte 

Articulo 32. Las personas jurídicas privadas, consorcios y entes públicas con o 
sin fines empresariales, que ocupen cincuenta trabajadores o trabajadoras, o más, 
están obligados a liquidar el equivalente al uno por ciento (1%) de su ganancia o 
utilidad en operaciones del ejercicio ante el Fondo Nacional Antidrogas, dentro 
de los sesenta días continuos contados a partir del cierre del ejercicio fiscal 
respectivo. 

Las personas jurídicas pertenecientes a grupos económicos se consolidarán a los 
fines de cumplir con esta previsión. 

El Fondo Nacional Antidrogas destinará este aporte para el financiamiento de 
planes, proyectos y programas de prevención integral y de prevención del tráfico 
ilícito de drogas. 

El incumplimiento de esta obligación será sancionado con una multa equivalente 
al doble del aporte correspondiente al ejercicio fiscal respectivo, y en caso de 
reincidencia, la multa será tres veces el aporte, de conformidad con el ejercicio 
fiscal correspondiente. La imposición de multa se realizará de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el Código Orgánico Tributario. 

Distribución del aporte 

Artículo 33. El aporte para planes, programas y proyectos de prevención integral 
y de prevención del tráfico ilícito de drogas se distribuirá en cuarenta por ciento 
(40%) destinado a proyectos de prevención en el ámbito laboral del aportante a 
favor de sus trabajadores y trabajadoras, y el entorno familiar de éstos y éstas; 
veinticinco por ciento (25%) destinado a programas de prevención integral, con 
especial atención a niños, niñas y adolescentes; veinticinco por ciento (25%) 
destinado a programas contra el tráfico ilícito de drogas; y diez por ciento (10%) 
destinado a los costos operativos del Fondo Nacional Antidrogas. 

Contribución especial 

Artículo 34. Las personas jurídicas fabricantes o importadores de bebidas 
alcohólicas, tabaco y sus mezclas, están obligados en función de su 
responsabilidad social, a liquidar el equivalente al dos por ciento (2%) de su 
ganancia o utilidad en operaciones del ejercicio, destinado a la ejecución de 
planes, programas y proyectos relacionados con la creación, construcción, 
restauración, mantenimiento y funcionamiento de centros de tratamiento de las 
adicciones, así como para apoyar planes, programas y proyectos de prevención 
integral elaborados por el Ejecutivo Nacional. 

Dicha contribución especial deberá ser declarada y liquidada ante el Fondo 
Nacional Antidrogas dentro de los sesenta días continuos contados a partir del 
cierre del correspondiente ejercicio fiscal. 

El incumplimiento de esta obligación será sancionado con una multa equivalente 
al doble de la contribución especial correspondiente, según el ejercicio fiscal 
respectivo; y en caso de reincidencia, la multa será tres veces la contribución 
especial, de conformidad con e) ejesóck» fiscal correspondiente. La imposición 
de la multa se realizará de conformidad a » el procedimiento establecido en el 
Código Orgánico Tributario. 

Distribución de la contribución especial 

Artículo 35. La contribución especial será distribuida en un noventa por ciento 
(90%) destinado para la ejecución de planes, programas y proyectos relacionados 
con la creación, construcción, restauración, mantenimiento y funcionamiento de 
centros de tratamiento de adicciones, así como para apoyar planes, programas y 
proyectos de prevención integral elaborados por el Ejecutivo Nacional; y un diez 
por ciento (10%) será destinado a los costos operativos del Fondo Nacional 
Antidrogas. 

TÍTULO IV 
DEL RÉGIMEN ADMINISTRATIVO 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Medidas de prevención, control y fiscalización 

Artículo 36. Los órganos competentes establecerán las medidas de prevención, 
control, vigilancia y fiscalización al que deben someterse la producción, 
fabricación, preparación, transformación, almacenamiento, comercialización, 
corretaje, exportación e importación, transporte, tránsito, desecho, así como 
cualquier otro tipo de transacción en la que se encuentren involucrados 
estupefacientes, sustancias psicottópicas y las sustancias químicas controladas a 
las que se refiere esta Ley. 

Los ministerios del Poder Popular con competencia en materia de salud y en 
industrias ligeras, deberán informar al órgano rector de las medidas de 
fiscalización y control a que se refiere este artículo, en un término no mayor |de 
cinco días hábiles contados a partir de su puesta en vigencia. 

Actividades lícitas 

Articulo 37. A los efectos de esta Ley, se considera lícito el comercio, expendio, 
fabricación, refinación, transformación, extracción, preparación,* producción, 
importación, exportación, corretaje, prescripción, posesión, suministro, 
almacenamiento, distribución, transporte, desecho, envasado, reenvasado, 
etiquetado, reetiquetado, préstamo, así como cualesquiera otros tipos de 
transacción en las que se encuentren involucrados los estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas y sustancias químicas controladas que realizan las personas 
naturales o jurídicas debidamente autorizadas por los órganos y entes 
competentes. 

La existencia y uso de los estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias 
químicas controladas empleadas por la industria farmacopólica, así como sus 
derivados, sales, preparaciones y especialidades farmacéuticas, quedan limitados 
estrictamente a las cantidades necesarias para el tratamiento médico, la 
producción legal de medicamentos o investigaciones científicas. 

Se declara ilícita cualquier actividad, uso o destino, distinto al autorizado por los 
órganos y entes competentes, dado a estas sustancias. 

Obligación de informar 

Artículo 38. Las autoridades competentes en materia de control eje 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias químicas controladas por 
esta Ley, informarán, a solicitud del órgano rector todo lo referente a las 
operaciones realizadas con tales sustancias, en los lapsos que éste determine. 

Identificación de las sustancias 

Artículo 39. Los estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias químicas 
controladas, deben identificase con los nombres y códigos numéricos qué 
figuran en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías 
de la Organización Mundial de Aduanas. 

Exoneración de aranceles 

Articulo 40. Las instituciones de investigación científica y las instituciones 
públicas hospitalarias, que leqmecan utilizar cualquiera de las sustancias a las 
que hace referencia esta Ley, podrán ser exoneradas del pago de aranceles, por 
concepto de la obtención de las correspondientes licencias y permisos. 

Permisos y licencias intransferibles 

Articulo 41. Los permisos y licencias a los que hace referencia esta Ley, son 
intransferibles. 

Sanciones de orden administrativo 

Artículo 42. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia dé 
salud, tendrá a su cargo la aplicación de las sanciones de orden administrativo 
para los infractores de las disposiciones correspondientes a estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de industrias 
intermedias, tendrá a su caqgo la aplicación de las sanciones de orden 
administrativo a los infradoKS de las disposiciones correspondientes a 
sustancias químicas controladas. 

Capitulo II 

De los estupe&cieates y sustancias psicotrópicas 

Sección primera: d e la importación y exportación 

Importación y exportación 

Artículo 43. La importación y exportación de las sustancias a que se refiere este 
capítulo, están sometidas al régimen legal establecido en la Ley Orgánica de) 
Aduanas, su reglamento y a las disposiciones contenidas en esta Ley. 

Las sustancias antes mencionadas no podrán ser objeto de operación alguna de 
tránsito aduanero. La violación a esta disposición acarreará el decomiso de 
dichas sustancias, en los t é m a o s establecidos en la legislación aduanera, sin 
perjuicio de las sanciones pendes contempladas en esta Ley. 

La administración aduanera y tributaria adscrita al Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de finanzas, establecerá las aduanas habilitadas para 
las operaciones aduaneras, pievía opinión del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de i 



Viernes 5 de noviembre de 2010 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 380.775" 

Sujetos autorizados para ¡ais operaciones aduaneras 

Articulo 44. Las operaciones aduaneras de importación y exportación de los 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, deberán efectuarlas los laboratorios 
farmacopólicos, las casas de representación para productos terminados y las 
casas de representación exclusivamente para materias primas, previa obtención 
de la licencia y el permiso correspondiente, solicitado por el farmacéutico o 
farmacéutica regente y otorgados a su nombre. 

A los efectos del otorgamiento o de la cancelación de la licencia y el permiso, el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, ordenará la 
inspección y fiscalización que juzgue conveniente. 

Licencia 

Artículo 45. El farmacéutico o farmacéutica regente de la industria 
farmacopólica que pretenda obtener la licencia señalada en el artículo anterior 
deberá en cada caso, dirigir una solicitud al Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, en la cual se expresará: 

1. La identificación del farmacéutico o farmacéutica regente. 

2. La identificación del establecimiento. 

3. El registro donde conste la personalidad jurídica del establecimiento. 

4. La cantidad de las sustancias que pretenda importar o exportar durante el año. 

5. El nombre y dirección del importador o exportador. 

6. El nombre de la sustancia que se pretende importar o exportar bajo el nombre 
genérico que haya adoptado-la Organización Mundial de la Salud. 

7. La declaración firmada por el o la representante legal del establecimiento, 
donde certifique que el o la solicitante es el farmacéutico o farmacéutica 
regente. 

8. La aduana habilitada para la importación o exportación que corresponda. 

9. El registro nacional del producto farmacéutico que comercializa. 

10.Cualesquiera otros datos que el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud considere'necesano. 

Queda facultado el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
salud para otorgar, negar o anular la licencia mediante resolución motivada. 

A los fines del otorgamiento de la licencia a que se refiere este artículo, el 
solicitante debe cancelar al Tesoro Nacional, previa expedición de la planilla 
correspondiente, la cantidad que mediante resolución fije el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de salud. 

Operar sin la debida licencia 

Artículo 46. El establecimiento que opere sin tener la licencia o que teniéndola 
esté vencida, será sancionado con multa entre cincuenta Unidades Tributarias 
(50 U.T.) y cien Unidades Tributarias (100 U.T.), sin perjuicio de la 
responsabilidad penal correspondiente y la responsabilidad individual del 
farmacéutico o farmacéutica regente. 

Solicitud y validez de la licencia 
Articulo 47. La licencia se solicitará durante los primeros quince días del mes de . 
noviembre y tendrá una validez a partir del primero de enero hasta el treinta y 
uno de diciembre. 

Permiso previo de importación o exportación 

Articulo 48. El farmacéutico o farmacéutica regente que pretenda importar o 
exportar los estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sus especialidades 
farmacéuticas, debe obtener el correspondiente permiso de importación o 
exportación, en cada caso, por ante el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, previo a la llegada o salida de la mercancía al 
país. 

La contravención de esta norma dará lugar a las sanciones establecidas en el 
artículo 114 de la Ley Orgánica de Aduanas. 

Normas aplicables para el otorgamiento del permiso 

Articulo 49. Para el otorgamiento del permiso de importación o exportación de 
las sustancias a que se refiere este capítulo, el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, se regirá N conforme al procedimiento 
establecido en el artículo 31 de la Ley Aprobatoria de la Convención Única de 
1961 sobre Estupefacientes de fecha 16 de diciembre de 1968, el artículo 12 de 
la Ley Aprobatoria del Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas, de fecha 20 de 
enero de 1972, en concordancia con el artículo 23 te la misma ley y el artículo 
16 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de fecha 21 de junio de 1991. 

Queda facultado el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
salud, para negar el permiso de importación y limitar el pedido de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como las solicitudes de cambio de 
aduana, cuando así lo juzgue conveniente. Tanto la solicitud como el acto 
administrativo que lo otorgue o lo niegue deben ser motivados. 

* Lapsos de caducidad del permiso 

Articulo 50. Los permisos de importación y exportación caducarán a los ciento 
ochenta días continuos, contados a partir de la fecha de su emisión y sú vigencia 
no excederá la fecha de la licencia que le ha sido expedida. 

Exportación de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas 

Artículo 51. Los laboratorios farmacopólicos podrán exportar los 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sus especialidades farmacéuticas con 
fines médicos y científicos, de conformidad con el porcentaje del cupo nacional 
que determine mediante resolución el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud. 

Declaración de las sustancias importadas 
Articulo 52. Las sustancias deben ser declaradas dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a la fecha de su llegada a la aduana habilitada, debiendo el interesado 
retirarlas dentro de los treinta días continuos siguientes a la declaración, 
conforme a lo estipulado en la Ley Orgánica de Aduanas y su Reglamento. El 
administrador o administradora de la aduana habilitada para la operación, 
levantará un acta por triplicado y deberá notificar inmediatamente al Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de salud, dejando constancia en el 
acta de reconocimiento de lo siguiente: 

1. Clase y peso de la sustancia, según permiso de exportación ó guía respectiva, 
o conocimiento de embarque del país de origen. 

2. Tipo de embalaje, estado y marca del mismo. 

3. La motivación dé dicha acta por el funcionario o funcionarla actuante. 

4. Fecha de llegada. 

. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, levantará 
un acta de recepción donde dejará constancia de que las sustancias remitidas 
están conformes con las especificadas en el acta de envío. 

Decomiso de las sustancias 
importadas por medios prohibidos 

Articulo 53. El que importe o exporte los estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, puras o contenidas en especialidades farmacéuticas, en 
encomiendas, bultos postales o correspondencias consignadas a un banco 
dirigidas a almacenes de aduana, almacenes habilitados, almacenes generales de 
depósito; zona franca o puertos libres, será sancionado con el decomiso y se 
procederá de acuerdo con lo establecido en la legislación aduanera. 

Sección segunda: de la producción, fabricación, 
refinación, transformación, extracción y preparación 

Régimen de autorización y fiscalización 

Artículo 54. La producción, fabricación, refinación, transformación, extracción, 
preparación o cualesquiera otras operaciones de manipulación de 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sus especialidades farmacéuticas a 
que puede dar lugar la industria farmacopólica, estarán sometidos al régimen de 
autorización, vigilancia y fiscalización previstos en esta Ley. 

Autorización para la elaboración 
de especialidades farmacéuticas 

* Articulo 55. Los laboratorios íarmacopólicos debidamente autorizados que 
pretendan producir, fabricar, extraer, preparar, transformar o retinar los 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas destinadas a la elaboración de 
especialidades farmacéuticas, deberán solicitar por escrito, la autorización 
correspondiente para la elaboración de cada lote de sus preparados. Una vez 
elaborados deberán ser fiscalizados por la autoridad sanitaria correspondiente. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, mediante 
resolución, establecerá los requisitos necesarios para otorgar el permiso de 
elaboración de especialidades farmacéuticas. El permiso de elaboración de cada 
lote será válido hasta el treinta y uno de diciembre del año de expedición. 

La infracción de lo dispuesto en este artículo será sancionada con multa entre 
' cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas Unidades Tributarias 

(300 U.T.). 

Traspaso de materia prima y traslado 
de especialidades farmacéuticas 

Artículo 56. Los laboratorios farmacopólicos y las casas de representación, 
exclusivamente de materias primas debidamente autorizadas, que pretendan 
realizar traspaso y traslado de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y 
especialidades farmacéuticas que las contengan, deberán solicitar por escrito al 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, la 
autorización correspondiente. La infracción de lo dispuesto en este artículo será 
sancionada con multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y 
trescientas Unidades Tributarias (300 U.T.). 

Autorización para la investigación con plantas 
que contengan principios psicoactivos 

Artículo 57. Las personas debidamente autorizadas y fiscalizadas por el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, podrán 
cultivar con fines de investigación científica, plantas con principios psicoactivos 
que produzcan dependencia o alucinación. 
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El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, deberá 
crear el registro de las personas autorizadas para ejercer tal actividad y 
establecerá los requisitos correspondientes. 

Las personas debidamente autorizadas que transgredan los limites y condiciones 
del permiso serán sancionadas con multa equivalente entre ochenta Unidades 
Tributarias (80 U.T.) y cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y el decomiso de las • 
plantas. 

Sección tercera: del expendio, comercio, distribución y publicidad 

Prohibición de promoción, publicidad 
y distribución de muestras médicas 

Artículo 58. Los laboratorios fannacopólicos, droguerías, casas de 
representación y farmacias no realizarán promoción, publicidad ni distribuirán 
muestras de medicamentos que contengan estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas. Los infractores serán sancionados con el decomiso de las muestras 
médicas y multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y 
doscientas Unidades Tributarias (200 U.T.). 

Régimen de autorización previa 
Artículo 59. El expendio, comercio y distribución de estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas, sus derivados, sales, preparaciones y especialidades farmacéuticas 
a que se refiere esta Ley, serán sometidos al régimen de autorización previa, la 
cual se concederá sólo a las droguerías, farmacias, laboratorios fannacopólicos y 
casas de representación de productos farmacéuticos que cumplan con los 
requisitos correspondientes, a juicio del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, y podrá ser anulada mediante resolución 
motivada. 

La publicidad de estas sustancias, sin la autorización correspondiente, será 
sancionada con la pena establecida al delito de inducción al consumo, para los 
directivos de dicha persona jurídica, por denuncia ante el o la fiscal del 
Ministerio Público. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, sancionará 
a la empresa con multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y 
trescientas Unidades Tributarias (300 U.T.) y el decomiso de la publicidad no 
autorizada. 

Publicidad 

Artículo 60. Cuando por cualquier medio de comunicación audiovisual, 
radioeléctrico, telemático o impreso, se publique, publicite, realicen propagandas 
o programas que contengan estímulos y mensajes subliminales, auditivos, 
impresos o audiovisuales, o se permita que los productores independientes lo 
hagan con el propósito de favorecer el consumo o el tráfico ilícito de drogas, 
dichos medios serán sancionados por el órganp rector, con multa entre cien 
Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas Unidades Tributarias (300 U.T.) y 
se decomisará el material utilizado para la comisión de la infracción, sin 
perjuicio de la aplicación de la pena por el delito de inducción. 

Igual sanción será aplicable a aquellas personas naturales o jurídicas que' 
elaboren, distribuyan o comercien productos que directa o indirectamente 
publiciten o favorezcan el consumo de drogas. 

Las publicaciones y propagandas referidas al uso o consumo de alcohol, tabaco y 
sus mezclas, deberán ser revisadas y aprobadas por los ministerios del Poder 
Popular con competencia en materia de comunicaciones y de salud, así como por 
el órgano rector. El incumplimiento de esta normativa será sancionada por el < 
órgano rector con multa entre ochenta Unidades Tributarias (80 U.T.) y ciento 
cincuenta Unidades Tributarias (150 U-T.). 

El producto de estas multas será destinado a los planes y programas de 
prevención que ejecuta el órgano rector. 

Requisitos para la enajenación de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas 

Articulo 61. La enajenación por cualquier título de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, sólo podrá efectuarse mediante el cumplimiento de los requisitos 
que al efecto establezca el Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de salud, y de conformidad con el cumplimiento de otras disposiciones, 
legales vigentes. 

Venta al público de los medicamentos 

Artículo 62. La venta al público de los medicamentos que contengan 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas la harán únicamente las farmacias, 
mediante lo establecido en el talonario oficial previsto en esta Ley. El talonario 
es de uso particular del facultativo a quien se le concede y no podrá ser utilizado 
por otro facultativo. Las especialidades farmacéuticas que lleven en su 
composición sustancias comprendidas en la lista IV de la Ley Aprobatoria del 
Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, así como otras especialidades 
farmacéum.ticas que el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 
de salud, mediante resolución, considere conveniente incluir en este grupo, 
podrán ser despachados con récipe de uso particular del facultativo o de la 
institución hospitalaria a la que presta sus servicios. Los infractores del presente 
artículo serán sancionados con multa equivalente entre cien Unidades Tributarias 
(100 U.T.) y trescientas Unidades Tributarias (300 U.T.). 

Talonario oficial 

Artículo 63. Toda prescripción de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
para ser despachada, constará en formulario especial numerado, de color 

específico que distribuirá el Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de salud, y deberá contener en forma legible y manuscrita los siguientes 
requisitos y datos: 

1. Nombres y apellidos, dirección del consultorio, cédula de identidad y número 
de matrícula sanitaria del facultativo o facultativa. 

2. Denominación del medicamento. 

3. Cantidad de cada medicamento expresada en números y letras, sin 
enmendaduras. 

4. Nombres, apellidos, dirección y cédula de 'identidad del o la paciente e 
identificación del comprador o compradora. 

5. Firma del facultativo o facultativa, y fecha de expedición. 

6. Sello húmedo del facultativo o facultativa en récipe corriente membreteado 
del mismo. • 

El valor de los talonarios de recipes especiales será establecido por el Ministerio 
del Poder Popular con competencia «n materia de salud, mediante resolución. 

Para hacer una nueva solicitud, el facultativo o facultativa deberá remitir, anexo 
a la solicitud, el talonario agotado. En caso de robo, hurto, pérdida o extravio del 
talonario, deberá presentar la constancia emitida por el Cuerpo de 
Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, el cual está obligado a 
recibir la denuncia y expedir la referida constancia indispensable para que el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud entregué el 
nuevo talonario. Los infractores o infractoras de lo dispuesto en este artículo 
serán sancionados o sancionadas con multa equivalente entre ochenta Unidades 
Tributabas (80 U.T.) y cien Unidades Tributarias (100 U.T.). El Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia de salud queda ¿cuitado para negar 
la entrega de un nuevo talonario cuando se compruebe la indebida utilización del 
mismo por parte del o la profesional solicitante, previo procedimiento 
administrativo. 

Niños, niñas y adolescentes 
Articulo 64. A los niños, niñas y adolescentes, por ninguna circunstancia se les 
podrá vender medicamentos que contengan estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas. La inobservancia de esta disposición será sancionada con multa 
equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y doscientas Unidades 
Tributarias (200 U.T.). T 

En caso.de reincidencia, el o la profesional farmacéutico o farmacéutica será 
sancionado o sancionada con la suspensión de la licencia, del ejercicio 
profesional por un lapso de un año, sin perjuicio de las sanciones penales 
establecidas en esta Ley para los delitos comunes. 

Permiso especial para prescribir medicamentos 
en dosis mayores a la posologia oficial 

Articulo 65. Los facultativos no prescribirán los medicamentos que contengan 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sus preparados en dosis mayores a las 
estrictamente indispensables, de acuerdo con la posologíá oficial. 

Sin embargo, cuando a su juicio fuere necesario un tratamiento prolongado o en 
dosis mayores a la posologia oficial, lo participará por escrito al Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia de salud. 

El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, podrá 
otorgar un permiso especial, limitado y renovable, para que un establecimiento 
farmacéutico determinado pueda despachar los medicamentos en las condiciones 
y cantidades señaladas para cada caso. En casos de emergencia, el facultativo o 
facultativa podría indicar la dosis de estos medicamentos que considere necesaria 
para superar la situación de emergencia, estando obligado u obligada a dejar 
constancia motivada de todas las actuaciones relacionadas en él correspondiente 
registro clínico y, en caso de no existir éste, deberá rendir informe de las mismas 
ante la autoridad sanitaria competente, dentro de los siete días hábiles siguientes 
al acto terapéutico a que se refiere esta disposición. El Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de salud, podrá anular este permiso cuando 
lo juzgue conveniente. 

La posologia oficial será la establecida por resolución de dicho Ministerio. El 
facultativo o facultativa que infrinja mediante récipe la posologia oficial, así 
como el que expidiere en la misma fecha y para la misma persona, más de una 
receta de los estupefacientes o sustancias psicotrópicas, aun cuando aquéllas 
contengan las dosis de posologia oficiales, será sancionado o sancionada con 
multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas 
Unidades Tributarias (300 U.T.) y, en caso de reincidencia, será sancionado o 
sancionada con la suspensión de la matrícula del ejercicio profesional, con la 
invalidación del talonario especial en uso y con el no otorgamiento de talonario 
de técipe especial, por el término de un año a partir de la fecha de la infracción. 

Para el caso del o la profesional farmacéutico o farmacéutica que expenda estas 
sustancias o sus preparados, que contengan dosis en cantidades superiores a las 
establecidas en la posologia oficial, será sancionado o sancionada con la 
suspensión de la matrícula del ejercicio profesional por un lapso de un año, sin 
perjuicio de las sanciones penales establecidas en esta Ley para los delitos 
comunes. 
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Prescripción de-medicamentos por odontólogos 
u odontólogos, veterinarios o veterinarias 

Artículo 66. Los odontólogos u odontólogas sólo podrán prescribir los 
medicamentos que contengan estupefacientes y sustancias psicotrópicas que, 
mediante resolución, determine el Ministerio del Poder Popular con competencia 
en materia de salud como de uso odontológico. 

Para el caso de médicos veterinarios o médicas veterinarias, éstos o éstas podrán 
prescribir los medicamentos que contengan las sustancias a que se refiere este 
capítulo, que sólo son utilizados en medicina veterinaria y para ello deberá^ 
figurar en los récipes, además de los requisitos y datos establecidos en el 
talonario oficial, el nombre y domicilio del propietario del animal e 
identificación de éste, fecha y dosis adaptadas a la posología oficial, según la 
especie del animal. 

La infracción del presente artículo será sancionado con multa equivalente entre 
cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y doscientas Unidades Tributarias 
(200 U.T.). En caso de reincidencia, se suspenderá la matrícula del ejercicio 
profesional por el lapso de un año, sin peijuicio de las sanciones penales 
establecidas eii esta Ley para los delitos comunes. 

Sección cuarta: del control y fiscalización 

Sistema de control y fiscalización 
para las instituciones hospitalarias 

Artículo 67. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
salud, mediante resolución, diseñará los mecanismos para vigilar, controlar y 
fiscalizar el uso de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en las instituciones 
hospitalarias, tanto del sector público como del privado. 

Custodia y control contable de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas 

Artículo 68. La custodia y control contable de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, es responsabilidad del farmacéutico o farmacéutica regente del 
establecimiento. 

La custodia y control contable de materias primas para la fabricación de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, es responsabilidad de los laboratorios 
farmacopólicos que deben llevar un registro de acuerdo con las normas que 
establezca, por resolución, el Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de salud. 

La infracción de las responsabilidades á las que se refieren los párrafos 
anteriores, será sancionada con multa equivalente entre cien Unidades 
Tributarias (100 U.T.) y doscientas Unidades Tributarias (200 U.T.) y en caso de 
reincidencia, se duplicará la multa impuesta, sin peijuicio de las sanciones 
penales establecidas en esta Ley para los delitos comunes. 

Libro especial, sellado y foliado 

Artículo 69. Los farmacéuticos o farmacéuticas regentes de los establecimientos 
señalados en esta Ley, llevarán un libro especial, sellado y foliado por la 
autoridad competente del Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de salud, hasta tanto el mismo no provea de los programas a los fines de 
su automatización, donde se deje constancia de la existencia de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, el cual debe abrirse con un acta inicial por dicha 
autoridad. En el libro se registra, diariamente, el movimiento de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas. El farmacéutico o farmacéutica regente deberá enviar 
mensualmente un resumen del control contable del referido libro al Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de salud, dentro de los diez 
primeros días consecutivos del mes siguiente, anexando copia de los permisos 
especiales para prescribir medicamentos y el duplicado del talonario oficial, 
debiendo ser archivados en el establecimiento todos los soportes por un lapso no 
menor de dos años, así como los récipes requeridos para la venta al público de 
medicamentos. Los controles contables deben estar sin enmendaduras ni 
tachaduras. Los infractores o infractoras de esta disposición serán sancionados 
con multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas 
Unidades Tributarias (300 U.T.), sin perjuicio de las sanciones pfenales 
establecidas en esta Ley para los delitos comunes. 

Inventario de la existencia de los estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas 

Artículo 70. En el libro especial sellado y foliado, el o la profesional de la 
farmacia al asumir las funciones de regente de un establecimiento farmacéutico o 
laboratorio farmacopólico, deberá hacer un inventario de la existencia de los 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas que se encuentren para el momento en 
que éste se practique y anotará las irregularidades que observare. Copia de dicho 
inventario, firmado por el o la regente entrante y por el o la saliente, deberá 
remitirse al Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, 
en el plazo de cinco días, contados a partir de la fecha de cambio de regencia. 

Los infractores o infractoras de esta disposición sefSn sancionados o sancionadas 
con multa equivalente entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y doscientas 
Unidades Tributarias (200 U.T.), sin perjuicio de las sanciones penales 
establecidas en esta Ley para los delitos comunes. 

Medida judicial precautelativa civil o mercantil 

Articulo 71. Cuando se produzca el cierre de un establecimiento farmacéutico 
por una medida judicial precautelativa de orden civil o mercantil, el Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de salud, quedará en posesion 

provisoria de las sustancias a que se refiere esta Ley, hasta tanto el tribunal 
competente emita pronunciamiento al respecto. 

Capítulo III 
Dé las sustancias químicas 

Sección primera: del Registro Nacional Único de Operadores 
de Sustancias Químicas Controladas 

Registro Nacional Único de Operadores 
de Sustancias Químicas Controladas 

Artículo 72. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, es un servicio desconcentrado, sin personalidad jurídica, con 
capacidad funcional, financiera y presupuestaria, constituye un órgano 
administrativo de carácter técnico especial, dependiente jerárquicamente del 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de industrias 
intermedias; y actúa como órgano centralizador del control administrativo y 
fiscalización de todo lo relacionado con los operadores de sustancias químicas 
controladas por esta Ley. 

Objeto 

Artículo 73. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, tiene por objeto el control administrativo de la producción, 
fabricación, preparación, transformación, almacenamiento, comercialización, 
corretaje, exportación e importación, transporte, desecho, así como cualquier 
otro tipo de transacción en la que se encuentren involucradas las sustancias 
químicas controladas por esta Ley, incluso cuando estas sustancias se hallen en 
modalidad de desecho. 

Registrador o registradora 

Artículo 74. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, estará a cargo de un Registrador o Registradora, quien debe ser de 
nacionalidad venezolana, de reconocida solvencia moral, con conocimientos 
técnicos en la materia y será designado o designada por el Ministro o Ministra 
del Poder Popular con .competencia en materia de industrias intermedias. 

Atribuciones 

' Artículo 75. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, tendrá las atribuciones siguientes: 

1. Crear el sistema de registro de los operadores de sustancias químicas 
controladas. 

2. Otorgar las licencias de inscripción de operadores de sustancias químicas 
controladas y su renovación anual. 

3. Otorgar los permisos de importación y exportación de las sustancias químicas 
controladas. 

4. Crear oficinas subalternas en aquellos estados donde el volumen de las 
transacciones así lo justifiquen. 

5. Notificar cualquier cambio en las medidas de control a las que se someten las 
sustancias químicas controladas. 

6. Sancionar administrativamente de conformidad con lo previsto en esta Ley. 

7. Informar a los órganos, dependencias o entidades competentes, según el caso, 
el otorgamiento, revocatoria o suspensión de la licencia de operador de 
sustancias químicas controladas. 

8. Llevar un registro actualizado de las licencias otorgadas, suspendidas, 
rechazadas o revocadas. 

9. Notificar a los operadores de sustancias químicas sobre el otorgamiento, 
revocatoria o suspensión de la licencia. 

10.Cualquier otra atribución que se especifique en el Reglamento de esta Ley, en 
el Reglamento Orgánico del Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de industrias intermedias o en resolución dictada a tal efecto. 

Sección segunda: de la inscripción 

Obligación de inscripción 

Artículo 76. Las personas naturales o jurídicas y en general todos aquéllos que 
bajo cualquier forma y organización jurídica tengan por objeto producir, fabricar, 
etiquetar, preparar, elaborar, reenvasar, distribuir, desechar, comercializar, 
almacenar, importar, exportar, transportar o realizar cualquier otro tipo de 
transacción o corretaje con las sustancias químicas controladas por esta Ley, 
deberán con carácter previo al inicio de cualquiera de dichas operaciones, 
inscribirse ante el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas y obtener la respectiva licencia de operador. Las personas 
naturales o jurídicas inscritas ante cualquiera de los organismos y entes públicos 
que regulaban esta materia con anterioridad a la entrada en vigencia de esta Ley, 
deberán cumplir a cabalidad con los trámites y registros a que se refiere «ste 
capítulo. 

Responsable de comercio del operador 

Artículo 77. El operador de sustancias químicas controladas a qué se refiere esta 
Ley, deberá al momento de requerir la inscripción a la que se contrae el artículo 
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anterior, presentar por escrito la designación del o la responsable de comercio del 
operador y a su respectivo o respectiva suplente, quienes tienen la 
responsabilidad, una vez que se obtengan las licencias y permisos respectivos, de 
vigilar que toda actividad realizada por el operador con dichas sustancias 
controladas, se efectúe bajo la estricta observáncia de las disposiciones 
contenidas en esta Ley. Dependiendo de la forma jurídica del operador, deberá 
designarse como responsable de comercio y a su respectivo o respectiva 
suplente, a los miembros de la junta directiva o a (gerentes, empleados o 
empleadas que tengan la capacidad de cumplir o hacer cumplir dentro de la 
empresa todos y cada uno de los requisitos y obligaciones en materia de control 
y fiscalización de sustancias químicas. Esta designación del o la responsable de 
comercio del operador, no exime de responsabilidad al resto de los miembros de 
la junta directiva, socios o gerentes pertenecientes a la empresa. Para aquellos 
casos en que el operador de sustancias químicas sea una persona natural, la 
designación del o la responsable de comercio recae sobre el mismo operador. 

Toda comunicación que deba ser presentada ante el Registro Nacional de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas debe ser suscrita por el o la 
responsable de comercio. 

Será ilícita la intervención de gestores o gestoras, intermediarios o intermediarias 
para la realización de los trámites ante el registro. 

Requisitos de inscripción de sociedades 

Artículo 78. Las sociedades constituidas en el territorio nacional, deberán 
consignar en el expediente respectivo: 

1. Copia certificada del documento constitutivo, debidamente registrado, así 
como de la última modificación del mismo, si la hubiere. 

2. Copia.de las tres últimas declaraciones de Impuesto Sobre la Renta, salvo que 
desde la constitución de la empresa no hubiere transcurrido el lapso pertinente 
para tal número de declaraciones de impuesto. 

3. La dirección de su sede social y el asiento efectivo de la administración de 
sus negocios si lo tuviere; de igual forma, establecerá la dirección de sus 
agencias, sucursales, representaciones en el país y en el extranjero. 

4. Nóminas actualizadas de los administradores o administradoras, acompañadas 
de copias certificadas de las asambleas generales de socios o accionistas quft. 
acrediten sus respectivos nombramientos. 

5. Lista de socios o accionistas, acompañada de copias certificadas de las 
asambleas generales de socios o accionistas que acrediten la adquisición de 
sus respectivas cuotas de participación o acciones. 

6. Constancia de inscripción de la sociedad en el Registró de Información Fiscal 

7. Designación del o la responsable de comercio y el o la suplente respectivo o 
respectiva, con la descripción del cargo que desempeñan dentro de la 
empresa. 

8. Notificación expresa sobre el lugar destinado para el almacenaje de las 
sustancias químicas controladas, con la descripción de las medidas de 
seguridad adoptadas. 

9. Estimación programada por parte del solicitante, debidamente sustentada, 
sobre el tipo y cantidad J e sustancias químicas controladas que serán 
utilizadas para desarrollar la actividad lícita a la que se dedique. 

10.Reseña fotográfica de la fachada, lugar de almacenaje de la sede y las 
agencias o sucursales del operador de sustancias químicas controladas. 

11.Declaración jurada del solicitante sobre el uso y destino de las sustancias. 

12.Patente de industria y comercio. 

13.Constancia de inscripción ante la Superintendencia de inversión Extranjera,. 
en caso de ser parte de sociedades extranjeras. 

14.Cualquier otro requisito que establezca el Registro Nacional Único de 
Operadores.de Sustancias Químicas Controladas. 

Personas naturales 

Artículo 79. Para las personas naturales que requieran operar con sustancias 
químicas controladas, el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas fijará los requisitos análogos a los establecidos en el 
artículo anterior, adecuándolos a la naturaleza de la petición y al uso previsto. 

Otorgamiento y vigencia de la licencia 

Artículo 80. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, previa satisfacción de los requisitos pertinentes, entregará una 
licencia a nombre del operador en el cual deberá identificar las sustancias 
químicas controladas, las cantidades, las operaciones ó transacciones que se 
autorizan y la ubicación de los establecimientos donde se realizarán tales 
operaciones. Esta licencia será válida por doce meses, contados desde la fecha de 

su emisión. La solicitud de renovación deberá realizarse con al menos sesenta 
días continuos antes de su vencimiento 

Información actualizada 

Artículo 81. La información y constancias previstas en los artículos precedentes 
deberán mantenerse actualizadas. La renovación de la licencia no será acordada 
si, al tiempo de solicitarla, dicha actualización no se hallare satisfecha. A los 
efectos de la renovación o de la cancelación de la licencia, el Registro Nacional 

Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas podrá solicitar que a 
través de funcionarios o funcionarías de los organismos competentes se 
practiquen las inspecciones y fiscalizaciones que se juzguen convenientes. 

Rechizo de la inscripción o renovación de la licencia 

Articulo 82. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, rechazará la inscripción o la renovación de la licencia, según 
corresponda, por incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 78, 79 y 81 de 
esta Ley. 

Rechazada la inscripción o su renovación, deberá transcurrir un lapso de noventa 
días continuos, para que los interesados puedan consignar nuevamente los 
recaudos pertinentes a la tramitación respectiva. 

Sanciones administrativas 

Artículo 83. Sin perjuicio de otras sanciones que sean aplicables conforme a la 
legislación vigente, el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas, de oficio, podrá revocar o suspender las licencias de 
operadores de sustancias químicas, de conformidad con l#s siguientes causales: 

1. Causales de revocatoria definitiva: 

a. Por sentencia definitivamente firme mediante la cual el operador de 
sustancias químicas hubiere sido condenado por cualquiera de los delitos 
previstos en esta Ley. 

b. Falsedad, parcial o total, de la información y documentos suministrados. 

c. Cuando se determine el cese de las funciones del operador registrado por 
causa de quiebra, disolución o liquidación. 

2. Causales de suspensión de tres meses a seis años: 

a. Por incumplimiento de la obligación de informar y de las presentaciones 
que deban cumplirse conforme a esta Ley y demás disposiciones legales y 

reglamentarias aplicables. 

b. Ocultamiento de información y documentación ü otros eletnéntos, en 
cuanto obstruyeren el ejercicio por parte del Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas u otros órganos y entes que actúen en 
colaboración o coordinación, en la fiscalización a cargo de la autoridad 
competente. 

c. Por el incumplimiento de la obligación contenida en los artículos 107, 
108,109,110,111,112,121 y 126 de esta Ley. 

El término de la suspensión de la inscripción se impondrá, según la gravedad del 
incumplimiento, falta o infracción, de su reiteración y el perjuicio real que se 
verificare o el potencial que pudiese causarse, de acuerdo con los bienes 
jurídicos protegidos por esta Ley. 

En todo caso de revocación o suspensión de la licencia o certificado de operador 
de sustancias químicas, el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas a través de los funcionarios o funcionarías competentes, 
establecerá mediante los procedimientos de fiscalización e inspección a que se 
refiere esta Ley, la existencia física de las sustancias químicas controladas. 

Las sustancias químicas que se encuentren en posesión del operador de 
sustancias químicas que haya sido sometido a la sanción de revocación, serán 
objeto de decomiso. Las sustancias químicas que se hallen en posesión del 
operador de sustancia químicas que haya sido sometido a la sanción de 
suspensión, que excedan del término de doce meses, podrán ser objetó de 
enajenación á otro operador químico, previa aprobación del Registro Nacional 
Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, el cual supervisará'la 
transferencia de las sustancias de que se trate. Transcurridos sesenta días hábiles 
sin que se realice la enajenación, el registro declarará bajo pena de decomiso las 
respectivas sustancias. 

En los casos de suspensión de la licencia respectiva, se impondrá una multa entre 
cincuenta Unidades Tributarias (SO U.T.) y setenta y cinco Unidades Tributarias 
(75 U.T.). 

Notificaciones pertinentes 

Artículo 84. Cancelada o suspendida la licencia, el Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas, deberá informar al órgano 
rector. 

Sección tercera: de la importación y exportación 

Solicitud de permiso de importación o exportación 

Articulo 85. Los operadores de sustancias químicas controladas deberán solicitar 
al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, 
el permiso de importación o exportación de las sustancias químicas controladas, 
por lo menos con veinte días hábiles antes de la respectiva operación de 
embarque. 

La contravención de esta norma, dará lugar a las sanciones establecidas con 
respecto a las infracciones administrativas aduaneras, contempladas en la ley que 
regule la materia. 

Requisitos para importar o exportar 

Artículo 86. El operador de sustancias químicas controladas a los fines de 
tramitar el permiso de importación o exportación, deberá consignar los requisitos 
siguientes: 
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1. Identificación del operador de sustancias químicas controladas y el número de 
inscripción en el Registro Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas. 

2. Designación de la sustancia química por nombre y código numérico con que 
figure en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de 
Mercancías de la Organización Mundial de Aduanas. 

3. Peso neto de la sustancia química controlada a importar o exportar, expresado 
en kilogramos o fracciones. 

4. Peso bruto, forma de presentación y cantidad de bultos o envases de la 
sustancia química controlada. 

5. Cantidad de contenedores, en su caso. 

6. Información sobre el envío, respecto a la fecha prevista de entrada o salida 
del país, designación de la oficina de aduanas ante la cual se cumplirán con 
los trámites aduaneros de importación o exportación, modalidades de 
transporte e itinerario previsto, a fin de que se pueda verificar el mismo. 

7. Nombre, dirección, número de teléfono, número de fax, correo electrónico del 
proveedor o cliente, según el caso. 

Otorgamiento de los permisos 
Artículo 87. Los permisos para importar o exportar,, serán otorgados o negados, 
por el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, mediante acto motivado, dentro de los siete días hábiles siguientes a 
la presentación de la respectiva solicitud. Estos permisos serán otorgado^ por la 
cantidad de sustancia, previamente estimada. 

Forma de importación 

Artículo 88. Las operaciones aduaneras de las sustancias químicas controladas, 
deberán ser realizadas en una sola expedición, separadas de cualquier otra 
mercancía. 

Potestad para negar o limitar el permiso 

Artículo 89. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas podrá negar un permiso de importación o exportación de las 
sustancias químicas controladas por esta Ley, cuando reglamentariamente no se 
encuentren reunidas las condiciones establecidas para proceder a dicha 
autorización; e igualmente, podrá limitar el pedido de la sustancia cuando así lo 
juzgue conveniente o negar las solicitudes de cambio de aduanas, mediante acto 
administrativo motivado. 

Caducidad o revocatoria 

Artículo 90. Los permisos de importación o exportación, caducarán a los ciento 
ochenta días continuos a partir de su fecha de emisión y podrán ser utilizados 
una sola vez, para una sola sustancia química. En ningún caso, podrá exceder de 
la vigencia de la Ucencia otorgada al operador. 

En caso de anulación o revocatoria de la licencia del operador, se entenderán 
revocados o anulados los permisos de exportación o importación concedidos en 
ocasión de la misma. 

Notificación de comercio exterior 

Artículo 91. El responsable de comercio del operador químico deberá notificar 
al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, 
el tipo, cantidad e identificación de las sustancias que serán objeto de la 
operación de importación o exportación, así como el tipo de transporte y 
presentación, en un lapso no menor de siete días hábiles antes de la fecha 
estimada, a la entrada o salida de dichas sustancias del país. 

Notificaciones previas de exportación 

Articulo 92. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, es el órgano competente tanto para realizar las notificaciones 
previas de exportación a las autoridades competentes del país que realiza la 
correlativa importación, como para responder las notificaciones previas de 
exportación que realicen las autoridades extranjeras sobre las importaciones de 
sustancias químicas controladas por esta Ley, que tienen por destino el territorio 
nacional. 

Documentación para la declaración 
de las sustancias importadas 

Artículo 93. A los fines de la declaración de las sustancias importadas, ios 
funcionarios aduaneros o funcionarías aduaneras, deberán exigir la presentación 
de todos los documentos establecidos por la Ley Orgánica de Aduanas, los 
permisos de importación previstos en esta Ley, así como copia de la notificación 
de comercio exterior. Si no se cumpliere con todas las especificaciones que 
figuren en él permiso de importación correspondiente, las sustancias serán 
decomisadas por la autoridad aduanera y .se procederá de acuerdo con lo 
establecido en el artículo siguiente a los fines de la entrega de dichas sustancias a 
la autoridad competente. 

Declaración de las sustancias químicas 
controladas importadas 

Articulo 94. Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de llegada a la 
aduana habilitada, deberán ser declaradas las sustancias químicas controladas 
importadas, debiendo retirarlas el operador dentro de los treinta días continuos 
siguientes a la declaración. 

En caso que el operador no declare o no retire dichas sustancias en los términos 
indicados, las mismas adquirirán cualidad de nacionalizadas y serán 
decomisadas. El administrador o administradora de la aduana habilitada 
notificará al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, dentro de los cinco días hábiles siguientes contados a partir del 
decomiso. El Registro dispondrá de dichas sustancias, dentro de los quince días 
hábiles siguientes contados a partir de su notificación. 

Acta de remisión 

Artículo 95. A los fines de cumplir con lo previsto en el artículo anterior, el 
administrador o administradora de la aduana levantará-un acta donde constará lo 
siguiente: 

1. Identificación de la sustancia y peso de la misma, según permiso de 
exportación o conocimiento de embarque del país de origen. 

2. Tipo de embalaje, estado y marca del mismo. 

3. La motivación de la nacionalización o decomiso por parte del funcionario o 
funcionaría actuante. 

La custodia en sitio, antes y después de la nacionalización, y su traslado desde la 
sede de la aduana hasta el lugar que se designe, será realizada por la autoridad 
aduanera. 

Acta de recepción 

Artículo 96. El Registrador o Registradora Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas o el funcionario o funcionaría competente 
designado o designada por éste ó ésta, levantará un acta de recepción donde 
dejará constancia que las sustancias remitidas están conformes con las 
especificadas en el acta de remisión. 

Documentación para la declaración 
de las sustancias a ser exportadas 

Artículo 97. A los fines de la procedencia de la exportación de sustancias 
químicas controladas por esta Ley, los funcionarios o funcionarías de aduana 
deberán exigir la presentación de todos los documentos establecidos por la Ley 
Orgánica de Aduanas y el Arancel de Aduanas, los permisos de exportación 
previstos en esta Ley, así como copia de Ja notificación de comercio exterior. Si 
no se cumpliere con todas las especificaciones que figuren en el permiso de 
exportación, las sustancias serán decomisadas y se procederá a la remisión de las 
mismas al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, de acuerdo a lo establecido en esta Ley. 

Efectos de la falta de permiso 

Artículo 98. Si para la fecha de llegada o salida de las sustancias químicas 
controladas, se hubiere vencido, anulado, o no se hubiere tramitado el permiso de 
importación o exportación respectivo, salvo casos de comprobada fuerza mayor, 
se procederá al decomiso y se exigirá al contraventor el pago de los derechos, 
tasas y demás impuestos que se hubieren causado, si no fueren presentados con 
la declaración. Se notificará al Registro Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas, para que disponga de las sustancias decomisadas, de 
conformidad con la declaración de las sustancias químicas controladas 
importadas, sin peijuicio de las sanciones penales a las que haya lugar. 

Medios prohibidos 

Artículo 99. Se prohibe realizar operaciones de importación o exportación de 
sustancias químicas controladas, en encomiendas, bultos postales o 
correspondencias consignadas a un banco, dirigidas a almacenes de aduana, 
almacenes habilitados, aduanas generales de depósito, zonas francas o puertos 
libres. Los infractores serán sancionados con el decomiso y se procederá de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 11 de la Ley Orgánica de Aduanas, sin 
perjuicio de las sanciones penales a las que hubiere lugar. 

Aduanas habilitadas 

Artículo 100. El Ministerio del Poder Popular cón competencia en materia de 
finanzas, por requerimiento que efectúe el Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas, mediante resolución motivada, 
establecerá las aduanas habilitadas para las operaciones aduaneras relacionadas 
con sustancias químicas controladas. 

Consignación final ante el Registro Nacional Único 
de Operadores de Sustancias jQuimicas Controladas 

Artículo 101. Los importadores y exportadores de sustancias químicas 
controladas deberán consignar en el expediente llevado al efecto ante el Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, dentro de 
Un plazo no mayor a siete días hábiles de haberse concretado la operación 
aduanera, copia del documento de importación, exportación o del documento de 
embarque que certifique la entrada o salida de dicha sustancia del país. El 
incumplimiento de esta obligación acarreará multa equivalente entre ochenta 
Unidades Tributarias (80 U.T.) y ciento cincuenta Unidades Tributarias 
(150 U.T.). 

La autoridad de aduanas remitirá al Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, en los primeros diez días de cada mes, un 
informe detallado de las exportaciones e importaciones de las sustancias 
controladas, especificando: 

1. Nombre de la sustancia química. 

2. Peso neto, expresado en kilogramos. 
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3. País de origen y destino. 

4. Número del despacho de importación o exportación. 

5. Aduana de entrada o salida. 

6. Nombre del importador o exportador. 

Tránsito aduanero 

Artículo 102. No podrán ser objeto de la operación aduanera de tránsito, por el 
territorio nacional, las sustancias químicas controladas. La contravención de esta 
norma acarreará el decomiso de estas sustancias, en los términos previstos en la 
legislación aduanera, sin peijuicio de las sanciones penales contempladas en esta 
Ley. 

Trasbordo 

Artículo 103. La operación de trasbordo de sustancias químicas controladas, 
queda sujeta a la Ley Orgánica de Aduanas, su reglamento y a la notificación de 
comercio exterior establecido en esta Ley. 

Sección cuarta: del comercio, expendio y distribución 

Medidas de control al usuario final 

Artículo 104. En la cadena de comercialización, queda exceptuado de 
inscripción y autorización ante el Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, el usuario final de las sustancias químicas 
controladas. 

Precinto y etiquetado 

Artículo 105. Los envases que contengan las sustancias químicas controladas en 
cualquiera de sus formas y sean destinadas al mercado interno, sin perjuicio de lo 
establecido en las normas para el etiquetado y control de productos envasados 
dictados a tal efecto por los órganos competentes, deberán llevar un precinto de 
seguridad y serán etiquetados indicando la identificación del producto, 
contenido, porcentaje de concentración de la sustancia química controlada, 
unidad de medida, peso neto, peso bruto, número de inscripción en el Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, así como el 
nombre y razón social del envasador o del reenvasador, en caso de que se 
hubiere realizado tal operación. 

Notificación de comercio interno 
Artículo 106. El operador de sustancias químicas controladas que pretenda 
movilizar sustancias químicas controladas dentro del territorio nacional, deberá 
informar al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, sobre estas operaciones por los medios disponibles, previamente a 
su movilización. Los datos a ser suministrados serán establecidos por el Registro 
y cada movilización generará un número de control. 

Durante el traslado, el transportista deberá informar a la autoridad competente 
que así lo solicite, el número de control y la ruta a seguir. 

Prohibición de despacho a niños, niñas y adolescentes 

Artículo 107. Quien despache a niños, niñas y adolescentes las sustancias 
químicas controladas, será sancionado con multa equivalente entre cien 
Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas Unidades Tributarias (300 U.T.). 

La reiteración será sancionada con la suspensión de la licencia del operador, por 
un lapso comprendido entre tres meses y un año, según la gravedad del caso, sin 
perjuicio de las sanciones penales establecidas en esta Ley, para los delitos 
comunes. 

Sección quinta: de los registros internos llevados por los operadores 

Inventario 

Artículo 108. Los operadores de sustancias químicas controladas deberán 
mantener un inventario completo, fidedigno y actualizado de cada una de las 
sustancias químicas controladas que opere. 

Registro interno de transacciones 

Articulo 109. Todo operador de sustancias químicas controladas, deberá 
mantener un registro completo, fidedigno y actualizado en el que se registren los 
movimientos de estas sustancias, el cual deberá contener la información 
siguiente: 

1. Identificación y nombre de la sustancia. 

2. Cantidades recibidas. 

3. Cantidad producida, fabricada, preparada, elaborada o extraída. 

4. Cantidades importadas. 

5. Cantidad utilizada en la fabricación o preparación de otros productos. 

6. Cantidad vendida o distribuida internamente. 

7. Cantidad exportada. 

8. Cantidad en existencia. 

9. Cantidad perdida a causa de accidentes, sustracciones, desapariciones 
irregulares, excesivas o sospechosas, debidamente denunciadas en cada 
oportunidad ante la autoridad competente. 

10.Cantidad vencida. 

11.Cantidades transferidas entre depósitos o almacenes. 

12.Cantidad desechada. 

13.Cualquier otra información que el Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas establezca oportunamente, por sí o en 
coordinación con el órgano rector 

14.Fecha de la transacción. 

15.Nombre, dirección y número de inscripción ante el Registro Nacional Único 
de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, de cada una de las partes 
que realiza la transacción. 

ló.Presentación y uso de la sustancia química controlada. 

El inventario y registro a que se refiere esta sección, deberán realizarse de 
conformidad con lo previsto en el Código de Comercio. 

Obligación del informe mensual 

Artículo 110. Los operadores de sustancias químicas controladas deberán 
informar mensualmente al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas, con carácter de declaración jurada, los movimientos de 
las sustancias químicas controladas que figuren en el correspondiente registro 
interno de' transacciones. Esta información deberá presentarse durante los 
primeros siete días hábiles de cada mes. La información referida deberá ser 
firmada por el o la responsable de comercio del operador nombrado, conforme a 
lo previsto en esta Ley. 

Obligación de guardar inventarios y registros 

Artículo 111. Los inventarios y registros internos de transacciones deberán 
encontrarse a disposición del Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, del órgano rector y de los órganos de 
investigación penal, por un plazo de cinco años. 

Ubicación física de los registros y documentos 
Artículo 112. El operador de sustancias químicas controladas deberá informar al 
Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, el 
lugar donde se encuentren los registros e inventarios previstos en esta sección, 
así como los restantes de carácter societario, contable o de Cualquier otra 
actividad que se trate. 

Se informará al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, de todo traslado de 
los mencionados libros o documentos y el nuevo lugar donde han de encontrarse, 
así como su extravío, sustracción, deterioro o cualquier otra circunstancia fáctica 
o jurídica que obstaculice su normal utilización. 

Lugar físico para el inventario 
de sustancias químicas controladas 

Artículo 113. Los operadores de sustancias químicas controladas por está Ley, 
deberán informar en el momento de la inscripción ante el Registro Nacional 
Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, los lugares físicos de 
operaciones y almacenamiento donde se pueda inspeccionar, fiscalizar o 
constatar la existencia de las mismas. 

Cualquier modificación del lugar físico de ubicación de las sustancias deberá ser 
informada, antes de ocurrir el cambio. 

Sección sexta: medidas de control operativo 

Competencia 

Articulo 114. Para la aplicación de medidas de control de carácter operativo, con 
el fin de evitar que las sustancias químicas controladas sean desviadas de sus 
actividades licitas hacia la producción, fabricación o elaboración ilícitas de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, de acuerdo a las disposiciones de esta 
sección, son competentes: 

1. La Oficina Nacional Antidrogas. 

2. La Fuerza Armada Nacional Bolivariana. 

3. El Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas. 

4. El Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana. 

5. La autoridad nacional con competencia en materia de control aduanero y 
tributario. 

Fiscalización a los establecimientos 

Artículo 115. Son competentes para instruir la práctica de este tipo de 
fiscalizaciones: 

1. El Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas -
Controladas, por si o por requerimiento del órgano rector. 

2. El Ministerio Público, en el marco del desarrollo de las investigaciones 
penales relacionadas con esta materia. 

Quedan facultados o facultadas los funcionarios acreditados o funcionarías 
acreditadas por la Guardia Nacional Bolivariana, el Cuerpo de Policía Nacional y 
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el Cueipo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, a través de 
sus unidades especializadas en materia de lucha contra el tráfico ilícito de 
drogas, para realizar fiscalizaciones a los establecimientos de los operadores de 
sustancias químicas controladas, cuando la inspección haya sido instruida por los 
órganos competentes, a lo fines de cotejar la información suministrada por éstos, 
con relación al movimiento de su inventario, así como verificar el uso y destino 
de este tipo de sustancias. En el ejercicio de tales funciones, los funcionarios o 
funcionarías tendrán acceso a todas las dependencias del establecimiento, 
cualquiera sea su carácter, incluyendo las oficinas comerciales, aun cuando unas 
y'otras se encuentren en lugares diferentes. 

Acta final 

Artículo 116. Terminada la fiscalización se levantará un acta por triplicado, con 
indicación de lugar, fecha y hora, señalándose en ella lo observado, pudiendo el 
o la responsable de comercio del operador, o en su defecto el propietario o 
propietaria del establecimiento, su representante legal debidamente acreditado o 
acreditada o la persona que se encontrare a cargo del mismo, hacer constar los 
alegatos que considere conveniente. Si fuere necesario agregar cualquier 
documento al acta deberá hacerse en el mismo acto, pero en el caso de que no 
fuere posible hacerlo en original, podrá ser consignado por el operador de 
sustancias químicas controladas, en copia, en un plazo no mayor de tres días 
contados a partir del levantamiento de la correspondiente acta, en la cual se 
deberá dejar constancia de este hecho. El acta deberá ser firmada por todos los 
participantes. 

Cuando la persona que asistió al procedimiento se negare a firmar, el funcionario 
o funcionaría recurrirá a personas que testifiquen la lectura de la misma y de la 
negativa a firmarla. 

Una copia del acta será entregada al operador de sustancias químicas 
controladas, la otra copia se enviará al órgano rector y la original irá al Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas. Sin 
perjuicio de las sanciones administrativas a las que hubiere lugar; si se hallaren 
elementos de convicción suficientes, las autoridades competentes notificarán al 
Ministerio Público con el objeto de que se inicie la investigación penal 
correspondiente. 

Inspecciones al transporte en territorio nacional 

Articulo 117. La Fuerza Armada Nacional Bolivariana y el Cuerpo de Policía 
Nacional Bolivariana podrán inspeccionar, en todo el territorio nacional, los 
medios de transporte empleados por los operadores y usuarios finales para el 
movimiento de las sustancias químicas controladas, así como también las 
respectivas mercancías. Estas inspecciones podrán ejecutarse de forma 
documental, física o ambas en caso de ser necesario. 

Inspecciones en aduanas 

Articulo 118. La autoridad nacional en materia de aduanas, por si misma o por 
intermedio de sus auxiliares en el resguardo aduanero, inspeccionarán las 
operaciones de comercio exterior de las sustancias químicas controladas, según 
esta Ley. Estas inspecciones podrán ejecutarse de forma documental, física o 
ambas en caso de ser necesario. 

Comisión de un hecho punible 
Artículo 119. Cuando del resultado de las inspecciones realizadas pudiere 
acreditarse la comisión de un hecho punible, los funcionarios o funcionarías 
actuantes elaborarán un informe circunstanciado al cual acompañarán copia del 
acta respectiva y lo remitirán al Ministerio Público. Copias del informe serán 
remitidas al Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas y al órgano rector. 

Muestras 

Artículo 120. Los funcionarios o funcionarías competentes que realicen las 
fiscalizaciones e inspecciones podrán tomar muestras. Dichas muestras podrán 
ser de materia prima, de productos en fase de elaboración o terminados. Las 
muestras deberán ser identificadas y representativas del lote y serán recogidas en 
número de tres y precintadas por medio de sellos o lacres que eviten cambios o 
sustituciones. Los empaques o envoltorios de las muestras deberán ser firmados 
por los funcionarios o funcionarías actuantes y los o las testigos, si los hubiere. 
De estas tres muestras, una considerada original, se empleará para el análisis de 
laboratorio, el cual se realizará con la participación del interesado si éste así lo 

solicitare; la segunda, considerada duplicado, se reservará por los funcionarios o 
funcionarías para una eventual experticia judicial; y la tercera, o triplicado, 
quedará en poder del Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias 
Químicas Controladas, para que se analice conjuntamente con el duplicado en la 
experticia o para contra verificación. En el acta que se levante, se individualizará 
el o los productos objeto de la muestra, con los detalles relativos a rotulación o 
etiquetas, naturaleza de la mercancía y denominación exacta del material en 
cuestión, a fin de establecer la autenticidad de las muestras. 

Notificación de los resultados del análisis de muestras 

Artículo 121. El órgano competente que haya practicado el análisis de las 
muestras, deberá informar dentro de los cinco días de realizado el análisis, al 
organismo requirente los resultados obtenidos, una vez culminadas las pruebas 
correspondientes. El original de éstos se agregará al expediente respectivo, y si 
fuere pertinente se enviará a las autoridades competentes a los fines de iniciar el 
correspondiente procedimiento. 

El órgano requirente deberá informar al operador de sustancias químicas 
controladas, del resultado del análisis a las muestras tomadas. 

Sección séptima: informes especiales 

Reporte de actividades sospechosas 

Artículo 122. Los operadores de sustancias químicas controladas deben informar 
de inmediato y de manera simultánea al Registro Nacional Único de Operadores 
de Sustancias Químicas Controladas y al órgano rector, las operaciones o 
transacciones que pudieran dar motivos razonables para considerar que aquellas 
sustancias podrían estarse desviando a usos ilícitos, mediante los mecanismos 
establecidos para tal efecto. 

El reporte de actividades sospechosas no acarreará para el operador de sustancias 
químicas que lo presente, responsabilidad civil ni administrativa. 

Supuestos 

Artículo 123. Se considerará que existen supuestos razonables para reportar 
actividades irregulares cuando: 

1. El suministro se haya de efectuar por medios de transporte y rutas en 
circunstancias distintas a las utilizadas habitualmente de acuerdo al tipo de 
operaciones. 

2. El suministro solicitado se deba realizar de forma inmediata a cambio de 
sobreprecio que exceda significativamente el valor normal de la mercancía. 

3. El pago de la transacción comercial se realice en papel moneda, ron medios 
de pago diferentes a los establecidos habitualmente o que no generen registros 
en el sistema bancario nacional. 

4. Exista una petición para cargar las sustancias químicas dentro de 
contenedores, cuando no se justifique. • 

5. Exista petición de entrega o de envío de una cantidad inusual o exorbitante de 
sustancia química controlada. 

6. El transportista no exhiba al operador de sustancias químicas controladas su 
licencia correspondiente debidamente otorgada por el Registro Nacional 
Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas. 

7. La orden de compra sea presentada por personas naturales ó jurídicas que no 
posean la correspondiente licencia de operador de sustancias químicas 
controladas. 

8. Las sustancias químicas controladas no se encuentren debidamente 
identificadas o no cumplan con las disposiciones de etiquetado establecidas 
en esta Ley. 

9. Cualquier otra determinada oportunamente por el Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas o el órgano rector. 

Notificación sobre las pérdidas o desapariciones 

Artículo 124. Los operadores deberán notificar de inmediato al Registro 
Nacional Único de Operadores dé Sustancias Químicas Controladas, respecto a 
las pérdidas o desapariciones irregulares de aquellas sustancias que se 
encuentren bajo su control. 

La no declaración inmediata de la perdida de sustancias por parte de los 
operadores de sustancias químicas controladas, acarreará la aplicación de multas 
entre cien Unidades Tributarias (100 U.T.) y trescientas Unidades Tributarias 
(300 U.T.) y en caso de reincidencia, se podrá suspender la licencia por el lapso 
de seis meses, sin peijuicio.de las sanciones penales que correspondan. 

Informes exhaustivos 

Artículo 125. Los informes y notificaciones a que refiere esta sección, deben 
contener toda la información disponible y ser proporcionados al Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, por el 
medio más expedito y, si corresponde,' cor. la mayor antelación posible a la 
finalización de la transacción. Verificada la información, el Registro Nacional 
Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, notificará lo 
pertinente al órgano rector. 

Confidencialidad 

Artículo 126. Las informaciones proporcionadas al Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas, por los operadores de 
sustancias químicas, están sujetas al principio de confidencialidad y no podrán 
ser divulgadas, salvo al Ministerio Público, a los órganos de investigación penal 
cuando actúen instruidos por aquél, al órgano rector, así como a los tribunales 
penales en que se sigan causas contra el respectivo operador de sustancias 
químicas. 

Obligación especial para corretaje 

Artículo 127. El operador de sustancias químicas controladas que se dedique a la 
actividad de corretaje de sustancias químicas controladas deberán informar, con 
carácter de obligatoriedad, al Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, de todas las actividades de corretaje en las que 
sea parte, ya sea que las transacciones llevadas a cabo tengan como destino el 
territorio nacional o no, dentro de un lapso de cuarenta y ocho horas hábiles, 
contadas desde el momento en que se cerró la negociación. 

Si el operador registrado como corredor realiza directamente operaciones de 
adquisición, transporte, importación, exportación o trasbordo de las sustancias 
químicas controladas, deberá observar, además, cada una de las disposiciones 
que rigen la materia. 
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TÍTULO V-
DEL CONSUMO Y EL PROCEDIMIENTO 

Capitula I 
Consumo 

Persona consumidora dependiente 
y consumidora compulsiva 

Articulo 128. Se entiende por persona consumidora dependiente, el consumidor o 
consumidora del tipo intensificado, que se caracteriza por un consumo á nivfl 
mínimo de dosis diaria generalmente motivado por la necesidad de aliviar 
tensiones. Es un consumo regular, escalando a patrones que pueden definirse 
como dependencia, de manera que se convierta en una actividad de la vida diaria, 
aún cuando el individuo siga integrado a la comunidad. 

El consumidor o consumidora de tipo compulsivo, está caracterizado por altos 
niveles de consumo en frecuencia e intensidad, con dependencias fisiológicas o 

psicológicas, de manera que el funcionamiento individual y social se reduce al 
mínimo. 

Persona consumidora experimental, 
ocasional o circunstancial 

Articulo 129. Se entiende por persona consumidora experimental aquella que 
sea motivada generalmente por la curiosidad en un ensayo a corto plazo y de 
baja frecuencia. 

El consumidor o consumidora de tipo ocasional se caracteriza por un acto 
voluntario que no tiende a la escalada, ni en frecuencia ni en intensidad, no se 
puede considerar como dependencia. El consumidor o consumidora de tipo 
circunstancial se caracteriza por una motivación para lograr un efecto anticipado, 
con el fin de enfrentar una situación o condición de tipo personal o vocacional. 

Medidas de seguridad social 

Artículo 130. El juez o jueza competente ordenará la aplicación del tratamiento 
de rehabilitación obligatorio, en un centro ' especializado, a las personas 
consumidoras y adicionalmente podrá aplicar separada o- conjuntamente las 
medidas de seguridad social siguientes: 

1. Reinserción social. 

2. Seguimiento. 

3. Servido comunitario. 

Sujetos o sujetas de medidas de seguridad social 

Articulo 131. Quedan sujetos o sujetas a las medidas de seguridad social 
previstas en esta Ley: 

1. El consumidor o consumidora civil o militar cuando no esté de centinela. 

2. El consumidor o consumidora que posea las sustancias a que se refiere esta 
Ley, en dosis personal para su consumo, entendida como aquella que de 
acuerdo a la tolerancia, grado de dependencia, patrón individual de consumo, 
características psicofísicas del individuo y la naturaleza de la sustancia 
utilizada en cada caso, no constituya una sobredosis. 

En estos casos, el juez o jueza apreciará racional y científicamente, la cantidad 
que constituye una dosis personal para el consumo, con vista al informe que 
presenten los expertos o expertas forenses, a que se refiere la retención del 
consumidor o consumidora para práctica de experticias. 

Tratamiento de la persona consumidora 

Artículo 132. El tratamiento de la persona consumidora, es un proceso de 
intervenciones muitidisciplinarias concretas que se inicia cuando la persona 
consumidora entra en contacto con un proveedor de servicios de salud u otro 
servicio comunitario, hasta que se complete el proceso de rehabilitación posible, 
con el propósito de recuperar un patrón de funcionalidad plena en lo personal, 
familiar, social y económico. 

Durante el proceso de tratamiento, se puede hacer residir o no a la persona , 
consumidora en un centro especializado de rehabilitación, a fin de reducir el 
daño creado por estas sustancias. 

El tratamiento de la persona consumidora siempre debe entrañar la 
desintoxicación de las sustancias que ha consumido. 

Reinserción social y servicio comunitario 

Articulo 133. La reinserción social consiste en lograr la capacidad de 
adecuación de la persona rehabilitada al medio social que le es propio, a los fines 
de garantizar su normal desenvolvimiento en la comunidad. 

El proceso de reinserción social incluye la enseñanza de un arte u oficio para 
aquellas personas que lo requieren, y el servicio comunitario para facilitar su 
reinserción mediante la responsabilidad y solidaridadsocial. 

Se entiende por servicio comunitario, la actividad de carácter temporal y 
obligatorio que debe cumplir la persona consumidora y dependiente de drogas, 
en beneficio de la comunidad. 

Seguimiento 

Articulo 134. El seguimiento es el proceso que consiste en supervisar y evaluar 
a la persona rehabilitada para evitar posibles recaídas en el consumo de las 

sustancias a las que hace referencia el Capítulo I del Título V de esta Ley y 
encomendar a la persona consumidora a uno o más especialistas para orientar su 
conducta y reinserción social, para prevenir la posible recaída en el consumo. 
Este seguimiento implica control periódico mediante exámenes toxicológicos 
ordenados y evaluados por médicos o médicas forenses y realizado por expertos 
especializados o expertas especializadas en la materia. 

Vigilancia y control de las instituciones 

Articulo 135. El órgano rector, el Ministerio Público y el Ministerio del IJpder 
Popular con competencia en materia de salud, vigilarán y controlarán, 
coordinados por el primero de ellos, en el área de su competencia, el 
funcionamiento de los centros de orientación familiar, de los centros de 
rehabilitación, desintoxicación y de reinserción social, para garantizar el 
cumplimiento de sus fines. 

Sometimiento de padres, representantes 
ola familia de la persona consumidora 

Articulo 136. El juez o jaeza, visto el informe que presenten los expertos o 
expertas, impondrá a los padres, representantes o a la familia de la persona 
consumidora, la obligación de someterse a las medidas de orientación relativas al 
tratamiento y rehabilitación d e la persona consumidora. El incumplimiento de la 
obligación impuesta en este artículo, dará lugar al cumplimiento de un servicio a 
favor de la comunidad. 

Privación de la patria potestad 

Artículo 137. El padre o la madre, podrá ser privado o privada de la patria 
potestad, en los casos siguientes: 

1. Por el consumo habitual que pudiere comprometer la salud, la seguridad o la 
moralidad de los hijos o bijas. 

2. Utilicen a sus hijos o hijas para cualquiera de los delitos tipificados en esta 
Ley. 

3. Incurran en las conductas delictivas previstas en el capítulo I del Título VI de 
esta Ley. 

4. Las demás previstas en la ley que regula la materia de niños, niñas y 
adolescentes. 

El procedimiento para p r i v a de la patria potestad al padre o a la madre, deberá 
aplicarse según lo dispuesto en la ley que regule la materia. 

Interdicción o inhabilitación 

Artículo 138. El juez o jueza penal, en el caso que la persona consumidora tenga 
perturbaciones mentales qne le impidan la administración de sus intereses según 
el informe de los expertos o expertas, remitirá al juez o jueza civil las 
actuaciones relativas a los fines de su interdicción o inhabilitación, si fuere 
procedente, de acuerdo a la legislación civil pertinente. 

Suspensión de la licencia o permiso para conducir 

Artículo 139. Quien fuere sorprendido o sorprendida conduciendo vehículos 
automotores terrestres y vehículos no motorizados, naves o aeronaves de 
cualquier tipo, bajo los efectos de estupefacientes o sustancias psicotrópicas, será 

sancionado o sancionada, sin perjuicio de las penas contempladas en otras leyes, 
con la suspensión de la licencia o el permiso de conducir por un tiempo no 
menor de seis meses, y la obligación de acudir a un centro de tratamiento, 
desintoxicación, rehabilitación y reinserción social, por el tiempo que le 
establezca el juez o jueza, tomando en cuenta la información suministrada por 
los especialistas en la materia, lo cua{ se notificará a la autoridad competente que 
otorga el permiso o licencia para conducir vehículos automotores terrestres, 
naves o aeronaves. Para obtener la revocatoria, el consumidor o consumidora 
deberá demostrar su rehabilitación por ante el juez o jueza competente, previo 
dictamen de los médicos o médicas forenses que establece esta Ley. 

Tampoco podrán conducir vehículos automotores terrestres, naves o aeronaves, 
los y las que se encuentren sometidos o sometidas a las medidas de seguridad 
previstas en esta Ley. 

Falta grave a las obligaciones en el trabajo 

Articulo 140. El trabajador o trabajadora, funcionario público o funcionarla 
pública, que por ley, convención colectiva del trabajo o por conveuio 
internacional, tenga prohibido por razones de seguridad e higiene laboral, el 
consumo de medicamentos que contengan estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas o de otra naturaleza que puedan alterar su capacidad física o 
psíquica, no podrá ejercer sus labores bajo los efectos de estos medicamentos, se 
considerará incurso en falta grave y se le seguirá el procedimiento establecido en 
la ley que rige la materia. Cuando estuviere obligado u obligada a consumir estos 
medicamentos por prescntpoóra médica, deberá obtener un certificado media) 
que así lo demuestre. 

Capítulo II 
Procedimiento 

Procedimiento por consumo 

Articulo 141. La persona <jue fuere encontrada consumiendo estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas. y/o que se declare consumidor o consumidora, o posea 
tales sustancias en dosis n o superior a la dosis personal para su consumo, 
establecido en el numeral 2 é á artículo 131 de esta Ley, a partir de su retención, 
será puesto inmediatameaie a b orden del Ministerio Público, el cual solicitará al 
Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, o a la Guardia 
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Nacional Bolivariana que se le practiquen las experticias toxicológicas de orina, 
sangre u otros fluidos orgánicos, así como la experticia químico-botánica de la 
sustancia incautada. Una vez efectuados los exámenes indicados, el Ministerio 
Público solicitará ante el juez o jueza de control, la libertad del consumidor o 
consumidora, al cual se le impondrá la obligación de presentarse ante un centro 
de rehabilitación especializado en tratamiento de drogas, hasta que se le 
practiquen los exámenes médicos, psiquiátricos, psicológicos y sociales. 

En caso de desacato, desobediencia o incumplimiento de la orden judicial por 
parte del consumidor o consumidora, el juez o jueza tomará las medidas que 
considere necesarias para hacer respetar y cumplir la misma. Se designará uno o 
dos expertos o expertas forenses, para que practiquen dichos exámenes y si se 
comprobare que es una persona consumidora, será sometido o sometida al 
tratamiento obligatorio que recomienden los o las especialistas y al programa de 
reinserción social, el cual será base del informe que presentará el o la fiscal del 
Ministerio Público ante el juez o jueza de control, quien decidirá sobre la medida 
de seguridad aplicable. 

Excepcionalmente, el juez o jueza podrá designar, previa juramentación, 
especialistas privados o privadas acreditados o acreditadas en la materia, para 
que practiquen los referidos exámenes. 

Medidas complementarias 
a las de seguridad social 

Articulo 142. Cuando a la persona se le aplique el procedimiento por consumo, 
el juez o jueza de control, conjuntamente con la medida de seguridad social 
aplicada, le ordenará la suspensión de la licencia de conducir vehículos 
automotores terrestres y vehículos no motorizados, naves o aeronaves y de la 
licencia de porte de armas, si fuere el caso. 

Procedimiento para el niño, niña 
o adolescente consumidor o consumidora 

Artículo 143. Cuando el consumidor o consumidora sea niño, niña o 
adolescente, se le aplicará este procedimiento y será competente para conocer el 
juez o jueza de la materia, y se citará a los padres o representantes del niño, niña 
o adolescente, si los hubiere, o a lá persona o institución determinada a cargo de 
quien se decida su cuidado o vigilancia; a los niños y niñas se Ies aplicarán las 
medidas de protección correspondiente, y a los o las adolescentes mientras dure 
el tratamiento, no podrán ser internados o internadas con adolescentes 
procesados o procesadas, sentenciados o sentenciadas por la comisión de hechos 
punibles. 

Reiteración en el consumo de sustancias 

Artículo 144. Cuando se compruebe el consumo reiterado de estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas, por parte de la persona consumidora que haya sido 
sometido o sometida a este procedimiento, el juez o jueza de control indicará su 
ingreso en un centro especializado de rehabilitación, por un término no mayor de 

un año para aplicarle el tratamiento que recomienden los o las especialistas del 
centro especializado de rehabilitación, para su desintoxicación en caso de 
requerirlo, tratamiento y reinserción social, y seguimiento donde fue atendido 
anteriormente por orden del trjbunal que conoció la causa. 

Cuando eluda o se sustraiga por cualquier medio al tratamiento de rehabilitación, 
reinserción social o seguimiento al que ha sido sometido o sometida por el juez o 
jueza de control, será internado o internada en un centro de rehabilitación por un 
término no menor de seis meses ni mayor de un año. 

Consumidor imputado o consumidora imputada 
por un hecho punible 

Artículo 145. El enjuiciamiento por hechos punibles no impide la aplicación de 
este procedimiento, cuando el imputado o imputada fuere consumidor o 
consumidora de cualesquiera de los estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 
En estos casos, todo lo relativo al consumo se decidirá por el juez o jueza de 
control en la audiencia preliminar, en el proceso por el cual se conoce del hecho 
punible cometido por el consumidor o consumidora, sin que por ello se paralice 
el proceso ordinaria. Si fuere un niño, niña o adolescente, en conflicto con la ley 
penal, se le aplicará el procedimiento de responsabilidad penal establecido en la 
Ley Orgánica para la Protección del Niño, Niña y Adolescente. 

Este procedimiento sólo se aplicará a aquellas personas consumidoras que no 
soliciten ni reciban voluntariamente tratamiento, en un centro especializado de 
rehabilitación. 

Prohibición de publicación de nombres y fotografías 

Articulo 146. Se prohibe la publicación de los nombres y fotografías por 
cualquier medio de las personas sometidas al procedimiento por el consumo de 
drogas. 

La violación de esta disposición se sancionará con multa comprendida entre 
cincuenta Unidades Tributarias (50 U.T.) y cien Unidades Tributarias (100 U.T.). 
Cuando dicha violación se cometa en peijuicio de un niño, niña o adolescente, se 
sancionará con el doble de la multa. 

Retención de la persona consumidora 

Articulo 147. La persona consumidora sometida a este procedimiento, bajo 
ninguna circunstancia podrá ser retenida en oficinas o sitios de detención de los' 
órganos de investigaciones penales o de las policías preventivas ni retenida con 
detenidos o detenidas por la comisión de hechos punibles mientras se le 
practiquen los exámenes dispuestos en este procedimiento. Si por la hora de la 
retención tiene que pernoctar en cualquier oficina o sitios de detención de un 

organo ae investigaciones penales o de policía preventiva, se tomarán tas 
previsiones para que no duerma con detenidos o detenidas por la presunta 
comisión de hechos punibles. Si fueren niños, niñas o adolescentes no podrán ser 
retenidos o retenidas, sino en establecimientos especiales para éstos o éstas, 
cuando no tuvieren padres o representantes. Los funcionarios públicos o 
funcionarías públicas que infrinjan esta disposición, serán enjuiciados o 
enjuiciadas por privación ilegitima de libertad. 

Decomiso y destrucción de las sustancias 

Artículo 148. El o la fiscal del Ministerio Público solicitará en su informe, el 
decomiso y destrucción de las sustancias incautadas y el juez o jueza de control 
lo autorizará, de acuerdo con lo pautado en el procedimiento para la destrucción 
de drogas. 

TÍTULO VI 
DE LOS DELITOS Y DE LAS PENAS 

Capítulo I 
De los delitos cometidos por la delincuencia organizada y de las penas 

Tráfico 

Articulo 149. El o la que ilícitamente trafique, comercie, expenda, suministre, 
distribuya, oculte, transporte por cualquier medio, almacene o realice actividades 
de corretaje con las sustancias o sus materias primas, precursores, solventes y 
productos químicos esenciales desviados a que se refiere esta Ley, aún en la 
modalidad de desecho, para la producción de estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas, será penado o penada con prisión de quince a veinticinco años. 

Si la cantidad de droga no excediere de cinco mil gramos (5000 grs) de 
marihuana, mil gramos (1000 grs) de marihuana genéticamente modificada, mil 
gramos (1000 grs) de cocaína, sus mezclas o sustancias estupefacientes a base de 
cocaína, sesenta gramos (60 grs) de derivados de amapola ó quinientas (500) 
unidades de drogas sintéticas, la pena será de doce a dieciocho años de prisión. 

Si la cantidad de droga excediere de los límites máximos previstos en el artículo 
153 de esta Ley y no supera quinientos gramos (500 grs) de marihuana, 
doscientos gramos (200 grs) de marihuana genéticamente modificada, cincuenta 
gramos (50 grs) de cocaína, sus mezclas o sustancias estupefacientes a base de 
cocaína, diez gramos (10 grs) de derivados de amapola o-cien (100) unidades de 
drogas sintéticas, la pena será de ocho a doce años de prisión. 

Quien dirija o financie las operaciones antes mencionadas, con las sustancias, sus 
materias primas, precursores, solventes o productos químicos esenciales 
desviados, a que se refiere esta Ley, aun en la modalidad de desecho y drogas 
sintéticas, será penado o penada con prisión de veinticinco a treinta años. 

Fabricación y producción ilícita 
Artículo 150. El o la que ilícitamente fabrique, elabore, refine, transforme, 
extraiga, prepare, mezcle o produzca las sustancias o químicos a que se refiere 
esta Ley, será penado o penada con prisión de quince a veinte años. 

El o la que dirija o financie estas operaciones, será penado o penada con prisión 
de veinticinco a treinta años. 

Tráfico ilícito de semillas, resinas y plantas 
Artículo 151. El o la que ilícitamente siembre, cultive, coseche, preserve, 
elabore, almacene, realice actividades de corretaje, trafique, transporte, oculte o 
distribuya semillas, resinas y plantas que contengan o reproduzcan cualesquiera 
de las sustancias a que se refiere esta Ley, será penado o penada con prisión de 
doce a dieciocho años. 

Si la cantidad de semilla o resina no excediere de trescieiltos gramos (300 grs) o 
las plantas a que se refiere esta Ley, no superan la cantidad de diez (10) 
unidades, la pena será de seis a diez años de prisión. En caso de ser plantas de 
marihuana genéticamente modificada la pena será aumentada a la mitad. 

El o la que dirija o financie estas operaciones, será penado o penada con prisión 
de veinticinco a treinta años. 

Sustracción y sustitución 

Articulo 152. Los funcionarios públicos o funcionarías públicas, miembros de la 
Fuerza Armada Nacional Bolivariana, de los organismos de investigaciones 
científicas, penales y criminalísticas, policiales o de seguridad de la Nación, que 
durante el proceso de incautación o posterior a él, o encargados de su guarda y 
custodia, destruya, modifique, altere, sustraiga, sustituya o desaparezca, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sustancias químicas, a que se refiere 
esta Ley, será penado o penada con prisión de doce a dieciocho años. 

El o la que durante el proceso de incautación o posterior a él, destruya, 
modifique, altere, sustraiga, sustituya o desaparezca estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas o sustancias químicas a que se refiere esta Ley, será penado o 
penada con prisión de ocho a doce años. 

Capitulo II 
Delitos comunes 

Posesión ilícita 

Articulo 153. El o la que ilícitamente posea estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas, sus mezclas, sales o especialidades farmacéuticas o sustancias 
químicas, con fines distintos a las actividades lícitas así declaradas en esta Ley o 
al consumo personal establecido en el articulo 131 de esta Ley, será penado con 
prisión de uno a dos años. 
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A los efectos de la posesión se apreciará la detentación de una cantidad de hasta 
dos gramos (2 gis) para los casos de posesión de cocaína y sus derivados, 
compuestos o mezclas; hasta veinte gramos (20 grs) para los casos de marihuana, 
o hasta cinco grarnos (5 grs) dé marihuana genéticamente modificada y basta un 
gramo (1 gr) de derivados de amapola, que se encuentre bajo su poder o control 
para disponer de ella. 

En todo caso el juez o jueza determinará cuando sea necesario y utilizando la 
máxima experiencia de expertos o expertas como referencia, lo que pueda 
constituir una dosis personal de la sustancia correspondiente para una persona 
media. 

No se considerará bajo ninguna circunstancia, a los efectos de determinar el 
delito de posesión, aquellas cantidades que se detenten como pretexto de 
previsión o provisión que sobrepasen lo que podría ser teóricamente una dosis 
personal. 

Desvio de sustancias químicas 

Artículo 154. La persona que desvíe o transfiera las sustancias químicas de sus 
usos lícitos con fines ilícitos, será penada con prisión de ocho á diez años. 

Reetiquetamiento ilícito 

Artículo 155. Toda persona natural o jurídica, incluyendo sus socios, directores 
o directoras, empleados o empleadas, que haya obtenido la licencia de operador 
químico y reetiquete los contenedores de las sustancias químicas señaladas en las 
listas-del anexo I de esta Ley» para evadir los controles establecidos en este 
instrumento, será penada con prisión de seis a ocho años. 

Operaciones con licencia o permisos 
revocados; suspendidos o verítidos 

Artículo 156. Cualquier operador químico con licencia o. permiso a que se 
refiere esta Ley, revocado, suspendido o vencido que importe, exporte, traslade, 

distribuya, oculte, fabrique, deseche, elabore, retine; transforme, mezcle, 
prepare, produzca, transporte, almacene, asesore, financie, realice actividades de 
corretaje o cualquier transacción con las sustancias químicas controladas, será 
penado o penada con prisión de ocho a doce años. 

Corretaje ilícito 

Artículo 157. La persona que sin estar debidamente inscrita o habilitada como 
corredor ante el Registro Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas 
Controladas, actúe como intermediario o intermediaria en una operación llevada 
a cabo por operadores de sustancias químicas, será penada con prisión de seis a 
ocho años-

La misma pena se aplicará a los directores o directoras, administradores o 
administradoras, o representantes de la persona jurídica que incurran en los 
mismos hechos. 

Obtención de licencia mediante datos falsos 

Artículo 158. El o la que a fin de obtener la licencia de; operador de sustancias 
químicas, suministre ante el Registro Nacional Único de Operadores de 
Sustancias Químicas Controladas, datos y documentos falsos, será penado o 
penada con prisión de cuatro a seis años; además de las penas establecidas para 
los delitos concurrentes. 

Alteración de la composición en la mezcla no controlada 

Articulo 159. Toda persona natural, socios, directores o directoras, empleados o 
empleadas de toda persona jurídica, que haya obtenido la licencia de operador 
químico y el certificado de mezcla no controlada, que con posterioridad altere las 
proporciones inicialmente determinadas de las sustancias químicas que 
componen la mezcla, será penado o penada con prisión de cuatro a seis años. 

Obstaculización de la inspección 

Artículo 160. Toda persona natural, socios, directores o directoras, empleados o 
empleadas de toda persona jurídica, que haya obtenido licencia de operador 
químico e impida la entrada a funcionarios o funcionarías de la Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana, del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y 
Criminalísticas, del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana y a la autoridad 
nacional con competencia en materia de control aduanero y tributario, 
debidamente autorizados o autorizadas para la práctica de la inspección y 
fiscalización, o rehuse exhibir los registros internos previstos en esta Ley, en los 
establecimientos donde se produzcan, fabriquen, preparen, elaboren, desechen, 
reenvasen, distribuyan, comercialicen, al mayor o al detál, almacenen, importen, 
exporten, transborden o realicen cualquier tipo de transacción, tanto nacional 
como internacional, de sustancias químicas controladas, será penado o penada 
con prisión de uno a tres años. 

Utilización de locales, lugares o vehículos 
Articulo 161. El o la que sin incurrir en los delitos de tráfico, fabricación y 
producción ilícita y tráfico ilícito de semillas, resinas y plantas, destine un 
vehículo, local o lugar, para reunión dé personas que concurran para consumir 
las sustancias a que se refiere esta Ley, será penado o penada con prisión de 
cuatro a seis años. 

Si el lugar o local es público, abierto al público o destinado a actividades 
oficiales, o el vehículo está destinado a uso oficial o público, será penado o 
penada con prisión de seis a ocho años. 

Si se permite la concurrencia de menores de edad a dichos locales o lugares, o la 
utilización de vehículos, será penado o penada con prisión de ocho a doce años. 

Instigación 

Articulo 162. El o la que instigare públicamente a otro, por cualquier medio, a 
cometer cualquiera de los delitos previstos en esta Ley, será penado o penada por 
el solo hecho de la instigación: 

1. Con prisión de diez a treinta meses, si el delito al cual se instigare estuviere 
sancionado con pena de prisión de diez años en su límite máximo. 

2. Con prisión de diez a veinte meses, si la instigación fuese a un delito 
sancionado con pena de prisión inferior a diez años en su límite máximo y de 
seis años en su límite inferior. 

3. Con prisión de ocho a diez meses, si el delito al que se instigue estuviere 
sancionado con pena de prisión inferior a seis años en su límite máximo. 

4. Con prisión de tres a seis meses, si se instiga a incumplir las normas del 
Régimen Administrativo de esta Ley, cuya infracción sea sancionada con 
multa imponible por el Ministerio del Poder Popular u organismo competente 
o por sentencia judicial. 

Circunstancias agravantes 

Artículo 163. Se consideran circunstancias agravantes del delito de tráfico, en 
todas sus modalidades, fabricación y producción ilícita y tráfico ^lícito de 
semillas, resinas y plantas, cuando sea cometido: 

1. Utilizando niños, niñas o adolescentes, personas con discapacidad, a personas 
en situación de calle, adultos y adultas mayores e indígenas, en la comisión de 
los delitos previstos en esta Ley. 

2. Utilizando animales de cualquier especie. 

3. Por funcionarios públicos o funcionarías públicas, miembros de la Fuerza 
Armada Nacional Bolivariana, organismos de investigaciones penales o 
seguridad de la Nación, o por quien sin serlo usare documentos, uniforme o 
credenciales otorgados por estas instituciones, simulando tal condición. 

4. Por personas contratadas, obreros u obreras, que presten servicios en órganos 
o entes de la Administración Pública. 

5. Por el o la culpable de dos o más de las modalidades del tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

6. En el ejercicio de una profesión, arte u oficio sujeto a autorización o 
vigilancia por razones de salud pública. 

7. En el seno del hogar, institutos educacionales o culturales, deportivos o 
iglesias de cualquier credo. 

8. En expendios de comidas o alimentos, en centros sociales o lugares donde se 
realicen espectáculos o diversiones públicas. 

9. En establecimientos de régimen penitenciario o entidades de atención del 
Sistema Penal de Responsabilidad del Adolescente. 

10.En zonas adyacentes que disten a menos de quinientos metros (500 mts) de 
dichos institutos, establecimientos o lugares. 

1 l.En medios de transporte, públicos o privados, civiles o militares. 

12.En cuarteles, institutos o instalaciones castrenses. 

13.En las instalaciones u oficinas públicas de las ramas que constituyen el Poder 
Público a nivel nacional, estadal o municipal y en las empresas del Estado. 

14.En centros de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de la persona 
consumidora. 

En los casos señalados en los numerales 2, 7, 9, 10 y 13, la pena será aumentada 
de un tercio a la mitad; en los restantes casos la pena será aumentada a la mitad. 

Incitación e iñducción al consumo 

Artículo 164. El o la qüe con amenaza, engaño o violencia, logre que alguna 
persona consuma estupefacientes o sustancias psicotrópicas, será penado o 
pfcnada con prisión de seis a ocho años. 

El o la que incite o induzca a alguna persona al consumo de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, que produzcan dependencia física o psíquica, será 
penado o penada con prisión de cuatro a seis años. 

Suministro de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas a animales 

Articulo 165. El o la que ilícita o indebidamente suministre o aplique a cualquier 
animal estupefacientes o sustancias psicotrópicas, será penado o penada con 
prisión de dos a cuatro años. Cuando fueren animales de competencia, la pena se 
aumentará en un tercio. 

Quedan excluidos de esta disposición los y las especialistas, científicos y 
científicas debidamente facultados o facultadas por la autoridad competente, que 
las emplearen con fines de investigación. 

Incitación o inducción al consumo 
en actividades deportivas 

Artículo 166. Quien para obtener ventajas de cualquier naturaleza o causar 
peijuicio en un espectáculo o competencia deportiva, incite o induzca a un o una 
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deportista ai consumo de estupefacientes, sustancias psicotrópicas o que altere 
las condiciones naturales del o la deportista para obtener condiciones superiores 
de éste o ésta, será penado o penada con prisión de tres a cinco años. Si el delito 
se hubiere cometido mediante coacción moral, engaño o de manera subrepticia, 
la pena será aumentada a la mitad. 

Capítulo III 
Delitos militares 

Centinela militar y el consumo 
de estupefacientes o sustancias psicotrópicas 

Artículo 167. El o la centinela militar que consuma estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas o se encuentre bajo los efectos de las mismas, será penado o 
penada con prisión de uno a tres años, salvo las siguientes circunstancias: 

1. Si el hecho se comete en campaña, sin estar frente al enemigo, con prisión de 
uno a cinco años. Si de sus resultas se ocasiona algún daño de consideración al 
servicio, con prisión de seis a diez años. 

2. Si el hecho se ejecuta frente al enemigo, los rebeldes o los sediciosos, con 
prisión de dos a seis años. Si de sus resultas se ocasiona algún daño de 
consideración al servicio, con prisión de ocho a dieciséis años. 

Consumo durante el cumplimiento 
de un acto de servicio 

Artículo 168. Los y las integrantes de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
en situación de actividad, cualquiera sea su grado o jerarquía, que durante el 
cumplimiento de un acto de servicio consuma o se encuentre bajo los efectos de 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, será penado o penada con prisión de 
dos a seis años. Si el mismo delito se comete en campaña, la pena se duplicara. 

El enjuiciamiento de estos hechos punibles, no impide la aplicación del 
procedimiento de medidas de seguridad social en los casos de consumo de 
drogas. 

En caso de no estar de servicio, le será aplicado lo establecido en el artículo 
referido a la retención del consumidor o consumidora para práctica de 
experticias. En ambos casos, mientras dure el cumplimiento de las medidas de 
seguridad social, será suspendido o suspendida de su servicio en el respectivo 
componente. 

Contaminación de aguas, líquidos o víveres 

Artículo 169. El o la que contamine los depósitos de agua potable, líquidos y 
víveres de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, con estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas o sustancias químicas controladas, será penado o penada 
con prisión de diez a dieciocho años. 

El o la que contamine con estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sustancias 
químicas controladas, el agua potable de uso público o los artículos destinados a 
la alimentación pública, será penado o penada con prisión de diez, a dieciocho 
años. En este'último caso, será de la competencia de la jurisdicción ordinaria. 

Jurisdicción militar 

Artículo 170. Es competencia de la jurisdicción militar el enjuiciamiento de los 
delitos previstos en este capítulo, salvo lo contemplado en el segundo aparte del 
artículo 169, que será competencia de la jurisdicción ordinaria. 

Capítulo IV 
Delitos contra la administración de justicia 

Denegación de justicia 

Artículo 171. El juez o jueza que omita o rehúse decidir, bajo pretexto de 
ambigüedad, insuficiencia, contradicción o silencio de esta Ley, será penado o 
penada con prisión de cuatro a seis años. Si obrare por un interés privado, la pena 
se aumentará al doble. 

El juez o jueza que viole esta Ley o abuse del poder, en beneficio o perjuicio de 
un imputado o imputada, será penado o penada con prisión de seis a ocho años. 

Destino distinto de bienes 

Artículo 172. El juez o jueza que dé a los bienes incautados, confiscados o 
decomisados un destino distinto al previsto en esta Ley, será penado o penada 
con prisión de dos a seis años, y si ha sido en beneficio propio con prisión de 
cuatro a ocho años, sin peijuicio de la responsabilidad penal en la que haya 
incurrido por la comisión de otro delito. 

Fiscales del Ministerio Público 

Artículo 173. Los o las fiscales del Ministerio Público, que dolosamente no 
interpongan los recursos legales o no promuevan las diligencias conducentes al 
esclarecimiento de los hechos, a la rectitud de los procedimientos, al 
cumplimiento de los lapsos procesales y a la protección debida al imputado o 
imputada, en las causas relativas a la materia de drogas, serán penados o penadas 
con prisión de seis a ocho años e inhabilitación para el ejercicio de sus funciones 
por seis años, después de cumplida la pena. 

Peritos, expertos o expertas forenses 

Artículo 174. Los peritos, expertos o expertas forenses a los cuales se refiere 
esta Ley, que emitan informes falsos sobre los exámenes o peritajes solicitados 
por el Ministerio Público o las partes que deban presentarse ante la autoridad 
judicial, en las causas relativas a la materia de drogas, serán penados o penadas 
con prisión de seis a ocho años. 

Si el falso peritaje o informe ha sido causa de una sentencia condenatoria, la 
pena será de ocho a diez años de prisión. En ambos casos se aplicará la pena 
accesoria de inhabilitación para el ejercicio de su profesión o actividad por seis 
años, una vez cumplida ésta. 

Funcionarios o funcionarios, y auxiliares judiciales 

Artículo 175. Los funcionarios o funcionarías de los órganos de investigaciones 
penales, expertos o expertas, directores o directoras de internados judiciales, 
carcelarios, penitenciarios, correccionales, alguaciles y cualquier otro 
funcionario o funcionaría judicial que, dolosa o negligentemente violen los 
lapsos establecidos en esta Ley y provoquen retardo en el traslado del imputado 
o imputada a los actos del tribunal, a la realización o práctica de las experticias e 
informes requeridos, a la entrega de boletas y citaciones en cada caso o que se 
abstengan de enviarlos a la autoridad competente, o que violando disposiciones 
legales o reglamentarias omitan, incumplan o retarden un acto propio de sus 
funciones, o abusen del poder conferido en razón dg su cargo, serán penados o 
penadas con prisión de dos a cuatro años y destitución del cargo. 

En caso de que la conducta sea dolosa, procederá la inhabilitación para el 
ejercicio de la función pública por un lapso de seis años. 

Capitulo V 
Disposiciones comunes 

Reglas para la aplicación de las penas 

Artículo 176. Las penas previstas en este Título se aplicarán conforme a las 
reglas pertinentes del Código Penal, y el procedimiento aplicable será el 
establecido en el Código Orgánico Procesal Penal, con las disposiciones 
especiales que contiene esta Ley en materia de procedimiento para el consumidor 
o consumidora y de destrucción de sustancias incautadas. 

Requisitos para la suspensión condicional de la pena 

Artículo 177. El tribunal para otorgar la suspensión condicional de la pena, 
exigirá, además de los requisitos establecidos en el Código Orgánico Procesal 
Penal, el cumplimiento de los siguientes: 

1. Que no concurra otro delito. 

2. Que no sea reincidente. 

3. Que no sea extranjero o extranjera en condición de turista. 

4. Que el hecho punible cometido merezca pena privativa de libertad que no 
exceda de seis años en su límite máximo. 

Penas accesorias 

Artículo 178. Serán penas accesorias a las señaladas en este Título: 

1. La pérdida de la nacionalidad de venezolano o venezolana por naturalización, 
cuando se demuestre su participación directa en la comisión de uno de los 
delitos contemplados en los artículos 149,150,151 y 152 de esta Ley. 

2. La expulsión del territorio nacional, si se trata de extranjeros o extrajeras, 
después de cumplir la pena. 

3. La inhabilitación para ejercer la profesión o actividad, cuando se trate de los o 
las profesionales a que se refiere el numeral 6 del artículo 163 de esta Ley, a 
partir del momento en que comience a regir la pena, privativa de libertad. 
Dicha inhabilitación se publicará en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela y en un periódico de circulación nacional. 

4. La confiscación de los bienes muebles e inmuebles que se emplearen en la 
comisión de los delitos previstos en esta Ley, así como los efectos, productos 
o beneficios que provengan de los mismos. 

5. Las previstas en los artículos 405 y 407 del Código Orgánico de Justicia 
Militar para los delitos militares. 

Incautación y clausura de establecimientos 
Artículo 179. Durante el curso de una investigación penal por cualquiera de los 
delitos contemplados en esta Ley, el o la fiscal del Ministerio Público, con 
autorización del juez o jueza de control, ejecutará de inmediato y por cualquier 
medio, ante las instituciones respectivas, el congelamiento o inmovilización de 
activos, cuentas bancarias o cajas de seguridad, conforme á lo dispuesto en el 
Código Orgánico Procesal Penal, en materia de incautación, con el objetivo de 
preservar la disponibilidad de los bienes producto de actividades ilícitas o 
instrumentos utilizados para su comisión. 

Igualmente podrá solicitar la clausura preventiva de todo establecimiento 
comercial, y anexos o cualquier lugar abierto al público donde se haya infringido 
esta ley. 

- Reglas de responsabilidad penal 
para el consumidor o consumidora 

Artículo 180. Si bajo los efectos de alguna sustancia estupefaciente o 
psicotrópica se cometieren hechos punibles, se aplicarán las reglas siguientes: 

1. Si se probare que el sujeto o sujeta ingirió la sustancia estupefaciente o 
psicotrópica con el fin de facilitar la perpetración del hecho punible o de 
preparar una excusa, las penas correspondientes se aumentarán de un tercio a 
la mitad. -
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2. Si se probare que el sujeto o sujeta ha perdido la capacidad de comprender o 
querer, por empico de de dichas sustancias, debido a caso fortuito o 
fuerza mayor, quedara exento de pena. 

3. Si no fuere probada ninguna de las circunstancias a que se contraen las dos 
reglas anteriores y resultare demostrada la perturbación por causa del 
consumo de las sustancias a que se refiere este articulo, se aplicarán sin 
atenuación las penas correspondientes al hecho punible cometido. 

4. No es punible la persona consumidora cuando su dependencia compulsiva |ea 
tal, que tenga los efectos de una enfermedad mental que le haga perder la 
capacidad de comprender y de quercr. 

5. Cuando el estado mental sea tal, que atenúe en alto grado la responsabilidad 
sin excluida totalmente, la pena establecida para el delito o falta se rebajará 
conforme a las reglas estableadas en el Código Penal. 

Competencia y procedimiento 
para niños, niñas y adolescentes 

Artículo 181. Quien incurra en cualesquiera de los hechos punibles previstos en 
esta Ley, siendo niños, niñas o adolescentes, se le seguirá, de acuerdo con lo 
establecido en el articulo 2 de la Ley Orgánica para la Prolección de Niños, 
Niñas y Adolescentes, las medidas de protección si es niño o niña, o el 
procedimiento del Sistema Penal de Responsabilidad, si es adolescente, de 
conformidad con la ley que regula la materia. 

Servicio especializado para la administración 
y enajenación de bienes 

Articulo 182. El Ejecutivo Nacional mediante decreto creara un servicio 
especializado, desconcentrado, dependiente del órgano rector para la 
administración y enajenación de los bienes asegurados, incautados, decomisados 
y confiscados, que se emplearen en la comisión de los delitos investigados de 
conformidad a » esta Ley o sobre los cuales existan elementos de convicción de 
su procedencia ilícita 

Bieias asegurados, incautados y confiscados 

Artículo 183. El juez o jueza de control, previa solicitud del o la fiscal del 
Ministerio Público, ordenará la incautación preventiva de los bienes muebles e 
inmuebles que se emplearen en la comisión del delito investigado de 
conformidad con esta Ley, o sobre los cuales existan elementos de convicción de 
su procedencia ilícita. Mientras se crea el servicio especializado de 
administración de bienes incautados, los bienes antes señalados serán puestos a 
la orden del órgano rector para su guarda, custodia, mantenimiento, 
conservación, administración y uso, el cual los podrá asignar para la ejecución de 
sus programas y los que realicen los entes y órganos públicos dedicados a la 
prevención y represión de ios delitos tipificados en esta Ley, así como a los entes 
y órganos públicos dedicados a ios programas de prevención, tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social de la persona consumidora. Se exonera de tal 
medida al propietario o propietaria, cuando concurran circunstancias que 
demuestren su falta de intención, lo cual será resuelto en la audiencia preliminar. 

En caso de ser alimentos, bebidas, bienes perecederos o de difícil administración 
incautados preventivamente, el o la fiscal del Ministerio Público solicitará al juez 
o jueza de control su disposición y venta anticipada. El juez o jueza de control, 
previo inventarío de los mismos, y habiendo escuchado a los terceros interesados 
o terceras interesadas de buena fe, autorizará, de ser procedente, su venta o 
utilización con fines, sociales para evitar su deterioro, daño o pérdida. El 
producto de la venta de los mismos será resguardado hasta que exista sentencia 
definitivamente firme.' 

Cuando exista sentencia condenatoria definitivamente firme, se procederá a la 
confiscación de los bienes muebles e inmuebles incautados preventivamente y se 
les destinará a los planes, programas y proyectos en materia de prevención, 
tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas consumidoras de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como a la prevención y represión 
de los delitos tipificados en esta Ley. En caso de sentencia absolutoria 
definitivamente firme, los bienes incautados preventivamente serán' restituidos a 
sus legítimos propietarios o propietarias. 

Administradores o administradoras especiales 

Artículo 184. El órgano rector podrá designar depositarios o depositarías, 
administradores o administradoras especiales a fin de evitar que los bienes 
incautados o decomisados se alteren, desaparezcan, deterioren, disminuyan 
considerablemente su valor económico o destruyan, quienes deberán someterse a 
las directrices del órgano rector y presentarle informes periódicos de su gestión. 
Estas personas adquieren el carácter de funcionarios públicos o funcionarías 
públicas a los fines de la guarda, custodia, uso y conservación de los bienes y 
responderán administrativa, civil y penalmente ante el Estado venezolano y 
terceros agraviados o agraviadas. 

Procedimientó especial en decomiso de bienes 

Articulo 185. Transcurrido un año desde que se practicó la incautación 
preventiva sin que haya sido posible establecer la identidad del titular del bien, 
autor, o partícipe del hecho, o éste lo ha abandonado, el o la fiscal del Ministerio 
Público solicitará al tribunal de control su decomiso. A tales fines, el tribunal de 
control ordenará al órgano rector que notifique mediante un cartel publicado en 
un diario de circulación nacional, el cual indicará las causas de la notificación, 
procediendo a consignar en el expediente respectivo la página en la cual fue 
publicado el cartel. 

Dentro de los treinta días siguientes a la publicación del cartel, los legítimos 
interesados -deberán consignar, ante el citado tribunal de control, escrito 
debidamente fundado y promover los medios probatorios que justifiquen el 
derecho invocado. Transcurrido el referido lapso, sin que los legítimos 
interesados hayan hedió oposición alguna, el juez o jueza acordará el decomiso 
del bien. 

Si existiere oposición, el juez o jueza notificará al fiscal del Ministerio Público, 
para que dentro de los cinco días siguientes a la notificación, conteste y consigne 
pruebas. Si no se ha presentado medio probatorio alguno o si el punto es de mero 
derecho, el juez o jueza decidirá sin más trámites de manera motivada dentro de 
los tres días siguientes al vencimiento del término anterior. Esta inddencia no 
interrumpirá el proceso penal. 

En caso de haberse promovido medios probatorios, el juez o jueza convocará a 
una audiencia oral, que se celebrará dentro de los ocho días siguientes a la 
publicadón del auto respectivo. En la audiencia el o la fiscal del Ministerio 
Público y el legítimo interesado, expondrán oralmente sus alegatos y presentarán 
sus pruebas. Al término de la audiencia, el juez o jueza decidirá de manera 
motivada. La decisión que dicte el juez o jueza es apelable por las partes, dentro 
de los cinco días siguientes. 

Si el legítimo interesado no se presenta a la audienda convocada por el tribunal, 
sin causa debidamente justificada, se declarará desistida su oposidón y se 
acordará el decomiso del bien. Contra dicha decisión no se admitirá recurso 
alguno. 

Cuando la decisión del tribunal de control mediante la cual acuerda el decomiso, 
se encuentre definitivamente firme, el bien pasará a la orden del órgano rector. El 
juez o jueza ordenará a los órganos competentes, que expidan los títulos o 
documentos respectivos que acrediten la propiedad del bien a favor del órgano 
rector. 

Devolución de bienes 

Articulo 186. El tribunal de control a los efectos de decidir sobre la devolución 

de los bienes referidos en el artículo anterior deberá tomar en consideradón que: 

1. El interesado acredite debidamente la propiedad sobre el bien objeto del 
procedimiento de decomiso. 

2. El interesado no tenga ningún tipo de participación en los hechos objeto del 
proceso penal. 

3. El interesado no adquirió el bien o algún derecho sobre éste, en circunstancias 
que razonablemente lleven a concluir que los derechos fueron transferidos 
para evadir una posible incautación preventiva, confiscación o decomiso. 

4. El interesado haya hecho todo lo razonable para impedir el uso de los bienes 
de manera ilegal. 

5. Cualquier otro motivo que a criterio del tribunal y de conformidad con las 
reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de 
experiencia, se estimen relevantes a tales fines. 

Bienes en abandono 

Articulo 187. Transcurridos seis meses de finalizado el proceso penal, con 
sentencia absolutoria, sin que el titular del bien proceda a su reclamo, el o la 
fiscal del Ministerio Público solicitará al tribuna) de control, su decomiso. A 
tales efectos, el tribunal de control ordenará al órgano rector que notifique 
mediante un cartel publicado, en un diario de circulación nacional, el cual 
indicará las causas de la notificación y consignará en los autos del tribunal la 
página del diario en que hubiere aparecido el cartel. 

En todo caso, transcurridos treinta días contados a partir de la consignación del 
cartel, sin que quienes tengan legítimo interés sobre el bien lo reclamen, se 
considerará que opera el abandono legal y el juez o jueza acordará el decomiso a 
la orden del órgano rector. 

En caso de devolución, los gastos ocasionados por el mantenimiento y 
conservación del bien correrán a cargo del titular del bien. 

Estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas sin valor de cambio 

Artículo 188. Los estupefacientes o sustancias psicotrópicas y los químicos 
esenciales para su elaboración a que se refiere esta Ley, incautados por los 
órganos de investigación penal, o los que fueren confiscados por los tribunales 
competentes, no tendrán ningún valor de cambio cuantificable en dinero, ni se 
podrá hacer publicidad de dicho valor, y el destino de los mismos se decidirá de 
conformidad con lo previsto en el artículo 192 de la presente Ley. Los o las 
denunciantes y aprehensores, funcionarios o funcionarías o no, de las sustancias 
a que se refiere esta Ley y de los efectos decomisados, no tendrán derecho a 
ningún tipo de remuneración u obvención a que se refieren las leyes. 

Imprescriptibilidad 

Artículo 189. No prescribirán las acciones judiciales dirigidas a sancionar los 
delitos previstos en los artículos 149,150, 151 y 152 de esta Ley. 

En los delitos comunes, militares y contra la administración de justicia 
establecidos en esta Ley, no se aplicará la llamada prescripción procesal, especial 
o judicial, sino únicamente la ordinaria. 
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Capítulo VI 
Procedimiento penal y la destrucción 

de estupefacientes y sustancias psicotrópicas 

Identificación provisional de las sustancias 

Artículo 190. Si la identificación de las sustancias incautadas no se ha logrado 
por experticia, durante la fase preparatoria de la investigación, la naturaleza de 
las sustancias a que se refiere esta Ley podrá ser identificada provisionalmente 
con un equipo portátil, mediante la aplicación de las máximas de experiencia de 
los funcionarios o funcionarías de los órganos de investigación penal o del o la 
fiscal del Ministerio Público que intervinieron en la captura o incautación de 
dichas sustancias. La guarda y custodia de estas sustancias estará a cargo y 
responsabilidad del órgano de policía de investigaciones penales que investigue 
el caso, en depósitos destinados a ello con todas las precauciones que fueren 
necesarias para su preservación hasta su destrucción. La muestra identificada de 
la cantidad decomisada será debidamente marcada por los funcionarios o 
funcionarías policiales. Se tomarán también todas las precauciones necesarias a 
fin de preservar la cadena dé custodia de las muestras hasta la audiencia del 
juicio oral, en la cual el o la fiscal del Ministerio Público podrá exhibir la 
muestra certificada a fines probatorios. En los casos de detención flagrante de un 
individuo con dediles u otro tipo de envase en el interior de su organismo, 
bastará para fines de identificación con la radiografía u otro medio técnico o 
científico que se le practique, o el informe de los médicos o médicas de 
emergencia que lo hubiesen atendido, hasta tanto se haga la experticia 
toxicológica de las sustancias. 

Remisión de las sustancias incautadas 
Artículo 191. Dentro de los treinta días consecutivos a la incautación, previa 
realización de la experticia pertinente, que constará en acta, a solicitud del o la 
fiscal del Ministerio Público, haya o no imputado, el juez o jueza de control 
notificará a la Dirección de Drogas, Medicamentos y Cosméticos del Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia de salud, antes de ordenar la 
destrucción de las sustancias; a objeto de que ésta solicite la totalidad o parte de 
ellas con fines terapéuticos o de investigación, indicándole a tal efecto la 
cantidad, clase, calidad y nombre de las sustancias incautadas. Deberá de la 
misma manera indicar la fecha final de los treinta días consecutivos dentro de los 
cuales el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, 
responderá si quiere o no dichas sustancias, las cuales les serán entregadas con 
las seguridades y previsiones del caso al responsable de esa Dirección. 

Cuando las sustancias no tengan uso terapéutico conocido, o teniéndolo se haya 
cumplido la fecha de su vencimiento o estuviesen adulteradas, conforme a los 
resultados que arroje la experticia previamente ordenada, el juez o jueza de 
control podrá eximirse de enviar la notificación al Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de salud, pero dejará siempre constancia en actas 
por cuál de los motivos indicados no hace la notificación. 

Cadena de custodia de las muestras 

Artículo 192. El o la fiscal del Ministerio Público ordenará el depósito de dichas 
sustancias en un lugar de la sede del órgano de investigaciones penales que 
investiga el caso y que reúna las condiciones de seguridad requeridas, y si no son 
de las que pueden ser entregadas al Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de salud, señalado en el artículo anterior, el Ministerio 
Público procederá a su destrucción una vez autorizado por el juez o jueza de 
control, previo aparte de una muestra debidamente marcada y certificada en caso 
que se justifique, velando porque la integridad de la cadena de custodia de la 
muestra se mantenga, la cual podrá ser promovida como prueba en el juicio oral. 

Destrucción de las sustancias incautadas 

Artículo 193. El juez o jueza de control autorizará a solicitud del Ministerio 
Público, la destrucción de las sustancias incautadas, previa identificación por 
expertos o expertas que designe al efecto, quienes constatarán su 
correspondencia con la sustancia declarada en el acta correspondiente. La 
destrucción dentro de los treinta días a su decomiso será preferentemente por 
incineración o, en su defecto, por otro medio apropiado de acuerdo a la 
naturaleza de las mismas, la cual estará a cargo del Ministerio Público y con la 
asistencia de un funcionario o funcionaría de la policía de investigaciones 
penales, un experto o experta de la misma y el operador del horno o del sistema 
de destrucción. Los mismos suscribirán el acta o las actas que por el 
procedimiento se levanten. El traslado para la destrucción de las sustancias se 
realizará con la debida protección y custodia. 

El Ministerio Público podrá designar en forma rotativa, uno de los distintos 
fiscales de la jurisdicción para ejecutar la destrucción ordenada de las sustancias 
en uno o varios casos. 

El juez o jueza de control autorizará, por cualquier medio, la destrucción de las 
sustancias incautadas, cuando se trate de una situación de extrema necesidad y 
urgencia debidamente justificada, a solicitud del Ministerio Público. 

La Comisión Permanente con competencia en materia de drogas de la Asamblea 
Nacional, podrá presenciar el procedimiento de destrucción de sustancias 
incautadas, en su función de control sobre la Administración Pública. 

De los órganos competentes 
de investigaciones penales 

Articulo 194. Son competentes como autoridades de policía de investigaciones 
penales bajo la dirección del Ministerio Público: 

1. El Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas. 

2. La Fuerza Armada Nacional Bolivariana, en sus componentes Ejército 
Boiivariano, Armada Bolivariana, Aviación Militar Bolivariana y Guardia 
Nacional Bolivariana. 

3. La Policía Nacional Bolivariana. 

4. Todos aquellos órganos de seguridad de la Nación que cuenten con capacidad 
técnica y científica. 

Es responsabilidad de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, en sus cuatro 
componentes, el resguardo aduanero y sanitario de las sustancias químicas 
controladas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas que regula esta Ley. 

TÍTULO v n 
DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 

Atribuciones especiales 

Articulo 195. El Consejo Nacional Electoral en coordinación con el órgano 
rector, tendrá a su cargo el control, vigilancia y fiscalización de las finanzas de 
las organizaciones con fines políticos, grupos de electores, agrupaciones de 
ciudadanos y ciudadanas y de las personas que se postulen por iniciativa propia, 
en relación con el origen y manejo de los fondos, a los fines de evitar que reciban 
aportes económicos provenientes de la comisión de los delitos establecidos en 
esta Ley, la legitimación de capitales o de actividades relacionadas con los 
mismos, para lo cual tendrá facultades de determinar, controlar, regular e 
investigar los fondos de finandanñento de las organizaciones con fines políticos. 

Funciones 

Artículo 196. Para el ejercicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Consejo 
Nacional Electoral podrá: 

1. Practicar auditorias. 

2. Revisar las cuentas bancarias o depósitos de cualquier naturaleza de partidos 
políticos o grupos de electores. 

3. Revisar los libros de contabilidad y administración, y los documentos 
relacionados con dichas actividades. 

4. Realizar las demás actividades que le atribuyan las leyes y los reglamentos. 

Unidad técnica especializada 

Artículo 197. A los fines del cumplimiento de las funciones establecidas en este 
Título, la Oficina de Finandamiento del Consejo Nacional Electoral, contará con 
una dependencia integrada por los funcionarios técnicos o funcionarías técnicas 
que sean necesarios o necesarias, los cuales deberán ser de reconocida autoridad 
en actividades de inspección, vigilancia y fiscalización de finanzas en los 
procesos electorales a realizarse en el ámbito nacional, regional, municipal y 
parroquial, quienes sustanciarán las investigaciones relacionadas con el origen y 
destino de los gastos y fondos de financiamiento de los candidatos postulados y 
candidatas postuladas, igualmente recibirá, organizará y coordinará los recaudos 
sobre el origen de los fondos mencionados. 

Obligación de los o las responsables 
de administración y finanzas 

Artículo 198. Si de las actividades mencionadas en los artículos anteriores 
surgieren irregularidades relacionadas con lo dispuesto en el artículo 196 de esta 
Ley, corresponderá a los o las responsables de la administración y finanzas de 
los partidos políticos o grupos de electores o electoras, o a los jefes o jefas de 
campaña, demostrar el origen o la licitud de los ingresos. 

Si no pudieren demostrar el origen de la licitud de los ingresos, las 
organizaciones con fines políticos, grupos áe eieciores o electoras, agrupaciones 
de ciudadanos y ciudadanas, los candidatos o candidatas de partidos políticos y 
de las personas que se postulen por iniciativa propia, serán sancionados o 
sancionadas con pena de seis a ocho años. 

CuanSo se demuestre mediante sentencia definitivamente firme, que los recursos 
utilizados en las campañas electorales por los administradores o administradoras 
de finanzas, jefes o jefas de campañas electorales de las organizaciones con fines 
políticos, grupos de electores o electoras, agrupaciones de ciudadanos y 
ciudadanas, y de las personas que sé postulen por iniciativa propia, provienen de 
las actividades ilícitas contempladas en esta Ley, serán penados o penadas con 
prisión de ocho a diez años e inhabilitación del ejercicio de sus funciones 
políticas por igual tiempo, después de cumplida la pena. 

Responsabilidad penal de los denunciantes 

Articulo 199. Las disposiciones previstas en este Título o en los artículos 
anteriores, no exoneran a las personas interesadas en dichas investigaciones de la 
responsabilidad penal que pueda corresponderles por las denuncias de hechos 
punibles, falsos o imaginarios, de conformidad con esta Ley, ni del resarcimiento 
de los daños causados a personas naturales o jurídicas. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, 
en coordinación con el órgano rector, dentro de los tres años siguientes a la 
entrada en vigencia de esta Ley, creará los centros de tratamiento y de 
rehabilitación de terapia especializada, que sean necesarios. 

Segunda. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de salud, 
en coordinación con el órgano rector, dentro de los cinco años siguientes a la 
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entrada en vigencia de esta Ley, creará la red nacional de tratamiento del 
consumo de drogas. 

Tercera. Los ministerios del Poder Popular con competencias en materia de 
educación, incorporarán dentro de la curricula educativa la prevención del 
consumo de drogas, dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia de 
esta Ley. Las instituciones educativas de la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana, los cuerpos policiales y los programas educativos en los centros 
penitenciarios tendrán la misma obligación. 

Cuarta. Dentro de un plazo no mayor de un año, contado a partir de la 
publicación de la presente Ley en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela, el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
industrias intermedias, hará efectiva la instalación y funcionamiento del Registro 
Nacional Único de Operadores de Sustancias Químicas Controladas, mientras 
tanto, se seguirán aplicando los controles vigentes relacionados al control y 
fiscalización de las sustancias químicas controladas. 

Quinta. Cualquier órgano o ente de la Administración Pública que tuviere por 
objeto, el control administrativo de las sustancias químicas controladas, cesará en 
sus funciones a la fecha de la instalación efectiva del Registro Nacional Único de 
Operadores de Sustancias Químicas Controladas, con excepción del registro 
llevado por la Dirección General de Armas y Explosivos, y dispondrá del 
término de treinta días siguientes contados a partir de la instalación del Registro, 
para la remisión de los expedientes de los operadores químicos que manejan las 
sustancias químicas controladas, inscritos en cada uno de tales órganos o entes. 

Sexta. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de interior y 
justicia conjuntamente con la Oficina Nacional Antidrogas, quedan encargados 
de la implementación y funcionamiento del Servicio de Administración y 
Enajenación de Bienes. 

El Servicio deberá integrarse e iniciar sus funciones dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia del decreto de creación. 

Se exceptúa al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, de la 
aplicación de las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica que Regula la 
Enajenación de Bienes del Sector Público no Afectos a las Industrias Básicas. 

El proceso de transferencia de los bienes puestos a la orden del órgano rector a 
que se refiere la presente Ley, se realizará al entrar en pleno funcionamiento el 
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes. 

Séptima. Las medidas preventivas relacionadas con el aseguramiento e 
incautación de bienes muebles o inmuebles, capitales, naves, aeronaves, 
vehículos automotores, semovientes y demás objetos que se emplearen o que 
sean producto de la comisión de los delitos establecidos bajo la vigencia de la 
anterior Ley Orgánica Contra el Tráfico Ilícito y el Consumo de Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas, se regirán por la presente Ley hasta que se dicte 
sentencia definitiva. 

Octava. Dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de esta 
Ley, se dictará el Reglamento de la misma. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Única. Se deroga la Ley Orgánica Contra el Tráfico Ilícito y el Consumo de 
Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela, N° 38.337 de fecha. 16 de diciembre de 
2005, y su reglamento parcial de fecha 5 de junio de 1996, publicado en la 
Gaceta Oficia! de la República de Venezuela N° 35.986 de fecha 21 de junio de 
1996. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera. La Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, previa opinión de la 
Sala Penal, atribuirá competencia penal en materia de drogas a los tribunales de 
control, de juicio, de ejecución, así como a las cortes de apelaciones, que 
considere necesario, para conocer, decidir y ejecutar, en forma exclusiva y 
excluyente de los demás tribunales de la República, de las causas derivadas de la 
perpetración de los delitos y faltas a que se refiere esta Ley y demás leyes que 
regulen la materia de drogas. Conocerán estos tribunales, de igual forma, de 
aquellos delitos o faltas que por razón de conexidad deban acumularse a las 
causas que se sigan en materia de drogas. 

Segunda. La Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, previa opinión de la 
Dirección Ejecutiva de la Magistratura, a solicitud de la Sala de Casación Penal, 
podrá crear tribunales de control, de juicio, de ejecución, así como salas de 
cortes de apelaciones para el conocimiento de las causas y recursos 
correspondientes a que se refiere esta Ley y demás leyes que regulen la materia 
de drogas. 

Tercera. Corresponderá a la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia la 
distribución territorial de los tribunales y salas de cortes de apelaciones 
especializados en la materia de drogas, y la creación del programa de rotación de 
jueces y juezas penales con competencia en materia de drogas, quienes quedarán 
excluidos o excluidas de la rotación que establece el Código Orgánico Procesal 
Penal. 

Cuarta. Los jueces y juezas especializados y especializadas en materia de 
drogas gozarán de especiales medidas de protección, así como a sus familiares, 
por parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, 
cuando así se requiera para su seguridad en razón de sus funciones, a solicitud 

del propio juez o jueza o del Ministerio Público y mientras persistan situaciones 
de peligro, de conformidad con la Ley de Protección de Víctimas, Testigos y 
Demás Sujetos Procesales, publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 38.536 de fecha 04 de octubre de 2006. 

De igual forma, los o las fiscales del Ministerio Público especializados o 
especializadas en materia de drogas, gozarán de las especiales medidas de 
protección en los términos señalados anteriormente. 

Quinta. La Escuela Nacional de la Magistratura, con la colaboración de la 
Oficina Nacional Antidrogas, capacitará a los jueces y juezas penales 
especializados y especializadas en materia de drogas. 

Igualmente, la Escuela Nacional de Fiscales del Ministerio Público, con la 
colaboración de la Oficina Nacional Antidrogas, capacitará a los o las Fiscales 
del Ministerio Público especializados y especializadas en materia de drogas. 

Sexta. Las acciones para perseguir a los contraventores de las disposiciones 
administrativas y las penas pecuniarias que a ellos se imponga por esta Ley, 
prescriben a los cinco años. La prescripción se computará de conformidad con lo 
previsto en el Código Civil. 

Séptima. Quedan excluidos de la aplicación de esta Ley, los grupos indígenas 
claramente determinados por las autoridades competentes, que consuman 
tradicionalmente el yopo en ceremonias mágico religiosas. 

Octava. La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación, en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Dada, firmada y sellada en él Palacio Federal Legislativo, sedé de la Asamblea 
Nacional, en Caracas, a los dieciocho días del mes de agosto de dos mil diez. 
Año 200° de la Independencia y 151° de la Federación. 

lacional 

LIS PÉREZ MARCANO 
igunda Vicepresidenta 

3. 
VÍCTOR CLÁ OSCÁN 

Subsep i 

Promulgación de la Ley Orgánica de Drogas, de Conformidad con 
lo previsto en el artículo 213 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela. 

Palacio de Miraflores, en Caracas, á los quince días del mes de 
septiembre de dos mil diez. Años 200° de la Independencia, 
151° de la Federación y 11° de la Revolución Bolivariana. 

Cúmplase, 
(LS.) 

Refrendado 
S Vicepresidente Ejecutivo 
(L.S.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular del 
Despacho de la Presidencia 
(LS.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular 
para Relaciones Interiores y Justida 
(LS.) 

HUGO CHAVEZ FRIAS 

ELIAS JAUA MILANO 

MARIA ISABELLA GODOY PENA 

TARECK EL AISSAMI 
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Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
Reladones Exteriores 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
de Planificación y Finanzas 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
para la Defensa 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
el Comercio 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
las Industrias Básicas y Minería 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
el Turismo 
(LS.) 

NICOLAS MADURO MOROS 

JORGE GIORDANI 

CARLOS JOSE MATA FIGUEROA 

RICHARD SAMUEL CANAN 

JOSE SALAMAT KHAN FERNANDEZ 

ALEJANDRO ANTONIO FLEMING CABRERA 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Agricultura y Tierras 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Educación Universitaria 
(LS.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Educación 
(LS) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
la Salud 
(LS.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
el Trabajo y Seguridad Social 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
Transporte y Comunicaciones 
(LS.) 

Refrendado 
E! Ministro del Poder Popular para 
Vivienda y Hábitat 
(LS.) 

JUAN CARLOS LOYO HERNANDEZ 

EDGARDO RAMIREZ 

JENNIFER JOSEFINA GIL LAYA 

EUGENIA SADER CASTELLANOS 

MARIA CRISTINA IGLESIAS 

FRANCISCO JOSE GARCES DA SILVA 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Energía y Petróleo 
(LS.) 

Refrendado 
El Ministro del Poder Popular para 
el Ambiente 
(LS.) 

RICARDO ANTONIO MOLINA PEÑALOZA 

R A F A E L D A R I O RAMIREZ CARRENO 

ALEJANDRO HITCHER MARVALDI 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular 
para Ciencia, Tecnología e Industrias Intermedias 
(LS.) 

RICARDO JOSE MENENDEZ PRIETO 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Comunicación y la Información 
(LS.) 

MAURICIO EDUARDO RODRIGUEZ GELFENSTHN 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
las Comunas y Protección Social 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
la Alimentación 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro ciel Poder Popular para 
la Cultura 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Poder Popular para 
el Deporte 
(LS.) 

Refrendado 
La Ministra del Poder Popular para 
los Pueblos Indígenas 
(LS.) 

Refrendado 
La Ministra del Poda- Popular 
para la Mujer y la Igualdad de Género 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro del Podo* Popular 
para Energía Eléctrica 
(LS.) 

Refrendado 
B Ministro de Estado para 
la Banca Pública 
(LS.) 

ISIS OCHOA CANIZALEZ 

CARLOS OSORIO ZAMBRANO 

FRANCISCO DE ASIS SESTO NOVAS 

HECTOR RODRIGUEZ CASTRO 

NldA MALDONADO MALDONADO 

NANCY PEREZ SIERRA 

ALI RODRIGUEZ ARAQUE 

HUMBERTO RAFAEL ORTEGA DIAZ 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

Decreto N° 7.772 01 de noviembre de 2010 

HUGO CHAVEZ FRIAS 
Presidente de la República 

Con el supremo compromiso y voluntad de lograr la mayor 
eficacia política y calidad revolucionaria en la construcción deí 
Socialismo, la refundación de la nación venezolana, basado en 
principios humanistas, sustentado en condiciones morales y 
éticas que persiguen el progreso de la patria y del colectivo, por 
mandato del pueblo, y en ejercicio de la atribución que me 
confiere el numeral 3 del artículo 236 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, y en concordancia con lo 
establecido en los artículos 4 y 20 de la Ley del Estatuto de ia 
Función Pública. 
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DECRETO 

Artículo 1°. Nombro encargado del Ministerio del Poder 
Popular para las Industrias Básicas y Minerías, al ciudadano 
JESUS ENRIQUE PAREDES ROSALES, titular de la Cédula de 
Identidad N° V- 3.114.641, mientras dure la ausencia 
temporal de su titular, quien viajará a la República Popular 
China en Misión Oficial. 

Artículo 2°. El lapso de duración de la encargaduría será 
desde el 2 de noviembre de 2010, hasta el 10 de noviembre de 
2010, ambas fechas inclusive. 

Dado en Caracas, al primer día del mes de noviembre de 2010. 
Años 200° de la Independencia, 151° de la Federación y 11° 
de la Revolución Bolivariana. 

Ejecútese, 
(L.S.) 

HUGO CHAVEZ FRIAS 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA RELACIONES 

INTERIORES Y JUSTICIA 

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 

RELACIONES INTERIORES Y JUSTICIA 
DESPACHO DEL MINISTRO 

200* y 151a 

N» 224 Fecha:. 
o VAGO. 2 0 1 0 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia, designado según 

Decreto N° 6.398 de fecha 09 de septiembre de 2008, publicado en la Gaceta Oficial 

de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.012 de fecha 09 de septiembre de 

2008, en ejercicio de las atribuciones que le confiere lo dispuesto en los artículos 34, 

40 y 77 numerales 2,12,16,18,19, 20 y 26 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de 

Ley Orgánica de la Administración Pública, artículos 13 de la ley de Reforma Pardal de 

la Ley del Estatuto sobre el Régimen de Jubilaciones y Pensiones de los Funcionarios o 

Empleados de la Administración Pública Nacional, de los Estados y de los Municipios y 

16 de su Reglamento; artículos 33 y 34 del Decreto sobre Organización y 

Funcionamiento de la Administración Pública; articulo 1, numerales 3 y 18 del Decreto 

N° 7.481 de fecha 15 de junio de 2010 publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 5.982 Extraordinario de fecha 25 de junio de 2010, en 

concordancia con los artículos 1 y 6 del Decreto N° 140 por el cual se dicta el 

Reglamento de Delegación de Firma de los Ministros del Ejecutivo Nacional, delego en 

el ciudadano JOSÉ LUÍS SILVA ORTA, titular de la cédula de identidad 

N° V-ll.900.663, Director General del Servicio Autónomo de Registros y Notarías 

(SAREN), las atribuciones y firmas de los actos y documentos que a continuación se 

especifican: 

a) Ordenar movimientos de personal, ingresos, reingresos, nombramientos, 
ascensos, reclasificaciones, cambio de estatus, traslados, encargadurías, 
licencias o permisos con o sin goce de sueldo, destituciones, remociones, 
reürcs, pensiones de jubilación o incapacidad, comisiones de servidos, 
vacaciones, conformación de horas extraordinarias de trabajo, postulaciones 
de becas a los funcionarlos, empleados y obreros adscritos al Servicio 
Autónomo de Registros y Notarías (SAREN), así como suscribir los contratos 

de servicios personales y honorarios profesionales que fueren necesarios. 

De Igual forma, efectuar nombramientos, remociones o retiros del personal 

que ocupe cargos de confianza, distintos a Directoras y Directores y/o 

Registradoras y Registradores adscritos a ese Servicio Autónomo. 

b) Certificación de copias de los documentos cuyos originales reposan en el 

Servicio Autónomo de Registros y Notarías (SAREN). 

c) Los movimientos de personal, liquidaciones de prestaciones sociales e 

intereses del personal del Servicio Autónomo de Registros y Notarías 

(SARBQ. 

d) Las circulares y comunicaciones emanadas de este Despacho, relacionadas 

con la administración del personal del Servido Autónomo de Registros y 

Notarías (SAREN). 

e) la correspondencia postal, telegráfica y radiotelegráfica, en respuesta a 

solicitudes dirigidas por particulares al Servido Autónomo de Registres y 

Notarías (SAREN). 

f) Los actos de suspensión de cargos, con o sin goce de sueldo, de los 

funcionarios públicos del Servicio Autónomo de Registros y Notarlas 

(SARBQ y su debida notificación. 

g) La notificación a los funcionarios públicos y personal obrero del Servicio 

Autónomo de Registros y Notarte (SAREN), de la aceptación de renuncias, 

reducciones de personal, jubtadones y pendones, destituciones, 

remociones, retiros, comisiones de servidos, traslados, ascensos, permisos, 

despidos y resolución de contratos. 

h) La revisión y ajustes que resulten de ios montas de las jubilaciones y 

pensiones de los empleados adscritos al Servido Autónomo de Registros y 

Notarías (SAREN), tomando en cuenta el nivel de remuneración que para el 

momento de la revisión tenga el último cargo que desempeñó ei jubtedo o 

jubilada. 

i) Aprobar, ordenar y tramitar ios gastos, pagos que afecten los créditos 

acordados al Servicio Autónomo de Registros y Notarías (SARBQ del 

Ministerio del Interior y Justicia en la Ley de Presupuesto y sus 

modificaciones, según los montos, límites y conceptos definidos para cada 

asignación presupuestaria, para lo cual deberá registrar su firma autógrafo 

en la Contrakxía General de la República, en cumplimiento de lo dispuesto 

en el articulo 48 del Decreto N° 3.776 que dicta el Reglamento N°ldela 

Ley Orgánica de la Administración Financiera del Sector Público sobre el 

Sistema Presupuestario, publicado en la Gaceta Oficial N° 5.781 

Extraordinario de fecha 12 de agosto de 2005. 

j) Solicitar ante la Oficina Nacional de Presupuesto, la programadón, 

reprogramación que afecten los créditos asignados al Servido Autónomo de 

Registros y Notarte (SAREN) del Ministerio del Interior y Justicia en la Ley . 

del Presupuesto, según lo establecido en el Decreto N° 3.776 de fecha 18 

de julio de 2005. 

k) Contratar la ejecución de obras y la prestación de servicios, la adquisición 

de bienes conforme a la Ley de Contrataciones Públicas y su Reglamento; 

suscripción de convenios y de ios contratos de arrendamiento, comodato y 

de servidos profesionales, así como la certificación de los documentos 

relacionados con los contratos y acreencias no .prescritas del Servido 

Autónomo de Registros y Notarte (SAREN). 

I) Aprobación de viáticos y pasajes, así como la suscripdón de los contratos de 

prestaciones de servidos que fueren necesarios del Servicio Autónomo de 

Registros y Notarte (SARBQ. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Decreto de fecha 17 de 

septiembre de 1969, por el cual se dicta el Reglamento de Delegación de Firma de los 

Ministros del Ejecutivo Nacional, publicado en la Gaceta Oficial N° 29.025 del 18 de 

septiembre de 1969, d^efgñdo fundonartorfie ĵresentará una rdadón detallada de 

los actos y docur̂ erítos que hubiere firmado en virtub^e eSb? delegación. 

Comuniqúese y Pi 
Por el Ejecutivo 

TUfóKELAISSA)fcv 
/\ MINISTRO 
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REPUBLICA BOLIVARIANA bE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 

RELACIONES INTERIORES Y JUSTICIA 
DESPACHO DEL MINISTRO 

2 0 0 ° y 151° 

275 11 0 4 *0V. 
Fecha. 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia, designado 
según Decreto N° 6.398 de fecha 09 de septiembre de 2008, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.012 de fecha 09 
de septiembre de 2008, en ejercicio de las atribuciones que le confiere lo 
dispuesto en los numerales 2, 13 y 19 del artículo 77 del Decreto con Rango, 
Valor y Fuera de Ley Orgánica de la Administración Pública; en concordancia 
con lo estableado enjos-aracuios b nomeralj y 20 numeral 9 de la Ley del 
Estatuto de la Fpntíón Pública y con lo previstoSaJos artículos 12 y 15 de la 
Ley de Regido Público y del Notariado, designíka la ciudadana ELSY 
MISAYDA /VERGARA ALARCÓN, titular de la \édula de identidad 
N° V- 13.6B2.201, para ocupar el cargo de RegistradorAPúbiica del Municipio 
Miranda del\Estado Mérida.K 

ComuníquSe\ Publíquese. 
Por el Ejecutivo^donal, 

TAAEGK̂LTAISSAMIX (fé 
MINISTRvDEL PODER POPULAR llsh 

PARA RELACIONES INTERIORES Y JUfn($fV J 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 

RELACIONES INTERIORES Y JUSTICIA 
DESPACHO DEL MINISTRO 

200° y 151° 

N» 276 
o * Nov. 2010 

Fecha_ 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para Reladones Interiores y Justida, designado 
según Decreto N° 6.398 de fecha 9 de septiembre de 2008, publicado en la 
Gaceta Ofidal .de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.012 de esa 
misma fecha, en ejerddo de las atribudones que le confiere lo dispuesto en los 
numerales 2 y 19 del artículo 77 del Decreto con Rango, Valor y Fuera de Ley 
Orgánica de la Administradón Pública, en concordancia con lo estableddo en el 
artículo 5 numeral 2 y 20jiumeidl b de Id Lüy ilel-Estatuto de la Fundón Pública 
y con lo previsto en^Tártículo 10 de la Ley de ReglstfiHiúblico y del Notariado, 
designa al dudadano JOSE LUIS SILVA ORTA, titube de la cédula de 
Identidad N°/V-l 1.900.663, Director General del Servido Autónomo de 
Registros y Nótarías (SAREN), adscrito a este Ministerio. | 

ComuníquotAy Publíquowi 
Por el Ejecuüv^ Nadonal, 

TARÉtyf EL AISSAMI \ fa 
M^HgTRO J m 

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 

RELACIONES INTERIORES Y JUSTICIA 
DESPACHO DEL MINISTRO 

200° y 151° 

N°_ 2 77 - 3 Fecha_ 
0 k KOV. 2010 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para Reladones Interiores y Justida, designado 
según Decreto N° 6.398 de fecha 09 de septiembre de 2008, publicado en la 
Gaceta Ofidal de la República Bolivariana dé Venezuela N° 39.012 de esa 
misma fecha, en ejercido de las atribuciones que le confiere lo dispuesto en los 
numerales 2 y 19 del artículo 77 del Decreto con Rango, Valor y Fuera de Ley 
Orgánica de la Administradón Pública; en concordanda con lo previsto en el 
artículo 6 del Decreto Naju33e de feUtd 2frdemero de 1999, publicado en la 
Gaceta Ofidal No. 3fe628de fecha 25 de enero<3&H$99, designa al dudadano 
JOSE LUIS SIJ*A ORTA, titular de la cédula de idehttfad N° V-ll.900.663, 

Director Genpfal del Servido Autónomo de Registros VNotarias (SAREN), 
Presidente y representante de este Ministerio ante la Junta Directiva del Fondo 
de Previsión Social de Registradores Mercantiles y Notarios Públicos. 

Comuníqu 
Por el Eje 

! y Publfquese. 
yo Nadonal, 

TÁfiB&C EL AISSAMI 
A MINISTRO 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
DE PLANIFICACIÓN Y FINANZAS 

República Bolivariana de Venezuela - Ministerio del Poder Popular de 
Planificación y Finanzas - Oficina Nacional de Presupuesto - Número: 111 -
Caracas, 05 de noviembre de 2010 200° y 151° 

PROVIDENCIA 

De conformidad con lo establecido en el Articulo 4 de las Disposiciones Generales de 
la Ley de Presupuesto para el Ejercicio Fiscal 2010, en concordancia con lo dispuesto 
en el Articulo 87 del Reglamento N° 1 de la Ley Orgánica de la Administración 
Financiera del Sector Público sobre el Sistema Presupuestario, se procede a la 
publicación del traspaso presupuestario de gastos corrientes a gastos de capital del 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA RELACIONES EXTERIORES 
por la cantidad de CIENTO CINCUENTA. Y UN MIL CUATROCIENTOS 
TRECE BOLIVARES CON 67/100 (Bs. 151.413,67), (Ingresos Ordinarios), que fue 
aprobado por esta "Oficina en fecha 05 de noviembre de 2010, 
de acuerdo con la siguiente imputación: 

Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores: Bs. 151.413,67 

Proyecto: 

CEDENTES 
Acción 
Especifica: 

Partida: 

Sub-Partidas 
Genéricas, 
Especificas y 
Sub-Especifica: 

Acción 
Específica: 

Partida: 

Sub-Partidas 
Genérica, 
Especifica y 
Sub-Específica: 

Acción 
Específica: 

Partida: 

Sub-Partidas 
Genérica, 
Específica y 
Sub-Específica: 

060012000 Ampliación del Rol de la 
República Bolivariana de 
Venezuela en la Geopolítica 
Internacional 

060012001 Avanzar el posicionamiento de 
la política exterior venezolana 
en el ámbito multilateral 

4.03 "Servicios no Personales" 
- Ingresos Ordinarios 

08.01.00 "Primas y gastos de seguros" " 
12.01.00 "Conservación y reparaciones 

menores de obras en bienes del 
dominio privado" " 

060012003 "Promover la paz y la 
solidaridad entre los pueblos y 
su cultura, y la cooperación con 
los países de África" Bs. 

4.03 "Servicios no Personales" " 
- Ingresos Ordinarios 

01.01.00 "Alquileres de edificios y 
locales" 

060012006 Apoyar la apertura de nuevas 
misiones en el exterior, así 
como los gastos de 
funcionamiento, así como los 
imprevistos de las existentes 

4.01 "Gastos de Personal" 
- Ingresos Ordinarios 

08.03.00 "Prestaciones sociales e 
indemnizaciones al personal 
contratado" 

151.413,67 

4.420,00 

4.420,00 

2.210,00 

2.210,00 

84.382.90 

84.382,90 

84.382,90 

62.610.77 

62.610,77 

RECEPTORAS 
Acción 
Específica: 060012001 Avanzar el posicionamiento de 

la política exterior venezolana 
en el ámbito multilateral 

62.610,77 

88.802.90 
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Partida: 

Sub-Partidas 
Genéricas, 
Específicas y 
Sub-Específica: 

4.04 "Activos Reales" 
- Ingresos Ordinarios 

05.01.00 "Equipos de 
telecomunicaciones'' 

09.01.00 "Mobiliario y equipos de 
oficina" Bs. 

09.02.00 "Equipos de computación" " 
09.03.00 "Mobiliario y equipos de 

88.802,90 

Acción 
Específica: 

12.04.00 "Paquetes y programas de 
computación" 

060012005 Fortalecer la relación de 
Venezuela con los 
movimientos sociales y 
políticos de pensamientos 
progresistas en el mundo, 
especialmente en el continente 
europeo 

5.733,00 

27.726,40 
45.333,50 

2.600,00 

7.410,00 

Partida: 

Sub-Partidas 
Genérica, 
Específica y 
Sub-Específica: 

4.04 "Activos Reales" -
- Ingresos Ordinarios 

62.610.77 

62.610,77 

04.01.00 "Vehículos 
terrestres" 

automotores 
62.610,77 

Comuniqúese y Publíquese, 

ALFREDO R.PARDC 
Jefe de la Oficina Nació 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARALADEFENSA 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA DEFENSA 

DESPACHO DEL MINISTRO 

Caracas, 2 9 OCT 2010 

RESOLUCIÓN N° m fiC/45 
200° y 151° 

El Ministro del Poder Popular para la Defensa, GENERAL EN JEFE CARLOS 
JOSÉ MATA FIGUEROA, designado mediante Decreto N° 7.193 de fecha 26 de enero 
de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 
39.358 de fecha 01 de febrero de 2010, en ejercicio de las atribuciones que le 
confieren los artículos 77 numerales 12, 13 y 19, y 119 numerales 1, 2, 4 y 7 del 
Decreto N° 6,217 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración 
Pública de fecha 31 de julio de 2008, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 11 de la Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nadonal Bolivariana de fecha 21 
de octubre de 2009, reimpresa en la Gaceta Oficial de la República Bollvaiiana de 
Venezuela N° 39.359 de fecha 02 de febrero de 2010, dicta la siguiente: 

DIRECTIVA DIR-MPPD-0002/2010 

DIRECTIVA QUE REGULA EL APORTE DEL CUATRO POR CIENTO (4%) DE 
LOS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS Y ENTES DESCENTRALIZADOS DEL 
SECTOR DEFENSA AL FONDO PARA CUBRIR LAS EVENTUALIDADES 
MÉDICAS DEL PERSONAL MILITAR PROFESIONAL Y SUS FAMILIARES, 
OCASIONADAS POR ENFERMEDADES DE ALTO COSTO Y RIESGO. 

ASUNTO: 

Aporte de recursos financieros por parte de los órganos desconcentrados y 
entes descentralizados adscritos al Ministerio del Poder Popular para la Defensa, 
para el Fondo de Fideicomiso destinado para cubrir las eventualidades médicas del 
Personal Militar profesional y sus Familiares, ocasionadas por enfermedades de Alto 
Costo y Riesgo. 

I . OBJETO: 

Establecer las normas destinadas a regular el aporte de recursos financieros 
correspondientes al cuatro por dentp (4%) de la utilidad bruta que deberán 
efectuar los órganos desconcentrados y entes descentralizados adscritos al Sector 
Defensa, para conformar el Fondo de Fideicomiso destinado a cubrir las 
eventualidades médicas del Personal Militar Profesional y sus Familiares, 
ocasionadas por enfermedades de Alto Costo y Riesgo. 

n . BASE LEGAL: 

- Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
- Ley Orgánica de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, 
- Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración 

Pública, 
- Ley Orgánica de la Administración Flnandera del Sector Público, 
- Decreto con Rango y Fuerza de Ley Sobre Adscripción de Institutos 

Autónomos, Empresas del Estado, Fundadones, Asodadones y Sociedades 
Oviles del Estado a los Órganos de la Admlnistradón Central, 

- Reglamento de la Contrataría General de la Fuerza Armada Nacional. 

III. ÓRGANOS DESCONCENTRADOS Y ENTES DESCENTRALIZADOS 
FUNCIONALMENTE SUJETOS A LA APLICACIÓN DE LA PRESENTE 
DIRECTIVA: 

A.-ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 

Servidos Autónomos sin Personalidad Jurídica: 

- Servido Autónomo de la Fuerza Aérea Venezolana (SAFAV) 
- Servido Autónomo de Salud de la Fuerza Armada Nadonal (SASFAN) 
- Servido Autónomo de Bienes y Servidos del Ejército (SABSE) 
- Servido Autónomo de Mantenimiento de Lanchas de la Guardia Nacional 

(SALMAGUARN) " 
- Unidad Coordinadora de los Servidos de Carenado de la Armada (UCOCAR) 
- Ofidna Coordinadora de Hidrografía y Navegación de la Armada (OCHINA) 
- Ofidna Coordinadora de Apoyo Marítimo de la Armada (OCAMAR) 

B.- ENTES DESCENTRALIZADOS: 

Institutos Autónomos: 

- Instituto de Previsión Sodal de la Fuerza Armada Nadonal (I.P.S.FA) 

- Instituto Autónomo Círculo Militar de la Fuerza Armada (IAC.FA) 

Asociaciones Civiles: 

- Club de Sub-Qfidales de las Fuerzas Armadas (CLUSOFA). 

Sociedades Mercantiles: 
Inversora I.P.S.F.A. C.A. 

- Inversora Horizonte CA. 
- Seguros Horizonte C A 

N - Compañía Anónima Venezolana de Industrias Militares (CAVIM). 

IV. DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL: 

A.- Los órganos desconcentrados y los entes descentralizados fundonalmente 
adscritos al Ministerio del Poder Popular Para la Defensa, deberán hacer el 
aporte de los recursos finanderos con carácter obligatorio al fondo de 
fideicomiso que a tal efecto se constituirá, el cual será destinado a cubrir las 
eventualidades médicas del Personal Militar Profesional y sus Familiares, 
ocasionadas por enfermedades de Alto Costo y Riesgo, correspondiente al 
cuatro por dentó (4%) de su utilidad bruta trimestralmente, salvo aquellos 
entes u órganos que por su naturaleza deben hacerlo semestral o 
anualmente. Las estaciones de servidos y los blngos que administra el 
Instituto Autónomo Círculo Militar de la Fuerza Armada (IAC.FA), deberán 
realizar el aporte mensualmente, previo establedmiento de dicho requisito en 
el documento que a tal efecto, suscriba el Instituto con el ente mercantil. 

B.- Los órganos desconcentrados y entes descentralizados fundonalmente 
deberán hacer los aportes de los recursos finanderos antes mendonados en 
la Entidad Bancaria que se designe, única y exduslvamente á nombre del 
fondo de fideicomiso para cubrir las eventualidades médicas del Personal 
Militar Profesional y sus Familiares, ocasionadas por enfermedades de Alto 
Costo y Riesgo, en la Cuenta Receptora que a tales efectos será creada por 
el Servido Autónomo de Salud de la Fuerza Armada Nadonal Bolivariana 
(SASFAN) como recaudador, para ser administrado por el Vlcemlnlsterlo de 
Servidos del Ministerio del Poder Popular para la Defensa. 

C.- Los aportes que se hagan al fondo de fideicomiso, deberán informarse al 
Vicemlnlsterio de Servidos del Ministerio del Poder Popular para la Defensa, a 
través de la Direcdón General de Empresas y Servidos de este Ministerio, en 
el momento en que se realicen los mismos. Asimismo, los mendonados 
aportes que se hagan estarán debidamente reflejados en el estado financiero 
correspondiente al período del aporte del ente u órgano respectivo, dicho 
estado flnandero deberá ser elaborado por un contador público debidamente 
colegiado. 

D.- La Contraloría General de la Fuerza Armada Nadonal Bolivariana, ejercerá la 
fiscaüzadón, vigilancia y el control de las actividades que realicen los órganos 
desconcentrados y entes descentralizados fundonalmente adscritos al 
Ministerio del Poder Popular para la Defensa de conformidad con el 
Ordenamiento Jurídico Vigente. 
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E.- El Viceministerto de Servidos del Ministerio del Poder Popular para la 
Defensa, a través de la Dirección General de Empresas y Servidos de este 
Ministerio, podrá solidtar en la oportunidad que considere pertinente, a el 
Servido Autónomo de Salud de la Fuerza Armada nacional Bolivariana 
(SASFAN), así como a cualquiera de ios órganos desconcentrados y entes 
descentralizados fundonalmente, la reladón de los aportes efectuados. 

F.- Queda entendido que el monto correspondiente al presente aporte, no se 
aplicará a los recursos financieros asignados por la ley de Presupuesto. 

V. DISPOSICIONES DE CARÁCTER ESPECIAL 

A.- Todos los presidentes de las empresas adscritas al Ministerio del Poder 
Popular para la Defensa, deberán proceder dentro de los dnco (OS) días 
hábiles siguientes a la publicación de esta directiva,.a la convocatoria de una 
asamblea extraordinaria de acdonistas, a los fines de acordar una 
modificación de la distríbudón de las utilidades, que obligue a la sodedad a 
contribuir con el aporte de recursos financieros correspondientes al cuatro 
por dentó (4%) de ia utilidad bruta para el fondo de fideicomiso destinado a 
cubrir las eventualidades médicas del Personal Militar Profesional y sus 
Familiares, ocasionadas por enfermedades de Alto Costo y Riesgo. Esta acta 
una vez cumplida con las formalidades legales de protocolizadón ante la 
ofidna correspondiente deberá ser presentada a los dnco (05) días hábiles 
siguientes al registro respectivo en la Direcdón General de Entesas y 
Servidos del Ministerio del Poder Popular para ia Defensa. 

B.- Los directores de los .órganos desconcentrados, es dedr, ios servidos 
desconcentrados (antes servidos autónomos) sin personalidad jurídica 
adscritos al Ministerio del Poder Popular para la Defensa, a objeto de cumplir 
con el aporte al fondo de fideicomiso destinado a cubrir las eventualidades 
médicas del Personal Militar Profesional y sus Familiares, ocasionadas por 
enfermedades de Alto Costo y Riesgo, deberán cumplir con el aporte antes 
mendonado de forma inmediata y dentro de los dnco (05) días hábiles 
siguientes a la publicadón de esta Directiva y presentarán ante el 
Viceministerio de Servidos del Ministerio dei Poder Popular para la Defensa, 
a través de la Direcdón General de Empresas y Servidos.de este Ministerio, 
un proyecto de reforma del instrumento ,de creadón del servicio 
desconcentrado (antes servido autónomo) sin personalidad jurídica 
respectivo, que induya todas las modificadones'y actualizadones ordenadas 
por la Máxima Autoridad Administrativa del mismo, con la finalidad de 
regularizar el ejercido de su actividad. 

C.- H Servicio Autónomo de Salud de la Fuerza Armada Naaonal Bolivariana 
(SASFAN), rendirá un informe dentro de los tres (03) primeros meses 
siguientes al derre de cada ejercido fiscal al Viceministerio de Servidos dei 
Ministerio del Poder Popular para ia Defensa y a la Direcdón General de 
Empresas y Servidos del Ministerio del Poder Popular para la Defensa, 
contentivo de la situadón financiera de los aportes redbidos y existentes en 
el Fondo de Fideicomiso. Igual obligación tendrá para con la Contralona 
General de la Fuerza Armada Nadonai Bolivariana, semestralmente. 

D.- Los entes descentralizados fundonalmente y los órganos desconcentrados 
que declaren que los ingresos generados productos de sus operadones, son 
insuficientes para cubrir sus gastos y realizar el aporte establecido, en ia 
presente Directiva, en un determinado ejercido económico financiero, 
deberán demostrar ante el Ciudadano Ministro del Poder popular para la 
Defensa, a través de la Direcdón General de Empresas y Servidos y la 
Contralorfa General de la Fuerza Armada Nadonai Bolivariana, con los 
estados finanderos auditados y soportes técnicos sufidentes, la no 
rentabilidad de su gestión administrativa, a los fines de ser exceptuado del 
pago pardal o total por parte del titular dei Despacho. 

VI. DISPOSICIONES FINALES: 

A- Las Juntas Directivas y/o Consejos Directivos o representantes legales de los 
entes descentralizados y los órganos desconcentrados, quedan encargados 
de la ejecución de la presente Directiva. 

VII. VIGENCIA: 

La presente directiva entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
publicadón en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Comuniqúese y publíquese. 
Por el Ejecutivo Nacional, 

FIGUEROA 
ijw^S^ j&jMferal en Jefe 

del Poder Popular 
'"̂ 311, M r a la Defensa 

MINISTERIOS DEL PODER POPULAR 
PARA EL COMERCIO, PARA LA 

AGRICULTURA Y TIERRAS Y PARA 
LA ALIMENTACIÓN 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA..- MINISTERIO DEL 

PODER POPULAR PARA EL COMERCIO. DESPACHO DEL MINISTRO. 

RESOLUCIÓN DM/N° 117. MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 

LA AGRICULTURA Y TIERRAS. DESPACHO DEL MINISTRO. 

RESOLUCIÓN DM/N° 070/2010. MINISTERIO DEL PODER POPULAR 

PARA LA AUMENTACIÓN. DESPACHO DEL MINISTRO. RESOLUCIÓN 

DM/N° 051/10.-CARACAS. 05 de noviembre de 2010 

AÑOS 200° y 151° 

De conformidad con lo establecido en el artículo 305 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela y en ejercicio de las atribuciones previstas 

en el artículo 16 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, en el 

artículo 77, numerales 1 y 27 del Decreto No. 6.217 con Rango, Valor y 

Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, en el artículo 20, 

numeral 4 del Decreto No. 6.071 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 

de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria, en el artículo 5 de ia Ley para la 

Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servidos, de 

conformidad con lo dispuesto en el Decreto No. 2.304 de fecha 5 de febrero 

de 2003, mediante el cual se declaran Bienes y Servidos de Primera 

Necesidad en todo el Territorio Naaonal, publicado en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela No. 37.626, de fecha 6 de febrero de 

2003 y en concordancia con lo estipulado en los artículos 11 numerales 1 y 

11, 14 numerales 1 y 18, y 26 numerales 1 y 11 del Decreto No. 6.732 sobre 

Organizaaón y Funcionamiento de la Administración Pública Nacional, 

publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela No. 

39.202 de fecha 17 de junio de 2009, 

Estos Despachos dictan la siguiente, 

RESOLUCIÓN QUE FIJA EN TODO EL TERRITORIO NACIONAL EL 
PRECIO MÁXIMO DE VENTA AL PÚBLICO (PMVP) DE LOS 
PRODUCTOS ALIMENTICIOS INDICADOS 

Artículo 1. Se fija en todo el territorio nacional el Precio Máximo de Venta 

al Público (PMVP) para los siguientes productos alimenticios: 

N° PRODUCTOS PRESENTACIÓN 
COMERCIAL 

PMVP 
(Bs.) 

1 
Arroz blanco de mesa Tipo I 

1 kg 4,46 

2 
Arroz blanco de mesa Tipo II 1 kg 4,15 

3 Arroz blanco de mesa Tipo III 1 kg 3,94 

4 Harina de maíz precocida 1 kg 3,37 

Los Precios Máximos de Venta al Público (PMVP) no incluyen el monto 

del Impuesto al Valor Agregado (IVA), cuando fuera procedente. 

Artículo 2. El Precio Máximo de Venta al Público (PMVP) fijado en ia 

presente Resolución, deberá ser impreso por el fabricante o importador 

en el cuerpo o envoltorio del producto. 
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En los casos en que la naturaleza del bien no permita el mareaje del 

precio en el cuerpo del producto, o éste no se mantenga en el producto 

al momento de su venta al consumidor, se deberá indicar el mismo en 

listas de precios o carteles de precios por los expendedores, en lugares 

accesibles y fácilmente visibles pbr la población. 

Artículo 3. El proveedor deberá marcar en el cuerpo del producto o indicar, 

en la lista respectiva, según sea el caso, el precio de venta al público (PVP) 

y la fecha en que se realizó el mareaje, aunque los productos tengan precio 

Máximo de Venta al Público (PMVP), marcado por el fabricante o importador. 

Articulo 4. Cuando el Precio de Venta al Público (PVP) marcado, impreso o 

anunciado en listas, resulte superior al Precio Máximo de Venta al Público 

(PMVP) fijado en esta Resolución, el producto deberá venderse sin el 

incremento, de conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 

para la Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios. 

Artículo 5. Los propietarios o responsables de los establecimientos 

comerciales son garantes solidarios con el sector fabricante o importador, de 

que los productos alimenticios indicados en el Articulo 1 de esta Resolución 

tengan impreso, en el envase o envoltorio del producto, el Precio Máxima de 

Venta al Público (PMVP) fijado por el Ejecutivo Nacional, salvo que la 

naturaleza del bien no permita este mareaje. 

Artículo 6. El fabricante e importador de los productos alimenticios que 

tienen los precios regulados por esta Resolución, deberán cumplir con las 

normas y reglamentaciones técnicas establecidas para estos productos. 

Igualmente, los comerciantes deberán cumplir con las normas y 

reglamentaciones técnicas, en materia de información al consumidor o 

asociadas a la comercialización en el mercado nacional. 

Artículo 7. Los propietarios o responsables de los establecimientos 

comerciales deberán exhibir preferentemente los productos alimenticios 

objeto de regulación de precios conforme a la presente Resolución, respecto 

de productos similares no sujetos a control de precios. 

Artículo 8. Los fabricantes, importadores y propietarios o responsables de 

los establecimientos comerciales mayoristas y detallistas de los productos 

alimenticios descritos en esta Resolución, deberán garantizar en todos los 

eslabones de la cadena de comercialización nacional, el expendio de las 

presentaciones, modalidades y denominaciones comerciales sujetas a 

control de precios. 

Artículo 9. Los productos alimenticios contenidos en el Artículo 1 de la 

presente Resolución están sometidos a control de precios por el Ejecutivo 

Nacional, independientemente de su presentación comercial. 

En consecuencia, las presentaciones comerciales que no tengan fijado el 

respectivo Precio Máximo de Venta al Púbiico (PMVP) y su mareaje en el 

cuerpo o envoltorio del mismo, no podrán ser comercializados en el mercado 

nacional, hasta tanto el Ministerio del Poder Popular para el Comercio 

establezca este Precio, previa solicitud de los interesados. 

Artículo 10. Quienes infrinjan esta Resolución, o incurran en los ilícitos 

económicos, administrativos y los delitos de especulación, 

acaparamiento, usura, boicot, restrinjan la circulación, distribución o 

comercialización, no presten de manera continua e ininterrumpida los 

servicios públicos esenciales respecto de lo^ productos señalados en 

esta Resolución, o se nieguen a la venta, realicen prácticas evasivas de 

cualquier naturaleza y otros delitos conexos para no cumplir con los 

Precios Máximos de Venta al Público (PMVP) de estos productos 

alimenticios serán sancionados conforme a lo establecido en el artículo 

6 de ia Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los 

Bienes y Servicios, pudiendo ser objeto del inicio del 

procedimiento expropiatorio por causa de utilidad pública e 

interés social, así como de la aplicación de las medidas 

preventivas de óperatividad temporal e incautación mediante la 

posesión inmediata, puesta en óperatividad, administración y 

aprovechamiento del establecimiento, local, bienes, instalaciones, 

transporte, distribución y servicios por parte del órgano o ente 

competente del Ejecutivo Nacional. 

De igual forma, se aplicara lo previsto en el Decreto No. 6.071, con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria. 

Artículo 11. A partir de la entrada en vigencia de la presente 

Resolución, se derogan los Precios Máximos de Venta al Publico (PMVP) 

fijados por el Ejecutivo Nacional para los productos alimenticios 

señalados en la presente Resolución. 

Artículo 12. Se obliga a las Empresas Públicas y Privadas a adecuarse a lo 

establecido en la Presente Resolución. 

Articulo 13. La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su 

publicación en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Comuniqúese y Publíquese, 

Por el Ejecutivo Nacional, 

RICHARD CANÁN JUAN CARLOS LOYO 

MINISTRO DEL PODER POPULAR MINISTRO DEL PODER POPULAR 

PARA EL COMERCIO PARA LA AGRICULTURA Y TIERRAS 

CARLOS OSO RIO ZAMBRA NO 
MINISTRO DEL PODER POPULAR 

PARA LA ALIMENTACIÓN 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO DEL PODER 
POPULAR PARA EL COMERCIO. DESPACHO DEL MINISTRO. 
RESOLUCIÓN DM/N° 118 MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 
LA AGRICULTURA Y TIERRAS. DESPACHO DEL MINISTRO. 
RESOLUCIÓN DM/N° 071/2010. MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA LA ALIMENTACIÓN. DESPACHO DEL MINISTRO. RESOLUCIÓN 
DM/N°. 052/10. CARACAS, 05 de noviembre de 2010 

AÑOS 200° y 151a 

De conformidad con lo establecido en el artículo 305 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela y en ejercicio de las atribuciones previstas 

en el articuló 16 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, en el 

artículo 77, numerales 1 y 27 del Decreto No. 6.217 con Rango, Valor y 

Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, en el artículo 20, 

numeral 4 del Decreto No. 6.071 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 

de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria, en el artículo 5 de la Ley para la 

Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios, en el Decreto 

No. 2.304 de fecha 5 de febrero de 2003, mediante el cual se declaran Bienes 

y Servicios de Primera Necesidad en todo el Territorio Nacional, publicado en 

la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela No. 37.626, de 

fecha 6 de febrero de 2003 y en concordancia con lo estipulado en los 

artículos 11 numeral 1, 14 numerales 1 y 18, y 26 numerales 1, 11 y 21 del 

Decreto No. 6.732 sobre Organización y Funcionamiento de la Adrrinistración • 

Pública Nacional, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela No. 39.202 de fecha 17 de junio de 2.009, 
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Estos Despachos dictan la siguiente, 

RESOLUCIÓN QUE FUA EN TODO EL TERRITORIO NACIONAL EL 
PRECIO MÁXIMO DE VÉNTA (PMV) DEL CAFÉ VERDE PAGADO AL 
PRODUCTOR NACIONAL. 

Artículo 1. Se fija el precio para las diferentes calidades de café verde 

pagado al productor en todo el territorio nacional, puesto en los sitios 

de recepción habitual, conforme a la siguiente tabla: 

Lavado Bueno "A" 747,00 

Lavado Bueno "B" 691,00 

Lavado Bueno V 623,00 

Natural Bueno 613,00 

Natural Corriente 595,00 

Artículo 2. El precio establecido en el Artículo 1 de la presente Resolución, 

será pagado por el comprador al productor primario, de contado, en los sitios 

habituales de recepción. 

A los efectos de la presente Resolución, se entiende por sitio de recepción 

habitual, el lugar o establecimiento en el cual el productor entregue o consigne el 

café verde, a los fines de su acopio o industrialización. 

Artículo 3. El Ministerio del Poder Popular para la Agricultura y Tierras podrá 

establecer las normas de comercialización y distribución aplicables a la cosecha del 

café verde, dirigido a optimizar los mecanismos de colocación y financiamiento 

público correspondientes a la mencionada cosecha. 

Artículo 4. Quienes infrinjan esta Resolución, o incurran en los ilícitos 

económicos, administrativos y los delitos de especulación, acaparamiento, 

usura, boicot, restrinjan la circulación, distribución o comercialización, no 

presten de manera continua e ininterrumpida los servicios públicos 

esenciales respecto de los productos señalados en esta Resolución, o se 

nieguen a la venta, realicen prácticas evasivas de cualquier naturaleza y 

otros delitos conexos para no cumplir con los Precios Máximos de Venta 

(PMV) de este rubro pagado al productor, serán sancionados conforme a lo 

establecido en el artículo 6 de la Ley para la Defensa de las Personas 

en el Acceso a los Bienes y Servicios, pudiendo ser objeto del inicio 

del procedimiento expropiatorio por causa de utilidad pública e 

interés social, así como de la aplicación de las medidas preventivas 

de operatividad temporal e Incautación mediante la posesión 

inmediata, puesta en operatividad, administración y 

aprovechamiento del establecimiento, local, bienes, instalaciones, 

transporte, distribución y servicios por parte del órgano o ente 

competente del Ejecutivo Nacional. 

De igual forma, se aplicará lo previsto en el Decreto No. 6.071, con Rango, 

Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria. 

Articulo 5. A partir de la entrada en vigencia de la presente Resolución, 

quedan sin efecto los Precios Máximos de Venta (PMV) del café verde 

pagado al productor indicados en el Artículo 1 de esta Resolución, 

fijados por el Ejecutivo Nacional en Resoluciones anteriores a ésta. 

Artículo 6. Se obliga a las Empresas Públicas y Privadas a adecuarse a lo 

establecido en la Presente Resolución. 

Artículo 7. La presente Resolución entrará en vigencia a partir del 1 de 

octubre de 2010. 

Comuniqúese y publíquese, 

Por el Ejecutivo Nacional, 

RICHARD CANÁN JUAN CARLOS LOYO 

MINISTRO DEL PODER POPULAR MINISTRO DEL PODER POPULAR, 
PARA EL COMERCIO PARA LA AGRICULTURA Y TIERRAS 

CARLOS OSO RIO ZAMBRANO 
. MINISTRO DEL PODER POPULAR 

PARA LA AUMENTACIÓN 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA EL TURISMO 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO D E L P O D E R P O P U L A R 

P A R A E L T U R I S M O 

DESPACHO DEL MINISTRO - CONSULTORIA JURIDICA 

NUMERO: 082 CARACAS, 03 DE NOVIEMBRE DE 2010 

200° y 151® 

R E S O L U C I Ó N 

En ejercicio de ta atribución conferida en el Artículo 20 y 21 del 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Turismo, 
en concordancia con io establecido en el artículo 20, numeral 8 
de la Ley del Estatuto de la Función Pública y con lo dispuesto 
en el artículo 34 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública. 

R E S U E L V E 

Artículo 1: Se designan como miembros principales y suplentes 
del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Turismo 
(INATUR), a los siguientes ciudadanos y ciudadanas: 

Presidente del Instituto Nacional de Turismo (INATUR), el cual 
fue nombrado mediante Resolución N° 015 de fecha 24 de 
febrero de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 39.374 de fecha 25 de febrero de 
2010 : José Leonardo González C.l. V. 6.851.694 

Miembros 
Principales 

C.l. N° Miembros 
Suplentes 

C.l. N° 

Jorge López 
Piñeiro 

V. 5.565.460 Francisco Javier 
Pérez 

V. 13.967.911 

Frank Lanz 
Manrique 

V. 10.824.955 Galo Chiera V. 7.975.970 

Antonio Morillo V. 10.090.692 Manuel Gil V. 14.406.968 

Edgar Alexander 
Rengifo 

V.13.716.575 Indira Crespo 
Medina 

V.13.9?-1 „ 

i 



380.796 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA Viernes 5 de noviembre de 201 ( 

Articulo 2: Se deroga la Resolución 034, de fecha 18 de marzo de 
2010, publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 39.392 de fecha 23 de marzo de 2010. 

Artículo 3: La presente resolución entrará en vigencia a partir 
de la fecha de su publicación. 

Comuniqúese y publfquese, 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO D E L P O D E R P O P U L A R 

P A R A E L T U R I S M O 

DESPACHO DEL MINISTRO - CONSULTORIA JURIDICA 

NUMERO: 073 CARACAS, 03 DE NOVIEMBRE DE 2010% 

200'y 151* 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para el Turismo, en ejercicio de las 
atribuciones que le confiere el Decreto N° 7.208 de fecha 01 de febrero 
de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 39.360, de fecha 03 de febrero de 2010, de conformidad 
con lo dispuesto los Artículos 8 y 34 del Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica de Turismo, de acuerdo con lo establecido en 
el numeral 19 "del Artículo 77 del Decreto, con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley Orgánica de la Administración Pública, en concordancia con el 
numeral 2 del Artículo 5 de la Ley del Estatuto de la Función Pública y 
los Artículos 19 y 20, numéral 6 ejusdem, este Despacho, 

RESUELVE 

Artículo Único. Se designa al ciudadano ALVARO ALEJANDRO 
PADRÓN PONCE, titular de la cédula de identidad N° V- 18.363.742, 
como Presidente del Fondo Mixto de Promoción y Capacitación 
Turística del Estado Vargas. 

Comuniqúese y Publíquese. 

Í
LEJANDR¿ FLEMIfib /| 
RO DEL PODER PORULAR-; 
PARA EL/TURISMO ' 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO D E L P O D E R P O P U L A R 

P A R A E L T U R I S M O 

DESPACHO DEL MINISTRO - CONSULTORIA JURIDICA 

NUMERO: 080 CARACAS, 04 DE NOVIEMBRE DE 2010 

200"y 151° 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para el Turismo, en ejercicio de las 
atribuciones que le confiere el Decreto N° 7.208 de fecha 01 de febrero 
de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 39.360, de fecha 03 de febrero de 2010, de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 19 del articulo 77 del Decreto con 
Rango Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administradón Pública, 

concordancia con el numeral 2 del artículo 5 de la Ley del Estatuto 
j " r - Pública y los artículos 19 y 20, numeral 6 ejusdem, este 
de la Función . . 
Despacho, 

RESUELVE 

Articulo Único. Se designa a partir del 02 de noviembre del 2010, al 
ciudadano NESTOR ELEA2AR PALMA URDANETA, titular de la 
cédula de identidad N° V-11.921.037, como Director General de Obras 
Turísticas de este Ministerio. 

Comuniqúese y Publíquese. 

/ ALEJANDRO FLéjMING 
MINISTRO DEIÍ PODERTOPULdÍT 

/ PARA pL TURISMQt^c/, 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO D E L P O D E R P O P U L A R 

P A R A E L T U R I S M O 

DESPACHO DEL MINISTRO - CONSULTORIA JURIDICA* 

NUMERO: 081 CARACAS, 04 DE NOVIEMBRE DE 2010 

200° y 151° 

RESOLUCIÓN 

El Ministro del Poder Popular para el Turismo, en ejercicio de las 
atribuciones que le confiere el Decreto N° 7.208 de fecha 01 de febrero 
de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 39.360, de fecha 03 de febrero de 2010, de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 19 del articulo 77 del Decreto con 
Rango Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, 
en concordancia con el numeral 2 del artículo 5 de la Ley del Estatuto 
de la Función Pública y los artículos 19 y 20, numeral 6 ejusdem, este 
Despacho, 

RESUELVE 

Articulo Único. Se designa a partir del 02 de noviembre de 2010, al 
ciudadano FRANCISCO JAVIER PEREZ ANGULO, titular de la cédula 
de identidad N° V-13.967.911, como Director General de Proyectos 
Turísticos de este Ministerio. 

Comuniqúese y Publíquese. 

Al/EJANDROfcLátalNG ^ g f f 
MINISTRO DEL POpERROfULAWf 

f>ARA EL TpRISMO^cnct/ 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA LA EDUCACIÓN 

Despacho del Minisáo 

DM/N° 069 Caracas, 05 de Noviembre de 201 

200° y 151° 

Con el supremo compromiso y voluntad de lograr la mayor eficacia política y calidad 
revolucionaria en la construcción del socialismo, la refundación de la nación 
venezolana, basado en principios humanistas, sustentado en condiciones morales y 
éticas que persiguen el progreso de la patria y el colectivo, y en ejercicio de las 
funciones que le confiere el artículo 62 y numeral 15 del artículo 77 del Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, en 
concordancia con lo previsto en el artículo 4 de las Disposiciones Generales de la 
Ley de Presupuesto 2010 y artículo 86 del Reglamento N° 1 de la Ley Orgápica de 
la Administración Financiera del Sector Público Sobre el Sistema Presupuestario, se 
procede a la publicación de Traspaso de Créditos Presupuestarios entre Gastos de 
Capital del MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA EDUCACION, 
por la cantidad de VEINTICINCO MIL BOLÍVARES (Bs. 25.000), de acuerdo 
con la siguiente imputación presupuestaria: 
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1 tVTiabürmiM p u t t n U — -• 

m o r r a 
ACCCSKT 

ABC 
f » UCL NUIT GEN EW aua 

w 
OCMQMNACI6M AOÜVARES (a>.) 

PARTBA CEBENTE 
100002 G«rt6n Administrativa 2S.000.00 

001 

Apoyo institucional a la» accionas 
aapacfficaa da toa proyactoa da! 
organismo 28.000.00 

Olio» Oficina da Administración y Sarrietas 28.000.00 
404 00 00 00 Activos raataa 25.000.00 

01 00 00 Rapuaatoa yraparadonaa mavoraa 2S.000.00 

02 00 
Rapa racionas mayoraa da maquinaria 
y aquiooa 2S.000.00 

M 
Raparacicnaa mayoraa da otras 
maquinaria y aquipos 2S.000.00 
PARTIDA RECEPTORA 

100002 Gestión AdmMatratfva 2S.000.00 

001 

Apoyo foatttucional a laa accionas 
as pacificas da loa proyactoa dal 
oroaniamo 25400.00 

j. oíaos Oficina da Administración y Sarviek» 25.000,00 : 404 00 00 00 Activos raalaa 
25.000,00 

04 00 00 
Equipo* da transporte tracción y 
alavacJón 

os 00 VaMculoa da tracción no motorizados 25.000,00 
Total 29.000,00 

Comuniqúese y Publíquese, 

JENNIFER JOSEFINA G^AYA 
Ministra Encargada del Pojler Popular para la Educación 

Rjpubka Mvanara ae .'eneaelj 
MmiiiCiio áci Poder Popular gan ii Gducacíós 

Despacho del Miüiaiü 

DM/N° 070 Caracas, os DE NOVIEMBRE de 2010 

200° y 151° 

Con el supremo compromiso que la Administración Pública esté al 
servicio de las personas y su actuación dirigida a la atención de sus 
requerimientos y la satisfacción de sus necesidades, de conformidad con 
las atribuciones establecidas en los artículos 5 numeral 2, 19 último 
aparte y 20 de la Ley del Estatuto de la Función Pública, concatenados 
con el artículo 34, numerales 19 y 26 del artículo 77 del Decreto N° 
6.217 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración 
Pública, en concordancia con lo establecido en el artículo 1 del 
Reglamento sobre Delegación de Firma de los Ministros del Ejecutivo 
Nacional, 

CONSIDERANDO 

Que la Ley Orgánica de Educación establece como principio de la 
Educación, la democracia participativa y protagónica, la responsabilidad 
social, la igualdad entre todos los ciudadanos y ciudadanas, sin 
discriminación de ninguna índole; y la nueva ética socialista requiere 
funcionarios honestos, eficientes, que más que un altar de valores, 
exhiban una conducta moral en sus condiciones de vida, en la relación 
con el pueblo y en la vocación de servicios que presta a los demás, este 
Despacho, 

RESUELVE 

Artículo 1. Designar a la ciudadana JACQUEUNE PEREZ, titular de la 
cédula de identidad N° V-6.905.004, como Directora Encargada de 
la Zona Educativa del Distrito Capital, a partir de su publicación en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Artículo 2. Autorizar expresamente a la mencionada ciudadana, con el 
carácter que se le otorga mediante la presente Resolución; para que 
actúe como Cuentadante de la Unidad Básica Zona Educativa del 
Distrito Capital, bajo el número 10010, de conformidad con la 
Resolución DM/N° 086, de fecha 22 de diciembre de 2009, publicada en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.334 de 
fecha 23 de diciembre de 2009, mediante la cual se aprueba la 
estructura para la ejecución financiera de! Presupuesto de Gastos de este 
Ministerio año 2010, y con lo dispuesto en el artículo 51 del Reglamento 
N° 1 de !a Ley Orgánica de la Administración Financiera del Sector 
Público Sobre el Sistema Presupuestario. 

Artículo 3. Delegar la firma de ios acto| y documentos que a 
continuación se especifican: 

1. las certificaciones de calificaciones donde conste ios resultados de 
evaluación educativa de los distintos niveles y modalidades del 
Subsistema de Educación Básica. 
2. Las equivalencias de los planes de estudios vigentes cursados en el 
exterior en el nivel de educación media. 
3. Las circulares y comunicaciones que emanen de esa Zona Educativa. 

4. La correspondencia postal, telegráfica e informática en relación con 
las solicitudes elevadas a este Ministerio por particulares y demás 
instituciones públicas y privadas. 
5. La correspondencia para los funcionarios, docentes, administrativos y 
obreros dependientes de esa Zona Educativa. 
6. Expedir copias certificadas de los documentos que reposan oí los 
archivos de la Zona Educativa, a solicitud de los interesados legítimos o 
de las autoridades competentes 

Comuniqúese y publíquese, 

JENNIFÉR GIL IÁ*A y 

Ministra (E) del Poder Popular para la 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA LAS COMUNAS 

Y PROTECCIÓN SOCIAL 
REPÚBLICA BOLIVARIANA D E V E N E Z U E L A 

MINISTERIO DEL P O D E R POPULAR PARA LAS C O M U N A S 
Y PROTECCIÓN SOCIAL 

D E S P A C H O D E LA MINISTRA 

Caracas, 28 de octubre de 2010 
200° y 151* 

MPCPS-Nro. 124-10 
RESOLUCIÓN 

La Ministra del Poder Popular para las Comunas y Protección Social ISIS O C H O A 
CAÑIZALEZ, venezolana, mayor de edad, de este domicilio y titular de Cédula de Identidad 
N° V-13.842.77S, en su carácter de Ministra designada mediante Decreto N° 7.508 de 
fecha 22 de junio de 2010, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 39.451 de la misma fecha, en ejercicio de la atribución conferida en el 
articulo 62 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración 
Pública, en concordancia con lo dispuesto en el articulo 5 numeral 2 de la Ley del Estatuto 
de ta Función Pública conjuntamente con el articulo 4 de la Ley de Presupuesto para el 
ejercicio fiscal 2010 publicada en la Gaceta Oficial Extraordinario N° 5.945 del 1S de 
diciembre de 2009, conjuntamente con k) dispuesto en el articulo 86, numeral 4 del 
Reglamento N* 1 de la Ley Orgánica de la Administración Financiera del Sector Público 
publicado en la Gaceta Oficial Extraordinario N°5.791 del 12 de agosto de 2005. 

RESUELVE 

Articulo 1: Autorizar el traspaso interno de gastos de capital del Ministerio del Poder 
Popular para las Comunas y Protección Social al Despacho de la Viceministra de 
Protección Social por la cantidad de SETECIENTOS MIL BOLIVARES C O N 00/100 
CENTIMOS (Bs.700.000,00). 

LMaeiNflMimWCgMWSVnolKClMfKUt 
c RMNCAT* SOCIAL 

PARA 

UJX. 

-700000,00 
-700.0C0.00 

PUA LAL OHMM V MOIKOM MOH 

M mancaMi «OOAL 

700.000.00 
700.000£0 

700000.00 
700.00000 

Conforme lo establece!'articiito 72 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, 
comuniqúese y publíquese. 

ll . J •• "¡SIS SrÁrñirfA OCHQXÍAKIÍALEZ 
' MINISTRA DEL PpDERMOPOLAR PARA LAS COMUNAS 

¡Y PROTECCIÓN SOCIAL 
; ,/otcntotr 7.508 d9i 22-0O-20J0 

fílmala OlkU IT XMIMZI-M-IOIO 
\ ̂

kiiiéSP" 

Gobierno Bdivariano I iknm>mM*pmí* I 
^de Venezuela 1 pamc«»»«»ft<n>cd¿»sodn I taamiMtdMiKiiiÉtwr 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
INSTITUTO NACIONAL Da MENOR 

JUNTA LIQUIDADORA 
Caracas, 02 da Novlambn de 2010. 

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N° 001-2010 
200» y 151' 

El presidente de la JUNTA LIQUIDADORA DEL INSTITUTO NACIONAL DEL MENOR, 
ciudadano JULIO CÉSAR GONZÁLEZ, venezolano, titular de la cédula de identidad N° V-
3.815.242, designado mediante Resolución N° MPC 027, del 20 de marzo de 2009, publicada 
en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.146, de fecha 25 de 
marzo de 2008, en ejercicio de las atribuciones que le confieren los numerales 1, 7 y 14 del 
articulo 4 y numerales 1 y 2 del articulo 5 del Decreto N° 5.645, de fecha 17 de octubre de 
2007, con Rango, Valor y Fuerza de Ley dé Reforma de la Ley de Supresión del Instituto 
Nacional del Menor (IMAM), publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N* 38.795 de fecha 23 de octubre de 2007 y reimpresa por error material del ente 
emisor, publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 38.796, de 
fecha 25 de octubre de 2007. de conformidad con lo establecido en el Articulo 10 de la Ley de 
Reforma Parcial de la Ley de Contrataciones Públicas, publicada en Gaceta Oficia» de la 
República Bolivariana de Venezuela N° 39.503, de fecha 06 septiembre de 2010, en 
concordancia con lo establecido en el articulo 15 del Decreto N® 6.708, mediante el cual se 
dicta et Reglamento de Ley de Contrataciones Públicas, Publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela N° 39.181, de fecha 19 de mayo de 2009. 
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Primero: Constituir la Comisión de Contrataciones del Instituto Nacional Menor (INAM). 
SMiindo: En este sentido la Comisión de Contratackxie», estará integrada porkaiugwerte» 
mfembros principales: José G. Romero, titular de la cédula de identidad número 8869.048, por 
e H w ^ r k f c a ! * ^ David Zambrano. titular de la cédula de Identidad número10 828.579. 
^ T A ^ E S ^ ^ F i n a n c i e r a . Blanca MaWonado. titular 
£228.826, por el Area Técnica, y como miembros «ipientes: Xavier geUaville, titutar de ta 
cédula dé identidad número 12.470.620, por el Area Jurídica, A»s Domínguez «tuto de la 
cédula de identidad número 6.865.460, por el Area Económico Financiera y Johel Biliosa, 
titular de la cédula de Identidad número 7.522.759, por el Area Técnica. 
Tereero* Se designa como secretaria de la Comisión de Contrataciones, a la ciudadana 
JoamirMejandraRodriguez Pefluela. titular de la cédula de identidad N° 15.504.302, con 
derecho a voz, mis no a voto. 

Cuarto: La Secretaria de la Comisión de Contrataciones, tendré a su cargo las siguientes 
funciones: 

1. Convocar y coordinar las reuniones de la Comisión de Contrataciones, asi como los 
actos públicos, llevados a cabo por la Comisión de Contrataciones. 

2. Levantar el acta que a cada acto corresponda, asi, como llevar el control de su archivo 
y formar los expedientes de los procesos de contrataciones. 

3. Elaborar los informes de contrataciones que sean necesarios para la conformación de 
los expedientes respectivos, asi como cualquier otro informe que sea solicitado por los 
miembros de la Comisión de Contrataciones. 

4. Llevar el registro, control y custodia de ios expedientes de contrataciones públicas de 
acuerdo a lo establecido en la norma vigente, asi como el control de su archivo. 

5. Presentar ante los miembros de la Comisión de Contrataciones, las propuestas de los 
pliegos de condiciones, cronogramas de actividades y matrices de evaluación. 

6. Recibir las comunicaciones internas y extemas, cuya tramitación corresponda a la 
Comisión de Contrataciones. 

7. Tramitar las solicitudes de copias simples y certificadas, de los documentos que 
integren los expedientes de contrataciones. 

8. Suscribir las correspondencias relacionada con los procesos de contratación en 
ejecución de las decisiones de la Comisión de Contrataciones. 

9. Velar por el cumplimiento de cada una de los procedimientos a cargo de la Comisión de 
Contrataciones. 

10. Las demás que sean asignadas por la Comisión de Contrataciones. 
Quinto: La ausencia de cualquiera de los miembros principales seré cubierta por su respectivo 
suplente. 
Sexto: La Comisión de Contrataciones del instituto Nacional del Menor (INAM) se constituiré 
válidamente con la presencia de la mayoría de sus miembros o de sus respectivos suplentes y 
sus decisiones se tomarán por el voto favorable de la mayoría. 
Séptimo: El miembro que disienta de una decisión, lo manifestaré en el mismo acto debiendo 
razonar y motivar la causa del mismo en el acta respectiva. 
Octavo: La presente Providencia Administrativa entrará en vigencia una vez que sea 
publicada en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Comuniqúese y pubDquese. 

"A LIQUIDADORA 
027 del 20.03.0» 
d* focha 2S4M00» 

PREl 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA MAGISTRATURA 
Resolución N° 567 

Caracas, 29 de octubre de 2010 
200° y 151° 

La Dirección Ejecutiva de la Magistratura, representada por el ciudadano 

FRANCISCO RAMOS MARÍN, titular de la cédula de Identidad N° 13.336.942, 

domiciliado en esta ciudad de Caracas, Distrito Capital, en su condición de Director 

Ejecutivo, designación que consta en la Resolución N° 2008-0004 de fecha 02 de 

abril de 2008, publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela N° 38.917 de fecha veinticuatro (24) de abril de 2008, en ejercicio de las 

atribuciones conferidas por el numeral 9, del artículo 15 de la Ley Orgánica del 

Tribuna! Supremo de Justicia, publicada en ia Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 37.942, de fecha 20 de mayo de 2004. 

RESUELVE 

PRIMERO; Designación de >a ciudadana LAURA DE JESÚS PÉREZ ORTA, 

titular de la cédula de identidad N° 13.960.629, quien ocupa ei cargo de Analista 

Profesional III, como Jefe de la División de Publicidad y Diseño de la Oficina de 

Comunicaciones de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, en calidad de 

encargada, a partir de la presente fecha. J ^ f K 

Dada firmada y ^tfajBfjg^ Dirección Ejecutiva Ide la Magistratura, en caracas a 

los veintinuevQij®Sa8HtehC5TOfIe odjfote pe 3010. 

Comunique 

ÉRAMOS VlARIN 
írector Ejecutiva 

\ , i 

COMISION DE FUNCIONAMIENTO 
Y REESTRUCTURACIÓN 
DEL SISTÉMA JUDICIAL 
REPÚBLICA BOLIVARTANA DE VENEZUELA 

COMISIÓN DE FUNCIONAMIENTO Y 
REESTRUCTURACIÓN DEL SISTEMA JUDICIAL 

Expediente: A-043-2010 
Comisionada: Dra. Alicia García de Nicholls 

En fecha 20 de julio de 2010, se recibió en esta Comisión de Funcionamiento 
y Reestructuración del Sistema Judicial, oficio N° 2547-10, del 12 de ese 
mismo mes y año, emanado de la Inspectoría General de Tribunales, anexo al 
cual remitió expediente disciplinario N° 070456 -nomenclatura de ese Órgano-
conjuntamente con el escrito contentivo de la apelación interpuesta en fecha 
15 de junio de 2010, por la ciudadana Ibeth Cecilia Chávez, titular de la 
cédula de identidad V.- 5.047.454, contra el auto dictado por ese Órgano 
Instructor en fecha 26 de marzo de 2010, mediante el cual ordenó el archivo 
de las actuaciones contentivas de la investigación llevada contra las 
ciudadanas AÍix Graciela Pérez de Tadino y Luisa Braumari Ávila Torres, 
titulares de las cédulas de identidad V.- 3.449.463 y V.- 6.496.481, 
respectivamente, la primera en su condición de Jueza dei Juzgado Décimo de 
Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito 
Judicial dél Trabajo del Area Metropolitana de Caracas, y la segunda, en su 
condición de Jueza del Juzgado Cuadragésimo Quinto de Primera Instancia 
de Sustanciación, Mediación y Ejecución del mismo Circuito, al considerar 
que no hablan incurrido en falta disciplinaria alguna. En esa misma fecha -20 
de julio de 2010-, se dio entrada al expediente, asignándosele el N° A-043-
201 0, y se dio cuenta a la Comisionada Presidenta Doctora Alicia García de 
Nicholls, a quien corresponde conocer, sustanciar y decidir el 
recurso interpuesto. 

ANTECEDENTES 

En fecha 6 de marzo de 2007, la Inspectoría General de Tribunales recibió 
escrito contentivo de denuncia interpuesta por la ciudadana Ibeth Cecilia 
Chávez, contra las ciudadanas AIix Graciela Pérez de Tadino y Luisa 
Braumari Ávila Torres, motivo por el cual inició la investigación 
correspondiente el 18 de octubre de 2007; una vez concluida, dictó auto en 
fecha 26 de marzo de 2010, mediante el cual ordenó el cierre de esa 

' averiguación y, en consecuencia ei archivo de las actuaciones que la 
contenían, al considerar que las Juezás investigadas no hablan incurrido en 
falta disciplinaria alguna; y en virtud de lo decidido ordenó emitir las 
notificaciones respectivas, siendo que al hacerse efectiva la correspondiente a 
la denunciante, ésta procedió a interponer recurso de apelación que en esta 
oportunidad corresponde resolver. 

DEL CONTENIDO DEL RECURSO DE APELACION 

La apelante efectuó un resumen de los hechos ocurridos durante la 
tramitación de su reclamo de reenganche y pago de salarios caldos intentado 
por ante el Juzgado Primero de Primera instancia del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, contra la 
Compañía Anónima Nacional de Teléfonos de Venezuela (C.A.N,T.V), 
exponiendo lo siguiente: 

"El 15 de febrero del eño 1995 el Juzgado Superior Cuarto del Trabajo de 
la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas declaró con 
lugar la apelación en contra de la decisión del Tribunal Primero de Primera 

Instancia del Trabajo que habla declarado sin tugarla demanda que contra 
la CANTV habla intentado la suscrita en la cual solicité el reenganche y 
pago de los salarios caídos (sic) que me correspondía en mi coqdición de 
empipada de dicha empresa y lo consagrado en el articulo 89 numeral 1ro 
y 2do de la Constitución Bolivariana de Venezuela. Devuelto el expediente 
3963, régimen transitorio AP-22-S-2007-00004 a Juez de la causa, no le 
dio cumplimiento a la decisión absolutoria en la cual no estaba 
contemplado ningún otro recurso que no fuese lo declarado por el Juez 
Superior 4' del Trabajo según el articulo (sic) 123 de la Ley Orgánica del 
Trabajo y lo consagrado en las Cláusulas de Convención Colectiva de la 
Empresa CANTV en lo relacionado con la estabilidad laboral de 
sus trabajadores (...)'. 

'Aunado a ello la empresa CANTV procedió a cambiar el procedimiento de 
lo pautado en el articulo 116 por el articulo (sic) 117 délos Juicios breves 
Ley Orgánica del Trabajo (despidos injustificados) que es cuando el 
patrono puede ejercer el derecho de persistir en el despido, con la 
excepción de que si el patrono no persiste antes del procedimiento el Juez 
de estabilidad está en la obligación de reenganchar al trabajador." 

A los efectos de fundamentar el recurso interpuesto la impugnante alegó qu< 
disentía de lo decidido por parte del Órgano Instructor en razón de: 

'En mi caso no es procedente la indemnización que preceptúa el (articulo 
(sic) 125 eiusdem)(sic), es por ello que me voy a referir al criterio reiterado 
por la Sala Constitucional y acogido por la Sala de Casación Social que 
señaló lo siguiente: 'EN LOS JUICIOS ESPECIALES DE ESTABILIDAD NO SE 
DEMANDA EL PAGO DE PRESTACIONES O INDEMNIZACIONES LABORALES 
POR QUE EL PATRONO ESTUVIERE EN MORA, SE SOUCITA LA 
CALIFICACIÓN DE UN DESPIDO POR EL INCUMPLIMIENTO DE UNA 
OBLIGACIÓN DE NO HACER, Y LA SENTENCIA ORDENA SÓLO EL 
REENGANCHE CON EL PAGO DE LOS SALARIOS CAIDOS; QUE SON 
EXIGIBLES, NO ANTES. AUN CUANDO PARA SU CUANTIFICACIÓN SE TOME 
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EN CUENTA EL TIEMPO DEL PROCEDIMIENTO COMO SANCIÓN AL 
EMPLEADOR, POR LO QUE NO SE PUEDE APLICAR LA CORRECCIÓN 
MONETARIA EN EL PROCEDIMIENTO DE ESTABILIDAD (SENTENCIA DEL 01-
02-2005)'. La demanda que interpuse contra la Empresa CANTV estaba 
contemplada en las disposiciones contenidas en el articulo 116 de la Ley 
Orgánica del Trabajo, y no tenia (sic) ninguna relación con lo establecido 
en el articulo (sic) 117 de la misma ley, asimismo se puede apreciar que la 
foliatura 101 al 106 señalada en la presente investigación por el inspector 
no concuerda con los folios del expediente AP-22-2007-00004; como asi lo 
hizo saber el Inspector de Tribunales en la presente investigación por 61 y 
acogida por la Inspectora General de Tribunales al ser emitido el acto 
conclusivo de fecha 26 de marzo de 2010." 

'Es por ello que para poder ilustrar a esta comisión de lo esgrimido en el 
folio 45 en la presente decisión consigno documento marcado con la letra 
'A' para que pueda constatar la foliatura y en que precepto legal me 
ampare (sic) con relación a mi demanda de estabBidad laboral, y poder 
comprobar el falso supuesto en que incurrió el Inspector de Tribunales en 
la presente investigación" 

"Es bueno señalar que en los folios descritos por parte del Inspector de 
Tribunales en la presente investigación se desprende que no se 
corresponden con los folios que 61 (sic) DUGLAS (sic) BUSTAMANTE señala 
en el acto conclusivo emitido por la Inspectora General de Tribunales IRIS 
(sic) PEÑA ESPINOZA (...)" 

"Lo descrito en el folio 48 de las resultas de la investigación por parte del 
Inspector de Tribunales y de la misma se presentó acto conclusivo emitido 
por la Inspectora General de Tribunales Iris (sic) Peña Espinosa, es 
totalmente falso ya que en el folio 135 y 137 de la primera pitza del 
expediente principal AP-22-S-2007-0004 no aparece ningún escrito con las 
fechas 21, 22, 25 de marzo, y menos que la suscrita haya solicitado la 
consignación de ningún cheque. En la supuesta investigación se señala en 
el mismo folio: Que previa la solicitud de fecha 19 de diciembre del año 
1997, la parte actora ordena la notificación para que consignaran los pagos 
previstos en el articulo (sic) 125 de la Ley Orgánica del Trabajo folios 141 
pieza N' 1 en este folio no se encuentra tal solicitud ni en ningún otro folio 
de dicho expediente." 

'De la síntesis expuesta se desprende que no existe tal investigación por 
parte del Inspector, de Tribunales incurriendo en falta grave al literal C 
previsto en las disposiciones transitorias tercera de la Ley Orgánica del 
Consejo de la Judicatura que fueron consagradas por el Código de ática 
del Juez según GACETA OFICIAL 39236 del 06-08-2009 y los artículos 1, 
11, 34 de la Ley Orgánica del Poder Judicial concatenados con los 
artículos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 33, numerales 13, 14, 20, 22, 24 del 
Código de ótica del Juez (...)" 

'ARTICULO 24.- LA CONDUCTA DEL JUEZ Y LA JUEZA DEBEN 
FORTALECER LA CONFIANZA DE LA COMUNIDAD POR SU IDONEIDAD Y 
EXCELENCIA E IMPARCIALIDAD PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCION JURISDICCIONAL". 

"En consideración a lo anterior la Juez 45 de Sustanciación Mediación y 
Ejecución procedió a parcializarse debido a mi solicitud de ejecución 
forzosa en fecha 15 de mayo del año 2008 alegando como negativa la 
decisión de fecha 19 de febrero del año 2001 emitida por el Juez Superior 
Sexto del Trabajo del Area Metropolitana de Caracas, en la cual procede a 
señalar que por haber retirado los salarios caídos (sic) se terminó la 
estabilidad laboral, sentencia esta que quedó definitivamente firme al ser 
declarado Inadmisible el Recurso de Control dé Legalidad de fecha 05 
de agosto de 2004 (...)." 

"En lo relacionado con este criterio que no fue asentado por la Sala de 
Casación Social en vista que la decisión del Superior Sexto no fue 
confirmada la Sala de Casación Social se limitó a señalar que lo esgrimido 
por ia suscrita en mi solicitud de Control de Legalidad no violentó el Orden 
Público ya que no subsumla los requerimientos (...) por este motivo no 
conoció de fondo, no me explico como estas jueces han pretendido 
socavar mis derechos Constitucionales con semejante exabrupto jurídico, 
para comprobarlo es necesarios (sic) describir lo asentado por la 
Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la forma siguiente: 

En relación al cobro de prestaciones sociales, aunque complementarias, 
son diferentes. Ambas corresponde (sic) a conceptos vinculados con la 
trascendencia que para la sociedad y para la vida de las personas tiene el 
proceso productivo de bienes o de servicios y las relaciones laborales que 
genera entre los sujetos que en el concurren; lo que se ha denominado el 
hecho social trabajo, sin embargo las prestaciones sociales son causadas, 
se deben y son exigibles en función del término de la relación laboral." 

'Los Juicios de Estabilidad Laboral fueron concebidos para procurar 
permanecer y continuidad (sic) en las relaciones de trabajo...(...) 
(sentencia de fecha 03-10-2002)" 

'De lo expuesto se desprende que la Juez omitió la Contratación Colectiva 
de los Trabajadores de CANTV,. la Ley Orgánica del Trabajo, Ley Orgánica 
Procesal del Trabajo, todos los preceptos Constitucionales relacionado el 
Derecho al Trabajo, su decisión fue a motu proprio (sic) el 15 de mayo del 
año 2008". 

De seguidas la apelante expresó que se le babfan violentado sus derechos, 
en virtud de lo siguiente: 

'aunado a tantas violaciones por parte de esta Juez interpuse Recurso 
Extraordinario de invalidación consagrado en el articulo 328 numeral 5 del 
Código de Procedimiento Civil contra el auto de fecha 15 de mayo del año 
2008; dicha Juez procedió a conocer el Recurso interpuesto en fecha 12 
de junio-.del mismo año apelo de la decisión y le fue asignada la 
nomenclatura AP22-R-2008-000141 para que fuese distribuida al Superior 
y despuós de haber transcurrido 1 año y 8 meses, el Tribunal Superior 
Sexto procedió a decidir en fecha 30 de mayo de 2010, 'que la Juez 45 de 
Sustanciación, Mediación y Ejecución Luisa Ávila oyó el Recurso con una 

nomenclatura (sic) subvirtiendo los actos procesales, lo que produce la 
nulidad de las actuaciones, al desestabilizar el proceso, y que en sentido 
amplio es un tipo de anarquía procesal, que erró en la sustanciación de la 
apelación'(...) Si en todos los casos la 'Ley Procesal del Trabajo, está 
orientada por los principios de uniformidad, brevedad, oralidad, publicidad, 
gratuidad, celeridad'... No me explico en qu6 momento estas Jueces 
actuaron en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales". 

Por último, en virtud de lo anterior solicitó: 

'...Esta Comisión aplique obligatoriamente los artículos 2, 5 numeral 2 del 
articulo 21, 22, 26 numeral 8 del articulo 49, 51, 141 y 253 de la 
Constitución Bolivariana de Venezuela, los cuales establecen 'como valor 
superior de su ordenamiento jurídico v de sy actuación la justicia, ql 
sometimiento de los órganos del Estado a la soberanía popular, garantizar 
la igualdad ante la lev v la protección del débil jurídico, garantizare! doce 
de derechos inherentes a la persona aún cuando no figurón en la Carta 
Magna, garantizar el acceso a los órganos de administración de justicia, 
restablecer o reparar la situación jurídica lesionada por error judicial, 
garantizar el derecho de dirigir peticiones ante cualquier autoridad, el deber 
de la Administración Pública de rendir cuencas v responsabilizarse de sus 
actos en el ejercicio de la función pública, v finalmente estableee que le 
corresponde a los órganos del Poder Judicial conocer de las causas v 
asunto^ de su competencia mediante los procedimientos oue determinen 
las leves, v ejecutar o hacer ejecutar sus sentendas'...(Lo subrayado 
es mió)". (Folios 106 al 113, pieza N° 2 del expediente disciplinario) 

DEL ACTO CONCLUSIVO DICTADO POR LA INSPECTORIA 

En el contenido del acto recurrido, se observa que la Inspectoría General de 
Tribunales transcribió un extracto de la denuncia que originó el presente 
procedimiento, y refirió la tramitación dada al mismo en la etapa investigativa 
e indicó haber constatado lo que a continuación se transcribe: 

"La causa esta (sic) relacionada con un juicio de estabilidad laboral 
regulado conforme a las disposiciones contenidas en los artículos 117 y 
siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo- rógimen anterior a la entrada en 
vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo- cuya trayectoria 
procesal se extendió hasta la vigencia del régimen actual, siendo las 

partes: ibeth Cecilia Chávez, contra la Compañía anónima de nacional de 
teléfonos de Venezuela (CANTV), sentenciado en fecha 11 de octubre de 
1994 y declarada sin lugar la solicitud de califícadón de despido por el 
extinto Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del Área.Metropolitana de caracas (folios 101 a 
106; pieza N° 1). 
Contra la sentencias antes mencionada, se ejerció recurso de apelación 
correspondiéndoie conocer al también extinto Juzgado Superior Cuarto del 
Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, el cual en fecha 15 de 
febrero de 1995 dictó sentencia declarando con tugar la apelación, declaró 
con lugar la calificación de despido y ordenó en consecuencia, 
reenganchar a la trabajadora y el pago de los salarios dejados de percibir 
durante el procedimiento (folios 107 al 113; pieza N°1). 
Mediante auto de fecha 20 de febrero de 1995, emanado del Juzgado 
Superior Cuarto del Trabajo del Circuito Judicial Laboral del Área 
Metropolitana de Caracas, ordenó remitir el expediente de la causa al 
Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a cargo del Juez Oswaldo 
Enrique Páez (folio 114; pieza N°1). 
Remitido el expediente $I Juzgado Primero de Primera Instancia a los 

.fínes de su ejecución, en fecha 3 de abril de 1995, el apoderado judicial de 
1a demandada consignó diligencia donde manifestó insistir con el despido, 
y a la vez que consignó cheque por un monto que comprende el pago 
doble de las prestaciones sociales, conforme a lo establecido en el artículo 
125 de la Ley Orgánica del Trabajo vigente para la fecha (folio 115 a 117; 
pieza N°1). 
En fechas 3 y 4 de abril de 1995, la ciudadana Ibeth Cecilia Chávez, 
consignó escritos de alegatos donde manifestó su inconformidad con los 
montos consignados por la parte demandada; asimismo, alegó que tenia 
inamovilidad, por lo que el Juzgado Primero de Primera Instancia del 
Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
dictó auto mediante el cual ordenó la apertura de una articulación 
probatoria de acuerdo a lo establecido en el articulo 607 del Código de 
Procedimiento Civil (folios 118 al 120; pieza N° 1). 
Abierta la antedicha articulación, la apoderada judicial de la demandada, 
consignó diligencia de fecha 21 de abril de 1995, mediante la cual arguye 
que la actora no esté amparada por la inamovilidad generada por ¡a 
discusión de la Convención Colectiva de la época, por cuanto ya no era 
trabajadora de la empresa desde el día 02 de febrero de 1993 (Folio 121; 
pieza N'1). 
En consecuencia en fecha 27 de abril de 1995 el Juzgado Primero de 
Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas, a cargo de la Jueza Ana Graciela Blohm, dicto 
decisión mediante la cual ordenó oficiar a la empresa demandada a los 
fines de que ilustrara al Juzgado antes mencionado, acerca de los montos 
consignados y su discriminación a fin de determinar si tal monto se 
ajustaba real y legalmente a lo reclamado por la trabajadora (folio 122 a 
124; pieza N'1) 
Esta decisión fue apelada por la parte actora, correspondiéndoie conocer 
al extinto Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual dictó en fecha 18 de 
junio de 1995, declarando sin lugar dicha apelación, ya que consideró que 
en ningún momento perjudica, sino todo lo contrario, favorecía a la parte 
actora al poder precisar con exactitud o no del monto consignado (folios 
125 al 129; pieza N'1). 
Posteriormente, en fecha 7 de marzo de 1996, la empresa demandada 
remitió al Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a cargo de la 
Jueza Ana Graciela Blohm Castro, la discriminación de los conceptos y 

montos correspondientes a lo cancelado por prestaciones e 
indemnizaciones, como consecuencia de la terminación de la relación de 
trabajo (folios 130 y 131; pieza N° 19). 
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Ahora bien, mediante diligencia de fecha • 18 de marzo de 1996, la 
ciudadana Ibeth Cecilia Chávez en su condición de parte adora en el 
presente juicio, solicitó retirar la cantidad de Bs. QUINIENTOS DOCE MIL 
TRESCIENTOS SESENTA Y DOS, CON CUARENTA CTS. (Bs. 512.362,40) 
correspondientes a los salarios dejados de percibir durante el 
procedimiento (Folio 132; pieza N' 1). En consecuencia, el Juzgado 
Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del 
Área Metropolitana de Caracas, acordó lo solicitado por la demandante, 
mediante auto de fecha 21 de marzo, del mismo año (folio 133; pieza N'1). 
Posteriormente, en fecha 21 de marzo de 1996, el auto anterior fue dejado 
sin efecto por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, por cuanto la 
empresa demandada consignó los montos en cheque de gerencia a 
nombre de la adora y no se encontraba depositada en la cuenta corriente 
del Tribunal, porto tanto, no era posible depositarlo en la cuenta del dicho 
Juzgado (folio 135; pieza N'1); por lo que en fecha 22 de marzo de 1996, 
la adora solicitó oficiar a la demandada a fin de que consignara lo 
correspondiente a los referidos salarios dejados de percibir (folios 135n y 
136; pieza N'1). 

En virtud de lo anterior, la empresa demandada consignó en fecha 11 de 
abril de 1996, cheque conforme a lo ordenado por el Tribunal; y en fecha 
16 del mismo mes y año el Juzgado ordenó entregárselo a la ciudadana 
Ibeth Chávez, en su condición de parte demandante en el presente juicio, 
la cantidad por ella misma solicitada (Folios 138 al 140; pieza N'1) 
En fecha 19 de diciembre de 1997, el Juzgado Primero de Primera 
Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 

- de Caracas, previa solicitud de la parte adora ordenó notificar a la 
empresa demandada ya que la cantidad consignada por ella, de acuerdo a 
la discriminación consignada no se reflejaba la cantidad correspondiente a 
la indemnización prevista en el articulo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo 
vigente para la época del despido. Dicha notificación a fin de consignar la 
diferencia restante a lo anteriormente consignado (folio 141; pieza N° 1). 
En fecha 22 de enero de 1998, el Juzgado Primero de Primera Instancia 
del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas, a cargo de la Jueza Ana Graciela Blohm, didó auto mediante el 
cual negó la solicitud de la parte adora de dar cumplimiento al auto de 
fecha 27 de merzo de 1995, por constar la consignación de la demandada 
dando cumplimiento con el articulo 125, es decir, dio cumplimiento al pago 
de los caldos, prestaciones sociales y otros; el cual fue corroborado por 
auto de fecha 27 de abril de 1995 y confirmado por el Juzgado Superior 
Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial en fecha 19 de junio de 
1995. Asimismo dejó constancia que cualquier monto o diferencia que 
tuviera que redamar, lo podía realizar por medio de un juicio ordinario 
(Folio 142; pieza N'1). 

En fecha 8 de agosto del 2000,' la adora consignó didamen de la 
Consultorla Jurídica del Ministerio del Trabajo donde se expone el criterio 
que debía ser reenganchada a sus labores en la empresa (folios 143 y 
144; pieza N'1). 
En virtud de lo anterior, en fecha 9 de agosto del 2000, el Juzgado Primero 
de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas, dictó auto mediante el cual expuso que dichas 
atíuaciones no se correspondían con el Órgano Jurisdiccional que regula 
el Juicio de calificación de despido, quedando este en consecuencia firme 
en fecha 22 de enero de 1998, mediante auto didado por el mismo 
Juzgado, debiendo la accionante intentar su reclamación por la vía 
ordinaria (folio 150; pieza N'1). 

Contra el mencionado auto la parte adora ejerció apelación, 
correspondiéndole conocer al Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a cargo del 
Juez Julio Alfonso Sotillo, el cual didó sentencia en fecha 19 de febrero de 
2001, dedarando sin lugar la apelación intentada por la parte adora y 
declarando terminado el procedimiento, por cuanto consideró que la 
empresa demandada habla dado cumplimiento a lo ordenado por el 
TribunaI de Instancia en orden a la discriminación de los conceptos y 
cantidades consignadas, y a lo previsto en el articulo 125 de la Ley 
Orgánica del Trabajo vigente para la fecha del despido, acogiéndose al 
derecho estipulado en el referido articulo y que la trabajadora accionante 
aceptó y recibió el pago de los salarios caldos dando paso a la finalización 
del proceso de estabilidad, reservándose el derecho de redamar por la vía 
ordinaria los demás conceptos que por prestaciones sociales considerase 
que pudiese tener derecho (folios 156 al 162; pieza N'1) 
En fecha 3 de noviembre de 2003, ya entrando en vigencia el régimen 
procesal transitorio establecido en la Ley Orgánica Procesal del Trabajo 
aprobada en el 2002, le correspondió continuar conociendo al Juzgado 
Superior Segundo del Trabajo de la Circunscripción Judicial Laboral del 
Área Metropolitana de Caracas, para dicho régimen transitorio, a cargo de! 
Juez ADELINO ALVARADO REYES, quien en la misma fecha se abocó al 
conocimiento de la causa (folio 163; pieza N'1) 

Predicadas como fueron las notificaciones, la parte adora interpuso 
recurso de control de legalidad y fue remitido a la Sala de Casación Social 
del Tribunal Supremo de Justicia. En fecha 5 de agosto de 2004, la sala de 
casadón Social del tribunal Supremo de Justicia, con ponencia del 
Magistrado Alfonso Valbuena Cordero, se dictó decisión declarándose 
inadmisible dicho recurso (...) (folios 164 a 169;pieza N'1). 

Ahora bien, mediante auto de fecha 24 de febrero de 2006, en razón de 
que en fecha 13 de agosto de 2003,' entró en vigencia la Ley Orgánica 
Procesal del Trabajo y en fecha 09 de octubre del mismo año, fue 
designada la dudadana AUX PÉREZ TADINO, como Jueza del Juzgado 
Décimo de Primera Instanda de Sustandación, Mediación y Ejecución del 
Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la (jjrcunscripción Judicial del 
área Metropolitana de Caracas, se abocó al conocimiento de la causa, por 
lo tanto dicho Juzgado ordenó anotarlo bajo el N' 3963. Asimismo, ordenó 
agregar a los autos comunicaciones de fecha 06 de febrero de 2006, 
provenientes de la Direcdón General Sectorial del Trabajo, Dirección de 
Inspectoría Nadonal y otros asuntos colectivos del Trabajo del Sector 
Privado, consignados por la parte actora (folio 186; pieza N'1). 
Asimismo, mediante auto de la misma fecha , la Jueza del Juzgado 
Décimo de Primera Instancia de Sustanciadón, Mediación y Ejecución del 
Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del 
área Metropolitana de Caracas, a cargo de la Jueza AUX PÉREZ TADINO, 

vista la sentencia didada por la Sala de Casación Social del Tribunal 
Supremo de Justicia, en el cual declaró inadmisible el recurso de control de 
legalidad, contra la sentencia dictada por el Juzgado Superior Sexto del 
Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
en fecha 19 de enero de 2001, en la cual se dedaró sin lugar la apelación 
ejercida por la parte demandante contra la decisión didada por el Juzgado 
Primero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripdón 
Judicial, de fecha 09 de agosto de 2000, que dio por terminado el 
procedimiento; la Jueza denunciada ordenó librar oficio a la Coordinación 
Judicial para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo, a los fines de 
remitir el expediente de la causa para su archivo judicial (folio 187; 
pieza N'1). 

Posteriormente, en fecha 18 de enero de 2007, la parte actora diligenció 
solicitando el expediente que ya se encontraba en el Archivo Judicial 
desde hacia casi un (1) año, alegando que no existía ejecución de la 
sentencia. El expediente fue recabado y mediante auto de fecha 15 de 
febrero del 2007, se le dio entrada en el Juzgado Cuadragésimo Quinto 
(45°) de Primera Instancia de Sustandación, Mediación y Ejecución de la 
Circunscripción Judicial del área Metropolitana de Caracas, a cargo de la 
Jueza LUISA B. AVILA TORRES, el cual se abocó al conocimiento del 
mismo y fundamentándose en el auto dictado por el Juzgado Décimo de 
Primera Instancia de Sustandación, Mediación y Ejecución del mismo 
Circuito judicial del Trabajo, ordenó la remisión del expediente al Archivo 
judicial (folio 192; pieza N'1). 
Mediante oficio N° 01-LCJ-0352-07, de fecha 9 de abril de 2007, dirigido a 
la ciudadana LUISA AVILA TORRES, Jueza del Juzgado Cuadragésimo 
Quinto de Primera Instancia de Sustandación, Mediación y Ejecución del 
Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, 
suscrito por el Coordinador Judicial del Régimen Transitorio, procedió a 
remitirle el expediente judicial seguido por la ciudadana Ibeth Cecilia 
Chávez, a los fines de aperturar nuevamente dicha causa a solicitud de 
esta (folio 194; pieza N°1). 
En el mismo orden, en fecha 25 de mayo de 2007, la Jueza LUISA AVILA 
TORRES, didó auto fundado donde se declara no tener materia sobre la 
cual decidir y ordenando la remisión del expediente al Archivo Judicial 
(folio 196; pieza N°1).(...)". (Folios 42 al 52, pieza N° 2 del 
expediente disciplinario) 

Al verificar lo señalado, el Órgano Instructor concluyó que se trataba del 
cuestionamiento por parte de la denunciante en su condición de accionante 
en la causa referida al hecho de que la empresa demandada se había 
acogido a un derecho establecido en el articulo 125 de la Ley Orgánica del 
Trabajo, vigente para ese momento, el cual establecía el pago doble de las 
prestaciones sociales como indemnización ante la persistencia del despido, lo 
cual era la esencia de lo que se conoce en la doctrina y la jurisprudencia 
como estabilidad relativa; que dicho cuestionamiento y petitorios realizados 
por parte de la accionante, ante los diferentes Órganos Jurisdiccionales 
habían sido respondidos y pronunciados por la Jurisdicción Laboral ordinaria 
en las sentencias definitivas e Interlocutorias, y demás autos relacionados 
dictados durante el proceso de esa causa, lo cual fue afirmado al evidenciarse 
que en la fase de ejecución, cuando la accionante debatió los montos 
consignados por la empresa demandada en el Juzgado de origen, éste habla 
ordenado la apertura de una articulación probatoria conforme a lo establecido 
en el artículo 607 del Código de Procedimiento Civil, y que de la decisión allí 
producida se le habla ordenado a la empresa demandada que detallara los 
conceptos y cantidades consignadas, con la finalidad de verificar que los 
montos depositados fuesen los correctos. De manera que no es que no se 
hubiese procedido a la ejecución de la sentencia, sino que la empresa 
demandada se acogió a un derecho contemplado en la Ley Orgánica del 
Trabajo, que no es otra cosa que la sustitución de una obligación por otra, 
pagando la indemnización doble estipulada en la referida Ley, para liberarse 
de la obligación de reenganchar a la trabajadora; y que dicho pago habla sido 
reconocido por la misma trabajadora en su escrito de denuncia al decir que: 

"...(Omissis)... la empresa tenia que proceder a reengancharme no a 
depositarme la indemnización doble la cual se encuentra consignada en el 
expediente N' AP22-S-2007-000004 que tanto la Juez AUX PÉREZ DE 
TADINO y la Dra. LUISA B AVILA TORRES, ordenaron fuese archivado al 

Archivo Judicial a motu proprio (sic) sin haber existido en el procedimiento 
de estabilidad laboral convenio alguno asi como ¡o señala el articulo 261 
del C.P.C. (folio 4, pieza N'1; párrafo 5)". (Folio 60, pieza N° 2 del 
expediente disciplinario) 

Igualmente, comprobó que las Juezas denunciadas, hablan dictado un auto 
dándole terminación al proceso y en consecuencia ordenaron el archivo del 
expediente con fundamento en todas las decisiones que les habia precedido a 
cada auto; motivo por el cual no podía ser objeto de cuestionamiento por 
parte de esa Inspectoría, en virtud de que la denunciante en su condición de 
actora había hecho uso de la vfa recursiva durante la tramitación de la causa, 
obteniendo la debida respuesta a sus requerimientos en cada una de las 
instancias, no-evidenciándose que efectivamente se hubiese violentado su 
derecho a la defensa y demás garantías Constitucionales. 

Con base a estos criterios jurisprudenciales fue que ese Órgano estimó que 
las Juezas investigadas no hablan incurrido en ilícitos disciplinarios que 
pudieran acarrear la aplicación de sanciones por sus pronunciamientos en la 
causa judicial donde la denunciante era la parte actora. 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

En el contenido de la apelación suscrito por la recurrente se observó que 
disentía por una parte de la relación de los folios descritos en cada una de las 
constataciones realizadas en la investigación por el Órgano Instructor, los 
cuales fueron plasmados en su acto conclusivo; por cuanto en su opinión 
constituían un falso supuesto al no coincidir con los folios del expediente 
número AP-22-S-2007-0004, consignados por ella. 
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En cuanto a ese hecho se precisa señalar que los folios descritos por parte 
del Órgano Instructor en su investigación, a los cuales hizo referencia en su 
acto conclusivo, son los correspondientes al expediente disciplinario 
N° 070456, iniciado en virtud de la denuncia interpuesta contra las Juezas 
investigadas, motivo por el Cual al dársele entrada a dicho expediente, se 
realiza la foliatura interna correspondiente, colocando una numeración 
correlativa conforme van llegando los anexos que deben ser introducidos al 
expediente disciplinario; la numeración de esa foliatura es distinta a la que se 
lleva en las actuaciones que conforman la causa número AP-22-S-2007-0004, 
nomenclatura del Tribunal donde surgieron los hechos denunciados, por 
tanto, la foliatura a la que hace referencia la Inspectoría General de 
Tribunales no necesariamente debe coincidir con la de las copias 
consignadas por la denunciante, quedando con esta explicación desvirtuado 
lo alegado en ese sentido. Así se decide. 

Ahora bien, tomando en consideración los fundamentos de la apelación y lo 
expuesto por la Inspectoría General de Tribunales en su acto conclusivo se 
observa' que el hecho denunciado se relacionó por las presuntas 
irregularidades cometidas por las Juezas de los Juzgados Décimo y 
Cuadragésimo Quinto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y 
Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, 
ciudadanas Alix Graciela Pérez de Tadino y Luisa Braumari Ávila Torres, 
las cuales ord enarori el archivo judicial del expediente contentivo de esa 
causa sin haber existido convenio alguno cuanto a la estabilidad laboral 
seguida por la ciudadana Ibeth Cecilia Chávez, contra la empresa Compañía 

Anónima Nacional de Teléfonos de Venezuela (C.A.N.T.V), ya que en su 
opinión la empresa tenía que proceder a reengancharla y no a depositarle la 
indemnización doble que se encuentra consignada en el expediente judicial, 
motivo por el cual consideró que se le había violentado el debido proceso y 
demás garantías Constitucionales. 

Al respecto se desprende de las actas que conforman el expediente 
disciplinario signado con el N° A-043-2010, que los hechos denunciados 
acontecieron en la tramitación del expediente que contedla urta demanda de 
calificación de despido y reclamación solicitando reenganche y pago de 
salarios caldos, intentada por la ciudadana Ibeth Cecilia Chávez, contra la. 
empresa C.A.N.T.V, por ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del 
Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, la 
cual fue declarada sin lugar, en fecha 11 de octubre de 1994; contra esta 
decisión la accionante interpuso recurso de apelación, correspondiéndole 
conocer al Tribunal Superior Cuarto del Trabajo del mismo Circuito, el cual en 
fecha 15 de febrero de 1995, lo declaró con lugar y, en consecuencia, ordenó 
el reenganche de la accionante, pago de salarios caldos, y enfatizó que si la 
empresa persistía en el despido del trabajador debía cumplir con todos y cada 
uno de los requisitos necesarios exigidos por el articulo 125 de la Ley 
Orgánica del Trabajo. (Folios 101 al 113 pieza 1 del expediente disciplinario) 

Esta Comisión observó que la referida causa se debatió por ante la 
Jurisdicción Laboral competente ante su distintas instancias y que finalizó con 
la terminación de la relación del trabajo, por cuanto se evidenció que en fecha 
18 de marzo de 1996, la parte actora diligenció solicitando al Tribunal Primero 
de Primera Instancia del Trabajo, le hiciera entrega del monto consignado por 
la C.A.N.T.V, reservándose cualquier acción o reclamación por cualquier 
concepto o salarios caldos que implicaran mejoras, aumentos, reajustes sea 
contractual por decreto o por Ley. Por lo que el referido Juzgado en fecha 16 
de abril de 1996, ordenó entregarle la cantidad solicitada de Quinientos doce 
mil trescientos sesenta y dos bolívares con cuarenta céntimos 
(Bs.512.362,40). (Folio 132 al 141 pieza 1 del expediente disciplinario) 

Posteriormente en fecha 8 de agosto de 2000, la parte actora consignó ante el 
Tribunal Primero de Primera Instancia del Trabajo, dictamen N° 62 de la 
consultoria Jurídica del Ministerio del Trabajo de fecha 18 de julio de 2000, el 
cual concluyó que la trabajadora debía ser reenganchada. En consecuencia el 
referido Tribunal por medio de auto de fecha 9 de agosto de 2000, se 
pronunció declarando que dichas actuaciones no se correspondían con el 
Órgano Jurisdiccional que regulaba el juicio de calificación de despido, el cual 
había quedado firme en fecha 22 de enero de 1998, mediante sentencia 
dictada por ese Juzgado, por consiguiente el juicio de Estabilidad Laboral 
había terminado debiendo la accionante intentar su reclamación por la via 
ordinaria. (Folios 145 al 150 pieza 1 del expediente disciplinario) 

En vista de esa decisión la parte actora apeló del referido auto, . 
correspondiéndole conocer al Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la 
Circunscripción Judicial del área Metropolitana de Caracas, el cual declaró en 
fecha 19 de febrero de 2001, sin lugar ese recurso, en virtud de que si bien 
era cierto la empresa demandada habla sido condenada al reenganche de la 
trabajadora accionante y al pago de salarios caídos; no lo era menos que la 
empresa demandada se habla acogido a lo establecido en el articulo 125 de 
la Ley Orgánica del Trabajo, al insistir en el despido de la trabajadora, 

declarando terminado el procedimiento que por motivo de Estabilidad Laboral 
había incoado la parte actora. (Folios 156 al 162 pieza 1 del expediente disciplinario) 

Contra esa decisión de alzada, la parte actora interpuso Recurso de Control 
de Legalidad en fecha 20 de noviembre de 2003, correspondiéndole decidir a 
la Sala de Casación Social Accidental del Tribunal Supremo de Justicia, la 
cual en fecha 5 de agosto de 2004, se pronunció declarando inadmisible dicho 
recurso, por considerar que el fundamento de las supuestas violaciones 
constitucionales, en las que subsumian los supuestos fácticos para el ejercicio 
del medio excepcional de impugnación al ser algunas de ellas, de naturaleza 
laboral, no hablan implicado injuria Constitucional. Por lo que la Sala de 
Casación Social Accidental del Tribunal Supremo de Justicia consideró que 
en la sentencia recurrida no existió violación alguna de normas de orden 
público o de la reiterada jurisprudencia de la Sala, que haya impedido a la 
decisión cumplir con la finalidad última del proceso. Mediante escrito de fecha 

18 de agosto de 2004, la parte actora solicitó a la Sala de Casación Social 
Accidental del Tribunal Supremo de Justicia, aclaratoria de dicha decisión, la 
cual fue declarada inadmisible. (Folios 164 al 175 pieza 1, 16 al 20 pieza 3 dd 
expediente disciplinario) 

En fecha 19 de febrero de 2005, la accionante solicitó al Juzgado Décimo de 
Sustanciación, Mediación y Ejecución del Régimen Procesal Transitorio del 
Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, se 
abocara al conocimiento de la causa signada con el N° 3963, mediante auto 
de fecha 24 de febrero de 2006, en razón de que en fecha 13 de agosto de 
2003, entró en vigencia la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se abocó a la 
causa la ciudadana Alix Graciela Pérez de Tadino, siendo designada el 9 de 
octubre de 2003, como Jueza del referido Juzgado, y vista la sentencia 
dictada por la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en la 
cual declaró Inadmisible el Recurso de Control ̂ de Legalidad, contra la 
sentencia dictada por el Juzgado Superior Sexto del Trabajo en fecha 19 de 
enero de 2001, en la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la 
parte actora contra la decisión dictada por el Juzgado Primero de Primera 
Instancia del Trabajo en fecha 9 de agosto de 2000, dando por terminado el 
procedimiento de estabilidad laboral, la Jueza investigada ordenó librar oficio 
a la Coordinación Judicial para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo, a 
los fines de remitir el expediente de la causa para su archivo judicial. (Folios 
175,178,186 al 188 pieza 1 del expediente disciplinario) 

En fecha 18 de enero de 2007, mediante diligencia la parte actora solicitó la 
remisión del expediente al Tribunal de la causa en virtud de que éste habia 
declarado terminado el procedimiento no existiendo la respectiva ejecución de 
la sentencia. Correspondiéndole conocer al Tribunal Cuadragésimo Quinto de 
Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito 
Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas a cargo de la Jueza 
Luisa Braumari AvilaTorres, quien por auto de fecha 15 de mayo de 2008, 
vista la diligencia suscrita por la parte actora, en la cual solicitó revisión del 
expediente y que procediera a decretar la ejecución forzosa; declaró que: 

"Si bien era cierto que la empresa demandada fue condenada al 
reenganche de la trabajadora accionante y al pago de salarios caídos, no 
fue menos cierto que se acogió al derecho consagrado en el articulo 125 
de la Ley Orgánica del Trabajo de insistir, en el despido de la trabajadora, 
por lo que consignó un cheque por la cantidad de Un millón cuatrocientos 
ochenta y ocho mil quinientos ocho bolívares con diez céntimos (Bs. 
1.488.508,10). Por otra parte la trabajadora demandante solicitó y aceptó 
el pago de los salarios caldos por la cantidad de Quinientos doce mi 
trescientos sesenta y dos bolívares con cuarenta céntimos (Bs. 
512.362,40), reservándose el derecho de redamar los demás conceptos 
laborales que se le puedan adeudar. Es el caso de autos, que la empresa 
demandada se acogió al derecho estipulado en el artículo 125 de la Ley 
Orgánica del Trabajo, y que la trabajadora accionante aceptó y recibió el 
pago de los salarios caldos dando paso a la finalización del proceso de 
estabilidad laboral, y toda vez que se ha reservado el derecho a redamar 
posteriormente por la vía ordinaria los demás conceptos que por 
prestaciones sodales u otros conceptos previsto en la Ley del Trabajo, 
deberá acudir a esta vía en caso de redamar dichos derechos, de 
conformidad con la norma laboral que regula la materia, debiendo en 
consecuenda esta alzada confirmar al auto apelado, en consecuerida se 
declara primero sin lugar el recurso de apeladón ejercido por la parte 
actora contra la decisión didada del Juzgado Primero de Primera Instanda 
del Trabajo y en segundo terminado el procedimiento que por motivo de 
estabilidad había incoado la parte adora contra la C.A.N. T. V. de lo anterior 
permite corroborar que ese Tribunal se encontró imposibilitado de decretar 
la ejecución forzosa en la presente causa tal como lo requirió por diligencia 
de fecha 16 de abril de 2008 la parte adora, y ello por cuanto esta causa 
no se encuentra en fase de ejecución, muy por el contrario el fallo de fecha 
19 de febrero de 2001, del Juzgado Superior Sexto del Trabajo declaró 
terminado el procedimiento por motivo de estabilidad laboral había incoado 
la parte actora contra la C.A.N.T.V, sentenda que quedó definitivamente 
firme al ser declarado inadmisible el Recurso de Control de Legalidad que 

, fue ejercido". 

Por las razones expuestas el Tribunal declaró terminada la causa y ordenó la 
remisión del expediente al archivo judicial, con posterioridad a que 
transcurriera el lapso legal previsto para el ejercicio del recurso legal 
correspondiente contra esa decisión. (Folios 189 al 195 y 238 al 240 pieza 1 del 
expediente disciplinario) 

Esta Comisión observa que el argumento de la apelante se enfatizó en que 
las Juezas investigadas ordenaron el archivo judicial de la causa 
presuntamente a "motu propio", sin haber existido en el procedimiento de 
estabilidad laboral convenio alguno, ya que en su opinión la empresa 
demandada tenia que proceder era a reengancharla y no a pagarle la 
indemnización doble que se encuentra consignada en el expediente judicial a 
su decir, y en virtud de esto es que consideró que le habia violentado el 
debido proceso y otras garantías constitucionales. 

En ese sentido es importante aclarar que a esta Instancia Disciplinaria no le 
está conferida la competencia para cuestionar las decisiones de fondo que las 
Juezas dicten en cada una de sus sentencias, pero si le está atribuida el 
evaluar la conducta y faltas disciplinarias en las que estos puedan incurrir 
durante la tramitación de una causa. 

Ahora bien analizado los términos contenidos en las decisiones producidas en 
la referida causa, ante las distintas instancias jurisdiccionales competentes, 
se observó que se trata particularmente de que la denunciante no está de 
acuerdo con el derecho que ejerció la empresa por ella demandada, al 
acogerse en aquella oportunidad a lo contemplado en el articulo 125 de la Ley 
Orgánica del Trabajo, vigente en ese momento, la cual establecía el pago 
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doble de las prestaciones sociales como indemnización ante la persistencia 
del despido 

En ese mismo orden de ideas se evidenció que cada petición realzada por ta 
denunciante, lúe resuelta por la jurisdcáón laboral ordinaria, tanto en las 
sentencias rteriocufcxias como en las definitivas, asi como los autos dictados 
durante todo el proceso, siendo que el juicio objeto de la investigación 
reafczada no sólo produjo varias decisiones S*JO que también fue revisado por 
babada. 

Las Juezas denunciadas, dictaran un auto confirmando la terminación del 
proceso, que ya había sido declarado concluido por e¿ Tribunal de Primera 
instancia y que este había quedado definitivamente firme en su oportunidad. 
En ese orden de ideas y dado el carácter adquirido por la sentencia a la que 
se hizu referencia, es decir cosa juzgada, se precisa citar el siguiente extracto 
de la sentencia N* 263 del 3 de agosto de 2000. dictada por la la Sala de 
Casadün Civi del Tribunal Supremo de Justicia, en la cual se anafizó el 
alcance de 3a mencionada institución jurídica: 

" Xa cosa juzgada e s una institución jurídica que tiene por objeto 
fundamenta/ garantizar el estado de derecho y ¡a paz social, y su 
autoridad e s una mamfestadón endentó del poder del estado cuando 
se concreta en ola la juristícdón. 
La eficacia de ¡a autoridad de la cosa Juzgada, según lo ha 
estableado este Máximo Trtounal, en sentencia de techa 21 de 
fetonxo de 1990, se traduce en bes aspectos: a) mmpugnabüdad. 
según ta cual la sentencia con autoridad de cosa juzgada no puede 
ser revisada por ningún juez cuando ya se hayan agotado todos los 
recursos que dé ¡a ¡ey, inclusive el de imrabdadón (non bis in eademj 
A alo se refiere el artkxáo 272 del Código de Procedimiento Crvi; b) 
ImxdabSdad. según la cual la sentencia no es atacable 
ndrectamente. por no ser pos&e abrir un nuevo proceso sobre el 
mismo lema; no puede otra autoridad modificar los términos de una 
sertenda pasada en cosa juzgada, y, c) Coerubüdad, que consiste 
en ¡a eventualidad de ejecución forzada en los casos de sentencias 
de condena, esto es. Ta fuerza que el derecho atribuye normalmente 
a los resiMados procesales': se traduce en un necesario respeto y 
sdbcnSnadán a Jo tíchoy hecho en el procesa. 
Al respecto, el maestro Eduardo J. Couture señala en su Bao 
Tundamertos de Derecho Procesar, tercera edición, pág. 402, lo 
stguienle: 
"Además de la autoridad, el concepto de cosa juzgada s e 
canplemenfa con una meiSda de eticada. 
Esa metida se resume en bes posibiidades (.omissis.) la 
mmpugnahBdad, la nmutabSdad y la coefdbUdad. 
La cosa juzgada es impugnable. en cuanto la ley impide iodo 
ataque iMerior lamiente a obtener la revisión de la misma materia: 
man bis m eadem. Si ese proceso se promoviera, puede ser detenido 

• en su comienzo con la invocación de la propia cosa juzgada 
esgmmda como excepción. 
También es inmutable o ñmocffljcabte. (...omissis....) esta 
mtmxSUcabSidad no se refiere a la actitud que las partes puedan 
astmür frente a éSa, ya que en materia de derecho priva do siempre 
pueden ilas partes, de común acuerdo, modificar los términos de lé 
cosa juzgada. La mmodficabtdad de la sentencia consiste en que, 
en mngm caso, de oñdo o a petkaón de parte, otra autoridad podré 
alterar tosiéramos de una sentencia pasada en cosa juzgada 

La coerobiuiad consiste en la eventualidad de ejecución forzada. Tal 
como se expondrá en su momento, la coerción es una consecuencia 
de las sentencias de condena pasadas en cosa juzgada. Pero esa 
consecuencia no signüica que toda sentencia de condena se ejecute, 
sito que toda sentencia de condena es susceptible de ejecución si el 
acreedor la pide". 

La cosa juzgada presenta un aspecto material y uno formal, éste 
último se presenta dentro del proceso al hacer Mmpugnable la 
sentencia, mientras que la primera trasciende al exterior, con la 
finaSdad de prohibir a las ¡artes el ejercicio de una nueva acción 
sobre lo ya decxBdo. obligando a su vez a los jueces, asi como al 
resto de las personas, a reconocer el pronunciamiento de la 
sentencia que contiene el derecho que debe regir entre las partes.' 

De donde se desprende que cuando el fallo ha sido dictado por un Tribunal y 
contra éste no se ejercieron ios recursos de Ley o interpuestos éstos han sido 
declarados sin lugar, adquiere el carácter de cosa juzgada, lo cual imposibilita 
el que lo allí debatido sea revisado nuevamente. 

En consecuencia de esto las referidas Juezas no podían pronunciarse ni abrir 
nuevamente la causa por cuanto ya habla terminado el procedimiento con la 
sentencia definitivamente firme por el Trtounal de Primera instancia en fecha 
22 de enero de 1998, motivo por el cual ordenaron el archivo del expediente 
en base a todas las decisiones que les antecedió en cada auto y 
sus fundamentos. 

Observándose que los hechos denunciados no evidencian que efectivamente 
las Jueras investigadas incurrieran en falta disciplinaria alguna, y menos 
violentado su derecho a la defensa, el debido proceso o sus garantías 
Constitucionales. No obstante, en el curso del proceso le fue indicado a la 
apelante que de considerar procedente reclamar cualquier otro, debía 
realizado por medio de un juicio ordinario. 

En consecuencia considera quien decide, que no existen elementos que 
comprometan disciplinariamente las actuaciones de las Juezas Alix Graciela 
Pérez de Tadino y Luisa Braumari Ávila Torres. Por lo que se desestima lo 
denunciado y por tanto se ratifica lo decidido por el Instructor en el acto 
recurrido. Así se declara. 

DECISIÓN 

Con fundamento en los razonamientos tanto de hecho como de derecho 
precedentemente expuestos, esta Comisión de Fundonamierrto y 
Reestructuración del Sistema Judicial, en nombre de la República y por 
Autoridad de la Ley, declara SIN LUGAR la apelación interpuesta por la 
ciudadana Ibeth Cecilia Chávez, titular de la cédula de identidad 
V.- 5.047.454, Contra el acto dictado por el Órgano Instructor en fecha 26 de 
marzo de 2006, mediante el cual ordenó el archivo de esas actuaciones al 
considerar que las ciudadanas investigadas Alix Graciela Pérez de Tadino y 
Luisa Braumari Ávila Torres, la primera en su condición de Jueza del 
Juzgado Décimo de Primera Instancia de Sustanóadón, Mediación y 
Ejecución del Circuito Judicial del Trabado del Área Metropolitana de Caracas; 
y la segunda en su condición de Jueza del Juzgado Cuadragésimo Quinto de 
Primera Instancia de Sustancáaaón, Mediación y Ejecución del mismo 
Circuito, no se substraían en faltas disciplinarias estableadas en la Ley 
Orgánica del Consejo de la Judicatura, ni en la Ley de Carrera Judicial, y en 
consecuencia se confirma la misma, ordenándose su archivo definitivo. 

Molifiqúese de la presente decisión a la apelante la ciudadana ibeth Cecilia 
Chávez, titular de ¡a cédula de identidad V.- 5.047.454, a Ta Inspectoría 
General de Tribunales, al Ministerio PúbSco y a las Juezas denunciadas, 
informándoseles que contra la presente decisión podrán interponer recurso 
contencioso administrativo de anulación ante la Sala Político Administrativa 
del Tribunal Supremo de Justicia, dentro de los treinta (30) días continuos 
siguientes a su notificación. 

Publíquese en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela. 

Dada, femada y seSada. En caracas, a los veintisiete (27) días del mes de 
octubre de dos mil diez (2010). Años 200° de la Independencia y 151° de la 
Federación. 
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MINISTERIO PÚBLICO 
REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO PUBLICO 
Despacho de la Fiscal General de la República 

Oracas, 03 de noviembre de 2010 
Años 200* y 151* 

RESOLUCION N® 1597 

LUISA ORTEGA DIAZ 
Fiscal General de la República 

En ejeracio de la facultad conferida por el artículo 6 de ta Ley Orgánica 
dd MWsterio Púbficct en uso de tas atribuciones estableadas en los numerales 1 y 3 
del arfado 25 eausdetn. 

RESUELVE: 

UNICO: Designar al ciudadano Abogado NELSON ORLANDO ME3IA 
DURAN, titular de Ja cédula de identidad N° 13382.879, DIRECTOR GENERML DE 
ACTUACION PROCESAL (ENCARGADO), adscrito a la Vice Hscafe, a los fines de 
cubrir la falta temporal producida por su titUai; dudadano Abogado Alejandro CasJBto 
Soto, a Abogado Nefcon Orlando Mepa Durán, seguirá desempeñando 
simultáneamente sus funciones como Director Centra la Corrupción. 

Iguafcpmtei conforme a lo establecido en los numerales 12 y 20 del 
artíoio 25 de la atada Ley Orgánica, d nombrado dudada» podrá Intervenir como 
repi espitante del HMsterio Púbtco en los asuntos de la Institución, en neúrfífr lugar 
del territorio nadonaL Asimismo, te delego b firma de te asuntos rutinarios o de 
mera tramitación, infamas esté encargado de la diada Dfcecdán. 

La presente designación tendrá efectos administrativos a partir del 
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LEY DE PUBLICACIONES OFICIALES 
(22 DE JULIO DE 1941) 

Articulo II. La GACETA OFICIAL, creada por Decreto Ejecutivo del 11 de 
octubre de 1872. continuará editándose en la Imprenta Nacional con la 
denominación GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA 
DE VENEZUELA. 
Artículo 12. La GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA se publicará todos los días hábiles, sin 
perjuicio de que se editen números extraordinarios siempre que fuere 
necesario; y deberán insertarse en ella sin refardo los actos oficiales 
que hayan de publicarse. 
Parágrafo único. Las ediciones extraordinarias de la GACETA OFICIAL 
tendrán una numeración especial. 
Artículo 13. En la GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZÜELA se publicarán los actos de los Poderes 
Públicos que deberán insertarse y aquellos cuya inclusión sea conveniente 
por el Ejecutivo Nacional. 
Artículo 14. Las leves, decretos y demás actos oficiales tendrán carácter de 
públicos por el hecho de aparecer en la GACETA OFICIAL DE LA 
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA, cuyos ejemplares 
tendrán fuerzade documentos públicos. 

El SERVICIO AUTÓNOMO IMPRENTA NACIONAL Y.GACETA OFICIAL de la República Bolivariana de Venezuela 
advierte que esta publicación se procesa por reprodnccíón fotomecánica (Greda de los originales que recibe del 
Consejo de Ministros, en consecuenca esta Institución no es responsable de los contenidos publicados. 
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